Propuestas Correlacionadas con la Ley de Amparo Vigente
Artículo 80


Artículo 81.

Cuando en un juicio de amparo se dicte sobreseimiento, se niegue la protección constitucional o desista el quejoso, y se advierta que se promovió con el propósito de retrasar la solución del asunto del que emana el acto reclamado o de entorpecer la ejecución de las resoluciones respectivas o de obstaculizar la legal actuación de la autoridad, se impondrá al quejoso o a sus representantes, en su caso, al abogado o a ambos, una multa de diez a ciento ochenta días de salario, tomando en cuenta las circunstancias del caso.

PROPUESTAS

El Poder Judicial de la Federación, mediante tesis aisladas, ha sostenido que no existe mala fe, si el quejoso utiliza, "aun reiteradamente, los medios que la ley pone al alcance de los gobernados para conservarla, entre los cuales se encuentra el juicio de amparo... ya que no puede considerarse que el quejoso tuviera la intención de retrasar el asunto del que emanó el acto reclamado o de obstaculizar la legal actuación de la autoridad, porque en todo momento el fin perseguido fue la preservación de su libertad",no hay abuso en el juicio de garantías y es improcedente la multa impuesta al quejoso de acuerdo a los artículos 3º y 81 de la Ley de Amparo, "en virtud de que advirtió que el quejoso promovió un segundo juicio de garantías en contra de las mismas autoridades y contra los mismos actos reclamados que señaló en su primer juicio, en el que reclamó la orden de aprehensión dictada en su contra, debe estimarse que tal actuación no se hizo de mala fe, puesto que está de por medio su libertad personal, no siendo dable, a juicio de este Tribunal Colegiado, imponer multa alguna, pues de ninguna manera podría pensarse que su promoción tiende a retrasar la solución del asunto, de entorpecerlo o de obstaculizar la actuación de la autoridad, asimismo, no procede la imposición de la multa, por considerar que éste gestionó el amparo con el deliberado propósito de entorpecer la acción de la justicia, si de las constancias de autos se advierte que el quejoso promueve la demanda de garantías en defensa de su libertad. Los artículos 3º y 81 analizados, no contemplan ninguna excepción. Al parecer, se interpretó el artículo 211 fracciones I y II, y se aplicó analógicamente la ley:

"Se impondrá sanción... al quejoso que en un juicio de amparo afirme hechos... siempre que no se reclamen algunos de los actos a que se refiere el artículo 17". "Al quejoso en un juicio de amparo que para darle competencia a un Juez de Distrito, designe como autoridad ejecutora a una que no lo sea, siempre que no se reclamen algunos de los actos a que se refiere el artículo 17".

No es congruente acoger de manera absoluta tales criterios, pues se corre el riesgo de abusar del juicio de amparo, so pretexto de la defensa de la libertad. No procede la multa, en aquellos casos, única y exclusivamente, cuando se trate de actos que importen peligro de privación de la vida, ataques a la libertad personal fuera de procedimiento judicial, deportación o destierro, o algunos de los actos prohibidos por el artículo 22 de la Constitución Federal (artículo 17 de la Ley de Amparo vigente).

En realidad, no existe excepción para abusar de amparo. Jamás podrá autorizarse al individuo desnaturalizar esta noble institución jurídica mexicana. (José de Jesús Quesada Sánchez, Tomo I, páginas 320 a 322)
Como se advierte de la lectura de estos preceptos legales (3º bis, 81 y 103), tienen íntima vinculación con el tema de que trata este trabajo, pues las tres disposiciones legales contemplan la posibilidad de imponer una multa al quejoso, o al recurrente, a sus representantes, en su caso, a su abogado, o a ambos, cuando en el juicio de amparo se dicte el sobreseimiento, se niegue la protección constitucional, o desista el quejoso, si se advierte que se promovió el juicio con el propósito de retrasar la solución del asunto del que emana el acto reclamado o de entorpecer la ejecución de las resoluciones respectivas, o de obstaculizar la legal actuación de la autoridad, y tratándose del recurso de reclamación, si se interpuso sin motivo, y en ambos casos, si el infractor actuó de mala fe, según apreciación de la autoridad que conozca del juicio constitucional.

Conviene precisar, que la mala fe que se requiere en el infractor (quejoso, recurrente, sus representantes, o su abogado), y a la cual hace referencia el segundo párrafo del articulo 3o Bis de la Ley de Amparo, según se puntualizó en el dictamen de las Comisiones Unidas Primera de Justicia y Primera Sección de Estudios Legislativos, de dieciséis de diciembre de 1983, en donde se discutió la modificación de los montos de las multas, propuestas en la iniciativa Presidencial respectiva, tuvo por objeto evitar la practica viciosa de algunos litigantes que acuden al amparo con fines dilatorios; pero, a la vez, se procuró no desalentar a los gobernados para el ejercicio de la acción de amparo, ni para la interposición de los recursos, así como tampoco sancionar con multas a los agraviados de bajos ingresos.

Siendo así, la práctica ha demostrado que la finalidad perseguida con esa reforma legal, no ha alcanzado el éxito deseado, porque se advierte que el litigante que formula la demanda de amparo, en favor del quejoso, a sabiendas de que se va a concluir con un sobreseimiento, por ser indefectiblemente improcedente la acción constitucional, porque muchas veces ya ha existido con antelación otro juicio de amparo promovido por el mismo quejoso, cuestionando el mismo acto reclamado, de iguales autoridades responsables; o bien porque es notoriamente extemporánea su promoción, o lo que es aún más grave, en ocasiones se presenta el amparo con el único objeto de entorpecer la ejecución de una sentencia definitiva que ha alcanzado la autoridad de cosa juzgada, pues respecto de ella, ya se agotó el juicio correspondiente en todas sus instancias, e incluso la sentencia ya ha sido materia de examen en un juicio de amparo directo; sin embargo, a través de un nuevo juicio de amparo indirecto promovido por quien, en ocasiones se dice tercero extraño (muchas veces sin serlo), cuestiona que debió ser llamado a ese juicio, y de esta manera, al obtener del Juez de Distrito la suspensión del acto reclamado, con una garantía que resulta muy cómodo entregarla por el quejoso, ya que luego vendrá la práctica de acciones dilatorias a fin de retrasar la resolución final del juicio en primera instancia, dentro del breve término en que debe pronunciarse conforme a la ley, y para ello, se invocará por el impetrante la necesidad de desahogar pruebas fuera del lugar del juicio, y se propondrán otras a sabiendas de que son totalmente improcedentes, con el objeto de que sean desechadas, y así dar paso al recurso de queja, con el cual, se logrará la suspensión del procedimiento hasta que este medio de impugnación sea resuelto, y así sucede que al llegar finalmente al momento de dictarse la sentencia, el juzgador constitucional se encontrará con que, aún justificado plenamente que el juicio de garantías se promovió con la deliberada intención de retrasar la solución del asunto del que emana el acto reclamado, o de entorpecer la ejecución de la resolución respectiva, estará imposibilitado para imponer alguna sanción al quejoso, porque éste, en ejercicio legítimo de su propio derecho, habrá señalado los estrados del juzgado para oír sus notificaciones, y así, aun cuando se le imponga alguna multa, la autoridad exactora estaría imposibilitada para hacerla efectiva; y por cuanto a su abogado, éste conocedor del derecho, se habrá escudado en el anonimato para evitar cualquier sanción a su conducta, falta de ética profesional, al promover un juicio que de antemano sabia estaba destinado al sobreseimiento, por actualizarse algunas de las causales que al efecto establece el artículo 73, de la Ley de Amparo, y así, impunemente podrá seguir aconsejando a los quejosos que usen el juicio de amparo como medio para entorpecer la pronta administración de la Justicia tutelada por el articulo 17 Constitucional.

En términos semejantes acontece cuando el abogado que patrocina al quejoso, sabe anticipadamente, que el acto dictado por la autoridad responsable, se encuentra perfectamente ajustado a la ley que lo rige, y por ende, que no infringe ninguna garantía tutelada a favor del quejoso, y no obstante, con el objeto de retrasar la resolución del asunto intenta el juicio de garantías en el que, sin poder cuestionar alguna ilegalidad del acto, se concreta a expresar a manera de conceptos de violación, los antecedentes del juicio natural, la forma en que se han desahogado las pruebas, transcribirá las sentencias de primera y segunda insancias, así como el contenido íntegro de los artículos 14 y 16 constitucionales, y con ello, después de diez hojas o más, se concretará a pedir que le sea concedida la protección constitucional al quejoso.

En esas circunstancias, resultará notorio la mala fe del peticionario de garantías, que en realidad debe ser la del abogado que lo induce a la conducta procesal que observó en el trámite del juicio de garantías, que es el único dato objetivo que puede tomar en cuenta el juzgador para determinar la buena o mala fe en un procedimiento, y de esta manera, si el quejoso no señala su domicilio particular, sino sólo los estrados del tribunal para oír notificaciones, difícilmente podrá ser objeto de una multa en los términos de las disposiciones legales antes transcritas; y en cuanto a su abogado, en esas ocasiones cuidará de no aparecer como tal en la demanda de garantías, y para ello bastará no proporcionar su nombre y menos su domicilio, para no ser objeto de  alguna sanción, toda vez que esto último no lo exige la actual Legislación de Amparo. 

Lo propio acontece, en términos más o menos semejantes, cuando el quejoso hace valer el recurso de reclamación, contra los acuerdos de trámite dictados por el Presidente de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, por los Presidentes de sus Salas, o de los Tribunales Colegiados de Circuito, pues en esta hipótesis se considera que el recurso fue interpuesto sin motivo, y que se actuó de mala fe, entre otros supuestos, cuando los agravios sean notoriamente inoperantes porque no combaten las resoluciones del acuerdo reclamado, lo que genera  que  resulte  notoria  la  interposición  del  recurso para  retardar innecesariamente la resolución definitiva del asunto, como lo ha considerado el Tribunal Pleno de la H. Suprema Corte de Justicia de la Nación en la tesis XXV/89, aprobada en sesión celebrada el jueves dieciocho de mayo de mil novecientos ochenta y nueve, por unanimidad de votos, que es del tenor literal siguiente:

"MULTAS  EN  EL  RECURSO  DE  RECLAMACION. "PROCEDE IMPONERLAS CUANDO SE INTERPONE "SIN MOTIVO Y CON MALA FE.  De acuerdo con lo "dispuesto por los artículos 3o. bis y 103 de la Ley "de Amparo, procede imponer una multa al "recurrente o  su apoderado, a su abogado, o a "ambos, cuando de las circunstancias del caso se "advierten elementos suficientes para considerar "que el recurso fue interpuesto sin motivo y que se "actuó de mala fe; lo cual sucede, entre otros "supuestos, cuando los agravios son notoriamente "inoperantes porque no combaten las "consideraciones del acuerdo reclamado y a la vez, "resulta notorio que la interposición de recurso "busca retardar innecesariamente la resolución "definitiva". Consultable en el IUS 8, con el registro número 205,969.

Precisado lo anterior, aun en el supuesto de que en las hipótesis referidas, el quejoso haya señalado perfectamente bien su domicilio particular y no exista constancia de que se trata de una persona de bajos ingresos, lo que puede motivar sea sujeto de la imposición de una multa por promover el juicio de amparo con el solo objeto de retrasar la resolución del asunto, o al intentar el recurso de reclamación sin motivo, cabe hacerse la siguiente interrogante:

¿Hasta qué punto será correcto sancionar a los quejosos con las multas previstas en los artículos 3o bis, 81, y 103, de la Ley de Amparo, por haber incurrido en una conducta que dada su ignorancia del derecho, es tomada por el asesoramiento del abogado que formuló la demanda de garantías, y así, después de sufrir el engaño de éste, porque no podrá obtener resolución favorable en el juicio de amparo, después de haber realizado el pago de unos honorarios mal devengados, todavía se le suma a su cargo la multa que le imponga el órgano de control constitucional, por la mala fe demostrada al acudir al juicio de amparo, o bien por hacer valer el recurso de reclamación, expresando conceptos de violación o agravios, según el caso, que sean notoriamente inoperantes, y que demuestran sólo su conducta de retrasar innecesariamente la resolución definitiva del asunto de donde emana el acto reclamado?.

¿Qué acaso con ello, no se causa mayor perjuicio al quejoso, quien sin advertir la mala conducta del abogado que lo patrocina, pierde la fe en la institución a la que en última instancia puede acudir en busca del respeto de sus garantías individuales?.

Siendo así, se advierte que la intención legislativa plasmada en el texto de los preceptos legales al inicio transcritos, no  ha logrado en lo absoluto evitar la práctica viciosa de muchos litigantes que, sin ningún escrúpulo inducen a sus clientes a formar parte como quejosos y acudir al juicio de amparo con fines únicamente dilatorios, induciéndolos a conductas que denotan mala fe, y que finalmente pueden ser sancionadas, pero que no podrán repercutir en ellos, porque no existe actualmente la obligación legal de que impriman su nombre, su número de cédula profesional y su firma que avale y respalde la solicitud del quejoso, que demanda el amparo y protección de la Justicia Federal, y así, en tanto cobren honorarios, evaden la responsabilidad que el ejercicio de todo derecho legítimo lleva implícito cuando éste no se ejerce en los términos y con las condiciones que fijan las leyes respectivas, y lejos de coadyuvar por el respeto a las garantías constitucionales en favor del quejoso, lo alientan a introducirse en un litigio constitucional en el que finalmente no sólo no obtendrán ningún beneficio, sino que por el contrario podrán resultar sancionados por culpa del mal asesoramiento jurídico que tengan.

Planteada de esta manera la problemática actual que se vive con la aplicación de las disposiciones legales de los artículos 3º. bis, 81, y 103 de la Ley de Amparo, lo cual ha sido comprendido por los juzgadores de amparo, y ello ha ocasionado que en muy contados casos se imponga la multa correspondiente al quejoso, permite sostener que es necesaria una reforma a la Ley de Amparo, a fin de suprimir las multas de que se trata y que puedan imponerse al quejoso, prevaleciendo las que corresponden imponer, y quizás con mayor severidad, al abogado que lo patrocine; empero, para ello, es menester también adicionar la Ley de Amparo para establecer que toda solicitud de garantías, requiere que el quejoso esté patrocinado por un licenciado en derecho, esto es, por un profesional capacitado legalmente para proveer a la defensa y el respeto de las garantías individuales de su cliente, quien deberá autorizar con su firma, la promoción respectiva, citando el número de su cédula profesional, la cual de encontrarse registrada en el órgano de control constitucional respectivo, habrá de señalar el dato relativo, y así, no será necesario que acompañe copia certificada de la misma, lo que sí requerirá, en caso contrario; en el entendido de que deberá continuar con el patrocinio del negocio hasta su conclusión, debiendo señalar además su domicilio.

De esta manera, se busca que la solicitud de amparo esté formulada por quien tenga la aptitud legal de saber orientar al quejoso, acerca de la necesidad o no de acudir a ese medio extraordinario de defensa, si acaso el acto de la autoridad resulta violatorio de garantías en perjuicio de su cliente.

La modificación propuesta podría cuestionarse diciendo que atenta contra el derecho de petición previsto por el artículo 80 constitucional que establece la posibilidad de dirigirse a cualquier funcionario o empleado público de manera pacífica y respetuosa, y que a tal solicitud deba recaer un acuerdo escrito, el que debe hacerse del conocimiento en breve término al peticionario, sin embargo, tal garantía constitucional no puede interpretarse en el sentido de que el peticionario pueda dejar de cumplir las formalidades y requisitos que establezcan las leyes, en la especie sería la Ley de Amparo.

Además, no puede señalarse que el requerimiento de que una demanda de amparo vaya firmada por un abogado titulado, se necesite disponer de recursos económicos suficientes para pagar a quien lo patrocine, porque teniendo el estado a su cargo la administración de justicia en forma gratuita como lo establece el articulo 17 constitucional, también el propio estado ha tomado la preocupación de establecer instituciones de carácter público que prestan servicio de asesoramiento jurídico en forma gratuita, y no sólo eso, sino que también existen instituciones de derecho privado, dedicadas al mismo fin. De esta manera, se pueden citar dentro de los primeros, al Instituto Federal de Defensoría Pública, a la Procuraduría de la Defensa del Trabajo, a la Procuraduría Agraria, a la Procuraduría de la Defensa del Menor y la Familia, a la Procuraduría del Ciudadano (como se denomina a la Defensoría de Oficio en el Estado de Puebla); así como dentro del segundo grupo, encontramos los Bufetes Jurídicos Gratuitos de diversas instituciones de educación superior que están siempre respaldados por abogados titulados. De esta manera no podría decirse que las personas de bajos recursos económicos no tendrían acceso a la protección de las garantías individuales. 

Tampoco podría señalarse que con las reformas propuestas, se prohibe el derecho de autodefensa, sino que por el contrario, la pretensión buscada es precisamente que la defensa del gobernado sea adecuada al último nivel que tiene para la protección de sus garantías individuales. Al respecto, conviene recordar para hacer un símil, que tratándose de la medicina, estando elevado a rango constitucional el derecho a la salud pública, se encuentra que en las farmacias existe cierto tipo de medicamentos, cuya venta requiere necesariamente de una receta médica expedida por un profesionista legalmente registrado ante la Secretaria de Salud Pública  quien para ello debe acreditar tener los conocimientos suficientes por haber cursado la carrera profesional correspondiente. De ahí que, si lo que se busca a través de la medicina es que no se cause un daño a la persona por autorecetarse, de la misma manera se buscará en el derecho, que el quejoso que puede resentir la violación a sus garantías individuales, pueda obtener su tutela a través de estar legalmente patrocinado por quien pueda, en forma capaz y responsable, conducirlo en el ejercicio del derecho de petición que estará expedito para que obtenga el respeto a sus garantías individuales.

Por otro lado, la garantía de defensa que consagra el artículo 14 constitucional, no debe entenderse otorgada en forma ilimitada, sino con sujeción al respecto de otras normas constitucionales de igual jerarquía que tiendan a lograr un justo equilibrio entre la agilización de la administración de justicia y la seguridad jurídica de las partes en el proceso, lo cual podría lograrse con mayor éxito, mediante la inclusión en la ley reglamentaria de que se trata, del requisito anotado para la admisión y procedencia del juicio constitucional.

Además, se busca que la garantía de audiencia y defensa establecida en el precitado precepto constitucional, sea adecuada y oportuna para la defensa del gobernado, pues en la medida en que se encuentre debidamente patrocinado por un profesionista del derecho, podrá hacer los planteamientos adecuados en defensa de sus intereses, aportar y rendir las pruebas que estime pertinentes y convenientes, de tal suerte que no sea la falta de un debido asesoramiento jurídico la causa que origine que quede indefectiblemente en estado de indefensión, al no lograr la protección constitucional por haberse realizado un mal planteamiento en la demanda de garantías.

En otro aspecto, la  reforma  propuesta no implicaría contravenir el artículo 17 constitucional, dado que no se impediría al afectado obtener la actividad jurisdiccional, porque sólo se condicionaría que su solicitud se encause por los medios que el propio Estado pone al alcance del gobernado para la tutela de sus intereses, es decir, que como se ha visto, el propio Estado se ha preocupado por poner al alcance del gobernado instituciones de carácter público que sin necesidad de pagar algún precio por sus servicios, otorgan de manera gratuita el asesoramiento para garantizar la tutela de los derechos en general y en especial para la salvaguarda de las garantías individuales. 

Atento a los razonamientos antes expresados, se considera que la reforma propuesta tiende a garantizar al quejoso que sus solicitudes de amparo puedan llevar un mayor grado de posibilidad de obtener resolución favorable, dado que si el abogado a quien consulten para el patrocinio de la defensa de sus intereses, advierte la ineficacia de solicitar la protección constitucional, bien por existir alguna causal de improcedencia o, en su caso, por no advertir la violación de alguna garantía constitucional, deberá hacérselo saber de esa manera, y no darle falsas expectativas de obtener algo que ya de por sí se encuentra perdido y con ello se evitará que quien acude al juicio de garantías no sólo se vea desalentado con una resolución contraria a sus intereses, sino que también pueda ser sujeto de una multa por una conducta que en realidad no le es imputable, y sí por el contrario, permitirá, al verdadero responsable de esa práctica indebida, sea sancionado como en derecho corresponda. (Eric Roberto Santos Partido, Tomo I, páginas 556 a 566)

Conforme a la normatividad que rige el juicio de amparo, los quejosos que creen satisfacer los requisitos necesarios para ejercitar la acción constitucional, promueven los amparos indirectos, en  los casos del artículo 114 de la Ley de Amparo y directos en los previstos en el artículo 158 de la propia ley. En esos juicios, existe una gran mayoría que es promovida para retrasar la solución del asunto del que emerge el acto reclamado o de entorpecer la ejecución de los fallos que tiene la calidad de cosa juzgada. En otra parte de los amparos, con el mismo propósito, son narrados hechos falsos o son omitidos; ofrecidos  testigos y documentos falsos y para darle competencia a un determinado juez de Distrito, se designan autoridades ejecutoras que no tienen esa calidad. Todo ello, algunas veces, obedece a entorpecer el cumplimiento de un fallo ejecutoriado, a consecuencia de la crisis económica que hace varios años sufre México; otras, a que conociendo los beneficios y facilidad en la promoción de amparos, se llevan las controversias, hasta la solución definitiva por los Tribunales Federales, como los Jueces de Distrito, Magistrados de Circuito y H. Suprema Corte de Justicia de la Nación, a sabiendas de que no les asiste la razón. Las circunstancias anteriores, hacen que cada año, en lugar de abatirse el rezago de juicios de amparo, se aumente el mismo, pues los tribunales existentes, no obstante los esfuerzos que hacen, les resulta imposible igualar el despacho de los amparos tramitados, con los ingresados, bastando para comprobarlo comparar los datos estadísticos de los tribunales que aparecen en  los informes de la Presidencia de la H. Suprema Corte de Justicia de la Nación y todo ello, acarrea que la impartición de justicia, no sea acorde a lo mandado en el artículo 17 Constitucional. Se han aumentado tribunales federales, con el objeto de combatir la proliferación de amparos, en algunas partes, con competencia mixta, y en otras, especializándolos; pero el enorme esfuerzo del Consejo de la Judicatura del Poder Judicial de la Federación, no ha logrado agotar el rezago, puesto que generalmente, al crearse los nuevos tribunales, a ellos se les mandan más asuntos de los que podrán fallar, para igualarse en número de cantidad con los que ingresan. Otro intento, se ha llevado a cabo con el fin de agotar el rezago, consistente en analizar en cada amparo la conducta de los quejosos, aplicando las sanciones previstas en los artículos 81 y 211 de la ley de amparo, cuando se demuestran los supuestos previstos en los mismos; mas como las multas son irrisorias, ya que van de diez días a ciento ochenta días de salario mínimo, puesto que su imposición se ubica, generalmente, desde el mínimo, sin llegar al máximo; y la desproporción de la multa con el monto de los negocios, resulta beneficiosa a los quejosos; por lo que corren el riesgo de la sanción. Asimismo, existe la dificultad para hacer efectivas por la Secretaría de Hacienda y Crédito Público, dado  el monto de las mismas y la carencia de bienes para garantizaras.  De igual manera la sanción de seis meses a tres años de prisión, a quienes incurran en la conducta prevista en el artículo 211 de la Ley de Amparo, en la practica casi nunca se aplican castigando a los infractores; de ahí que resulta ser insuficiente para amedrentar a quien incurre en esas faltas; en consecuencia, todas estas medidas, en muy poco ayudan a que el amparo se promueva solo por los quejosos que tienen derecho a el; al contrario, permiten que lo hagan agraviados, alterando los hechos, y falseando documentos, con el fin de retardar la administración de justicia aumentando año tras año el número de juicios, en forma desmesurada, sin poder los tribunales federales resolver una  proporción cercana siquiera a los ingresos, con lo cual no se cumple lo mandado en el artículo 17 Constitucional. 

Por ello, propongo que sean modificados los artículos 81 y 211 de la Ley de Amparo en las sanciones de que se habla en los mismos, para que se ayude a disminuir el número de amparos, obligando a promoverlos, sólo los que tengan derecho a ellos, sin incurrir en las conductas irregulares de que hablan dichas normas, para que su redacción sea:

“Artículo 81. Cuando en un juicio de amparo se dicte sobreseimiento, se niegue la protección constitucional o desista el quejoso, se advierta que se promovió con el propósito de retrasar  la solución del asunto del que emana el acto reclamado o de entorpecer la ejecución de las resoluciones respectivas o de obstaculizar la legal actuación de la autoridad, se impondrá al quejoso o a sus representantes, en su caso, al abogado o a ambos, una multa de veinte a doscientos cincuenta días de salario, tomando en cuenta las circunstancias del caso" 

“Artículo 211. Se impondrá sanción de dos a seis años de prisión y multa de treinta a ciento cincuenta días de salario: 

I. Al quejoso y sus abogados en un juicio de amparo que al formular su demanda afirme hechos de los actos a que se refiere el articulo 17;

II. Al quejoso o tercero perjudicado y sus abogados en un juicio de amparo, que presente testigos o documentos falsos; y,

III. Al quejoso en un juicio de amparo que para darle competencia a un Juez de Distrito, designe como autoridad  ejecutora a una que no lo sea, siempre que no se reclamen algunos de los  actos a que se refiere el artículo 17”. (José Librado Fuerte Chavez ,Tomo I, páginas 635 a 638)
Enmienda.

Mismo texto hasta donde dice: “o de obstaculizar la legal actuación de la autoridad...”. SE PROPONE DEROGAR LA PARTE FINAL DE ESTE PRECEPTO, PARA QUEDAR REDACTADA COMO SIGUE:

“SE DARÁ VISTA AL AGENTE DEL MINISTERIO PÚBLICO FEDERAL, PARA EL EJERCICIO DE SUS FUNCIONES, RESPECTO A LA RESPONSABILIDAD QUE LE RESULTE AL QUEJOSO O A SUS REPRESENTANTES, EN SU CASO, AL ABOGADO O A AMBOS, DE CONFORMIDAD CON LO PREVISTO EN LA FRACCIÓN IV DEL ARTÍCULO 211 DE ESTA LEY”.

Motivos.

Si el quejoso o su representante, su abogado, o ambos, incurren en la conducta descrita en este precepto, cometen ilícitos definidos como tales en el Código Penal Federal.  Analizada la cuestión respecto al juicio de amparo, adquiere caracteres más graves, porque entorpecen maliciosamente la impartición de la justicia federal y al mismo tiempo la observancia de la ley ante las autoridades responsables.  Por ello debe tipificarse como delito, con la correspondiente adición de una cuarta fracción en el artículo 211 que se ocupa de la responsabilidad de las partes en el juicio de amparo, ya que se debe cerrar la puerta a este tipo de abusos que atentan contra el interés público. (Fidencio Ramírez y Fidel Herrera Beltrán , Tomo II, páginas  1149 a 1151)

La propuesta tiende a evitar el abuso del amparo y, por ende, la promoción de juicios que movilizan sin razón el aparato judicial correspondiente, retardando así la aplicación de la Justicia.

TEXTO CON MODIFICACIÓN

ARTICULO 81.- Cuando en un juicio de amparo se dicte sobreseimiento, se niegue la protección constitucional o desista el quejoso, y se advierta que se promovió con el propósito de retrasar la solución del asunto del que emana el acto reclamado o de entorpecer la ejecución de las resoluciones respectivas o de obstaculizar la legal actuación de la autoridad, se impondrá al quejoso o a sus representantes, en su caso, al abogado o a ambos, una multa de cien a trescientos días de salario, tomando en cuenta las circunstancias del caso. (María Simona Ramos Ruvalcaba, Tomo II, páginas 1416 y 1417)
En cuanto al artículo 81 de la Ley que ordena imponer las sanciones a los litigantes, en los casos que contempla, las mismas deben hacerse efectivas  por los conductos debidos, puesto que de no ser  así no se consiguen los objetivos propuestos, que no son otros sino cuidar de la buena fe en el ejercicio profesional y evitar el abuso del amparo. (Mario Gómez Mercado, Tomo IV, página 2678).

“Cuando en un juicio de amparo se dicte sobreseimiento, se niegue la protección constitucional o desista el quejoso, y se advierta que se promovió con el propósito de retrasar la solución del asunto del que emana el acto reclamado o de entorpecer la ejecución de las resoluciones respectivas o de obstaculizar la legal actuación de la autoridad, se impondrá al quejoso o a sus representantes, en su caso, al abogado o a ambos, una multa de diez a ciento ochenta días de salario, tomando en cuenta las circunstancias del caso”.

La Ley de Amparo como reglamento de los artículos 103 y 107 de la Constitución General de la República y como instrumento por el que el gobernado ve cristalizar la efectividad de la justicia y el correcto ejercicio del poder en el pleno convencimiento de la dignidad, imparcialidad e independencia de las instituciones nacionales que son escudo protector de las garantías individuales o derechos humanos que consagra la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, no debe ser objeto de uso indiscriminado e irresponsable por quien o quienes acuden a la instancia federal a pretender hacer valer derechos que no les corresponden o por quienes se dedican al ejercicio de la abogacía, pues con ello, se demerita el espíritu por el cual fue creada, creando incertidumbre en quienes ven en esta ley federal el soporte al marco jurídico constitucional pues con tal cuerpo legal se pretende la preservación del estricto estado de derecho y a la que no en vano se ha reformado y hoy se pretende reformar para transformar substancialmente los órganos del estado a fin de fortalecer y permitir mayor acercamiento con quienes aspiran confiadamente en encontrar la verdadera impartición de justicia, por medio del accionar de todos y cada uno de los principios que conforman el juicio de amparo que integralmente buscan el control de la legalidad estableciéndose las bases jurídicas en las que los tribunales federales se dedican a ejercer el control constitucional.

Expuesto lo anterior, propongo que quien ha de ejercer la función legislativa dedique también su atención en el contenido del precepto legal en un principio enunciado a fin de establecer el mecanismo o mecanismos a través de los cuales se restrinja el uso indiscriminado del juicio de garantías y se aplique armónica y eficazmente cada uno de los preceptos que integran la ley de amparo, es decir que se reforme el articulo 81 en cita, a efecto de que se haga cumplir la sanción o sanciones que impone dicho precepto, sin que se contemple indistintamente si se trata de quejoso, representante de este o el abogado de ambos, es decir, que se reforme dicho articulo y que se imponga concretamente a todo abogado patrono la multa que prevee tal disposición legal y asimismo se adicione como una segunda sanción que deberá aplicarse al quejoso la cual ha de consistir en hacer efectiva la fianza o garantía que se otorgue dependiendo el caso concreto con motivo de la suspensión del acto reclamado a favor del tercero perjudicado, ya que este es quien realmente reciente los efectos de la utilización desmedida del juicio de garantías y del accionar de los tribunales federales que al conocer de estos tramites del procedimiento de amparo solo distraen su función y obstaculizan la ejecución de resoluciones y actuar de las autoridades del fuero común que en la gran mayoría de los casos emiten sus resoluciones apegadas a estricto derecho. (Enrique Flores Colín, Tomo IV, páginas 2760 y 2761).

Capítulo XI

De los recursos

Artículo 82.  En los juicios de amparo no se admitirán más recursos que los de revisión, queja y reclamación.

PROPUESTAS

Considero que uno de los puntos que han contribuido a complicar el trámite del juicio de amparo es el sistema de recursos establecido en la Ley de Amparo.

Dicho sistema se estructuró al principio en forma muy simple: sólo existía la revisión, aunque se aceptó la reclamación establecida en los reglamentos interiores de nuestro Máximo Tribunal.

Los problemas comenzaron cuando el legislador ordinario, sin tomar en cuenta la estructura del juicio, adicionó la queja; sin embargo, como consideramos demostrado en el capítulo correspondiente de este trabajo, en su primera etapa la queja era sólo un medio de provocar la revisión de los actos del juez de Distrito, por lo que, en el fondo, no trastocaba la estructura del sistema de recursos. Esto último ocurrió cuando se cambió la procedencia de la queja y se estableció que procedía contra actos de las autoridades responsables, pues éstas son partes en el juicio de amparo y su conducta no puede ser objeto de recurso en este juicio sino en todo caso de incidente.

Finalmente, los sucesivos parches legislativos han establecido un sistema confuso, complejo y disfuncional con relación a los medios para obtener la ejecución correcta de las sentencias de amparo, pues sobre este tema proceden la queja, la inconformidad, el incidente de inejecución y el incidente de sustitución de la ejecución por pago de daños y perjuicios.

Considero que podría ser útil simplificar el sistema de recursos y reconocer la naturaleza incidental del procedimiento de ejecución de las sentencias, a fin de mejorar la institución orgullo de nuestro sistema jurídico: el juicio de amparo.

Evolución del sistema de recursos del juicio de amparo mexicano

1.
Ley Orgánica Reglamentaria de los artículos 101 y 102 de la Constitución, de 30 de noviembre de 1861

La primera ley reglamentaria del juicio de amparo fue la de 30 de noviembre de 1861, en la que se establecieron como recursos los siguientes:

Apelación, prevista para el caso de que el Juez de Distrito determinara no abrir el juicio de amparo al recibir la demanda; se resolvía por el tribunal de Circuito respectivo; también estaba prevista contra la sentencia del Juez de Distrito que mandaba amparar y proteger; se resolvía igualmente por el tribunal de Circuito.

Súplica, prevista contra la sentencia de vista emitida por el Tribunal de Circuito, cuando revocaba o modificaba la sentencia del Juez de Distrito; la resolvía la Suprema Corte de Justicia de la Nación.

2. Ley Orgánica Constitucional sobre el Recurso de Amparo, de 20 de enero de 1869 

La segunda ley reglamentaria del juicio de amparo fue la de 20 de enero de 1869, en la cual se cambió el sistema de recursos de la ley anterior, para establecer que la sentencia del Juez de Distrito sería revisada de oficio por la Suprema Corte, a quién debían remitirse los autos inmediatamente después de dictada la primera, permitiéndose a las partes alegar ante ella; las facultades de revisión eran absolutas para el tribunal revisor, quien podía revocar, confirmar o modificar la sentencia de primera instancia.

3.
Ley Orgánica de los Artículos 101 y 102 de la Constitución Federal, de 14 de diciembre de 1882

La tercera ley reglamentaria del juicio de garantías fue emitida el 14 de diciembre de 1882, y en ella se previó el recurso de revisión ante la Suprema Corte contra el auto en que se concedía o negaba la suspensión por parte del Juez de Distrito; igualmente, se conservó la revisión oficiosa de la sentencia del juez de primera instancia por parte de la Suprema Corte, a quien se le remitían los autos una vez notificada la sentencia a las partes, y el artículo 33 establecía textualmente que: “Las sentencias de los jueces nunca causan ejecutoria, y no pueden ejecutarse antes de la revisión de la Corte, ni aun cuando haya conformidad entre las partes.”

En esta ley se estableció por primera vez la figura del sobreseimiento, en cuyo caso se remitían también los autos a la Suprema Corte para la revisión correspondiente.

La Suprema Corte podía extender la revisión a los procedimientos del inferior y no solamente a los términos de la sentencia, ya que conocía de estos asuntos con plena jurisdicción.

El ordenamiento comentado estableció también, por primera vez, la figura de la queja por exceso o defecto en el cumplimiento de la ejecutoria de amparo, sólo que el recurso procedía contra la actuación del Juez de Distrito, y sus efectos eran idénticos a los de la revisión, ya que el artículo 52 establecía lo siguiente:

“Si el quejoso, el promotor fiscal o la autoridad ejecutora creen que el Juez de Distrito, por exceso o por defecto, no cumple con la ejecutoria de la Corte, podrán ocurrir en queja ante este tribunal, pidiéndole que revise los actos del inferior. Con el informe justificado que éste rinda, la Corte confirmará o revocará la providencia de que se trate, cuidando siempre de no alterar los términos de la ejecutoria.”

De lo anterior, se desprende que la naturaleza de la “queja” era la de un mero medio para provocar la revisión de los actos del Juez de Distrito por parte de la Suprema Corte, por lo que en realidad no se justificaba la denominación especial y diferenciada de la institución; debe hacerse notar que en este caso se establecía que era al Juez de Distrito a quien correspondía cumplimentar la ejecutoria de la Suprema Corte y por ello la “queja” era efectivamente un recurso, es decir, un medio para combatir las determinaciones de la autoridad que tramita un juicio o procedimiento.

4.
Código de Procedimientos Federales, de 14 de noviembre de 1895

El Código de Procedimientos Federales de 14 de noviembre de 1895 sustituyó como ley reglamentaria del juicio de amparo a la ley de 1882, planteando una estructura más parecida a la que actualmente conocemos.

El artículo 48 disponía que la Suprema Corte de Justicia era tribunal de apelación o de última instancia, mientras que los Tribunales de Circuito conocían en segunda instancia de los negocios sujetos en primera a los Juzgados de Distrito y que conforme a la ley admitieran apelación, además de conocer de la revisión de expedientes en que la sentencia de los Jueces de Distrito hubiera causado ejecutoria.

Como facultad exclusiva del Tribunal Pleno de la Suprema Corte, el artículo 62, fracción XII, previó la de resolver las reclamaciones que se hicieran contra las providencias y acuerdos del Presidente de la Suprema Corte, aunque no se reglamentó el trámite de dicho recurso.

El artículo 57 estableció que las Salas Segunda y Tercera de la Suprema Corte conocieran por turno de la segunda instancia de los negocios que hubieran sido conocidos por los Tribunales de Circuito en primera instancia, así como de la revisión de expedientes en que la sentencia de los Tribunales de Circuito hubiera causado ejecutoria.

El 6 de octubre de 1897 se publicó el título II del Código de Procedimientos Federales, cuyo capítulo VI estaba destinado a regular el juicio de amparo, estableciéndose en el artículo 759 que los autos dictados en los juicios de amparo no admitían más recursos que los previstos expresamente en ese capítulo del código, agregándose lo siguiente
:

“[…] sin embargo, cuando la Corte tenga noticia de algún acto del juez que por su naturaleza trascendental y grave reclame la inmediata intervención de dicho tribunal, podrá éste pedir informes con justificación al juez y revisar dicho acto.”

Se establecía también la revisión contra el auto del juez que concediera o negara la suspensión, así como contra el auto que la revocara, siendo competente para conocer del recurso la Suprema Corte.

Se conservó la revisión oficiosa de la sentencia del Juez de Distrito, ordenándose a éste remitir los autos a la Suprema Corte dentro de las cuarenta y ocho horas siguientes a la notificación de la sentencia a las partes. Se reiteró la prohibición de ejecutar los autos de sobreseimiento y las resoluciones que declararan improcedente el amparo antes de su revisión por la Suprema Corte.

La Suprema Corte debía analizar la sentencia del Juez de Distrito extendiendo la revisión a todos los procedimientos del inferior, pudiendo confirmar, revocar o modificar las resoluciones que revisaba, por lo que conocía de los asuntos con plenitud de jurisdicción.

La queja por exceso o defecto en el cumplimiento de la ejecutoria de la Corte se mantuvo prevista contra los actos del Juez de Distrito, pudiendo la Suprema Corte confirmar o revocar la providencia, por lo que conservó la naturaleza que se le había atribuido en la reglamentación anterior; en este Código se previó por primera vez que la queja pudiera interponerse por un tercero distinto a las partes del juicio de amparo.

5.
Código Federal de Procedimientos Civiles, de 26 de diciembre de 1908

El Código Federal de Procedimientos Civiles, de 26 de diciembre de 1908, mantuvo el recurso de revisión contra las resoluciones del Juez de Distrito que concedieran, negaran o revocaran la suspensión, previéndose por primera vez el trámite por cuerda separada del incidente respectivo; como en las leyes anteriores, la Suprema Corte podía confirmar, revocar o reformar la determinación del Juez de Distrito.

Se conservó la revisión oficiosa de las sentencias de primera instancia, ordenándose la remisión de los autos a la Suprema Corte una vez notificada la sentencia o el auto de sobreseimiento, y el citado tribunal podía mandar practicar las diligencias que estimara necesarias, así como confirmar, revocar o modificar la resolución del Juez de Distrito, extendiendo la revisión a todos los procedimientos del inferior; pues la Suprema Corte conocía del recurso con plenitud de jurisdicción.

El artículo 771 previó la reclamación contra la admisión de una demanda improcedente o sin los requisitos legales, estableciéndose que previa audiencia del Ministerio Público, el Juez de Distrito resolvería y, cuando desechara la demanda, remitiría el expediente a la Suprema Corte para su revisión;
 si admitía la demanda, el auto era revisable conjuntamente con la sentencia definitiva.

La queja por exceso o defecto en el cumplimiento de una ejecutoria de amparo se mantuvo como competencia de la Suprema Corte y contra actos del Juez de Distrito, pudiendo promoverla cualquiera de las partes o un tercero, pero el artículo 684 dispuso lo siguiente:

"El que se considere perjudicado por exceso o defecto en la ejecución de alguna sentencia de amparo, podrá acudir en queja al Juez de Distrito, si se trata de la autoridad responsable"

Esto es, se creó aquí la figura de la queja contra las autoridades responsables, caso en que quien conocía de la queja era el Juez de Distrito y no la Suprema Corte.

6.
Ley de Amparo, Reglamentaria de los Artículos 103 y 104 de la Constitución Federal, de 18 de octubre de 1919

Este ordenamiento estableció el juicio de amparo directo contra sentencias definitivas, del que conocía la Suprema Corte, diferenciándolo del amparo indirecto, que se tramitaba ante los Jueces de Distrito.

En relación con los recursos, conservó la revisión contra el auto que concediera, negara o revocara la suspensión, que seguía resolviendo la Suprema Corte confirmando, revocando o reformando la resolución del Juez de Distrito.

También se establecía la revisión contra las sentencias, autos de sobreseimiento e improcedencia pronunciados por los Jueces de Distrito, que también resolvía la Suprema Corte, como siempre, con plenitud de jurisdicción.

En relación con la queja por exceso o defecto en el cumplimiento de una ejecutoria de amparo, se conservó el recurso contra el Juez de Distrito, pero también se especificó que procedía contra la autoridad responsable en los amparos de que conociera la Corte en única instancia, modificando en este caso el sistema de la ley anterior, pues en ella procedía contra las responsables en cualquier juicio de amparo; en ambos casos el tribunal revisor podía confirmar o revocar la providencia, sin que pudiera alterar los términos de la ejecutoria.

Se estableció el recurso de súplica contra las sentencias definitivas dictadas en segunda instancia por los tribunales federales o locales con motivo de controversias sobre cumplimiento y aplicación de leyes federales o tratados internacionales, como alternativa al juicio de amparo directo, con la característica de que la Corte adquiría plenitud de jurisdicción en el juicio sometido a su conocimiento por esta vía, pudiendo anular el procedimiento y mandarlo reponer; correspondía admitir el recurso al tribunal de segunda instancia, quien podía desecharlo, en cuyo caso el recurrente podía pedir la revisión de esta resolución (de desechamiento) ante la Suprema Corte; en caso de que la súplica fuera admitida, la parte contraria al suplicante podía promover ante la Suprema Corte el denominado incidente de súplica mal admitida, en virtud del cual la Suprema Corte podía revocar la determinación; nótese que la naturaleza de esta última institución es la de un recurso y no la de un incidente, puesto que se trata de un medio para combatir una determinación de una autoridad que tramita un juicio o procedimiento, pudiendo obtenerse de un superior de esa autoridad la revocación del acto combatido.

7.
Ley de Amparo, Reglamentaria de los Artículos 103 y 107 de la Constitución Federal, de 30 de diciembre de 1935

Esta es la ley vigente en la actualidad, y si bien ha sido reformada en varias ocasiones, su estructura básica se ha conservado, sobre todo en lo relativo a los recursos que estableció en el capítulo XI, limitándolos a la revisión, queja y reclamación, disposición que se mantiene en el artículo 82.

La revisión procedía contra resoluciones que desecharan o tuvieran por no interpuesta la demanda de amparo, que concedieran, modificaran, revocaran o negaran la revocación de la suspensión definitiva, así como contra los autos de sobreseimiento y los que tuvieran por desistido al quejoso, y finalmente, contra las sentencias dictadas en la audiencia constitucional por los Jueces de Distrito.

La competencia para conocer del recurso de revisión se establecía inicialmente en favor de la Suprema Corte.

El recurso de queja se estableció contra los Jueces de Distrito cuando admitieran demandas notoriamente improcedentes, así como contra las determinaciones que tomaran al resolver en definitiva el incidente de reclamación de daños y perjuicios en el incidente de suspensión y las quejas promovidas ante ellos, así como contra sus resoluciones que, no pudiendo ser combatidas en revisión, pudieran causar un perjuicio grave a alguna de las partes no reparable en la sentencia definitiva o fueran dictadas después de fallado el juicio en primera instancia; contra las autoridades responsables, por exceso o defecto en la ejecución del auto que concediera la suspensión definitiva, o por falta de cumplimiento del auto que hubiera concedido al quejoso su libertad bajo caución, así como por exceso o defecto en la ejecución de la sentencia que hubiera amparado al quejoso. 

La reclamación procedía contra los acuerdos de trámite dictados por el Presidente de la Suprema Corte o de alguna de sus Salas, remitiéndose con relación a su trámite a la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación.(Germán Eduardo Baltazar Robles, Tomo I, páginas 27 a 38)

Algo similar sucede tratándose de los recursos previstos para el juicio de amparo o el incidente de suspensión,  pues  el sistema  resulta  complejo  al contemplarse distintos recursos para impugnar actos que son similares. Toda vez que los plazos para la presentación del recurso son breves por lo general, la 
equivocación en la elección del recurso puede traer como consecuencia que no se logre la reparación que se pretende. (Sergio Pallares y Lara, Tomo I, página 490)

6. Reestructuración de los recursos en el amparo.

La promoción de los recursos de revisión y queja presenta algunas dificultades al momento de decidir cuál de ellos utilizar para la impugnación del auto o resolución relativos; y la complicación deriva del hecho de que ante actos  que guardan cierta similitud, sin embargo el recurso que prevé la ley para combatirlos es distinto. A manera de ejemplo, las resoluciones de admisión y desechamiento de la demanda de amparo, los autos relativos a la suspensión y los que se dictan en el trámite del amparo o del incidente de suspensión, a pesar de tratarse de la misma materia, sin embargo son impugnables en algunos casos mediante la queja y en otros mediante la revisión. 

Por tanto, a fin de facilitar la promoción de los recursos, se requiere establecer un sistema que de una manera lógica agrupe las resoluciones y los actos que sean recurribles, evitando medios de defensa distintos para combatir resoluciones similares. 

El factor que puede servir para la conformación de un sistema más lógico es el del origen de la resolución o acto, esto es, determinar la procedencia del recurso en función de la naturaleza del órgano que lo haya emitido.  El recurso de revisión implica que dentro del mismo juicio se revisen los actos del órgano inferior a fin de que sean revocados o modificados o, de no prosperar, tengan la consecuencia de que se confirmen por el tribunal superior. Por tanto, todas las resoluciones dictadas por un juez de distrito deberían ser revisadas por el tribunal superior mediante el mismo recurso. Esto  sucede  igualmente  cuando  la  autoridad responsable o su superior actúan como auxiliares de la Justicia Federal iniciando el trámite del juicio de amparo  o  resolviendo  cuestiones  relativas  a  la suspensión del acto reclamado, en los casos en que la ley lo permite, por lo que también deberían impugnarse por medio del recurso de revisión, ya que la relación que guardan respecto al tribunal que analizará la legalidad de sus actos, por actuar como órganos auxiliares de la  Justicia Federal, es similar a la que se da entre Tribunales Colegiados y Juzgados de Distrito. 

Esta característica no se da en la queja, pues el propósito de ésta es el de revisar la legalidad de los actos de las autoridades emitidos dentro del ámbito de su competencia ordinaria, o en su caso determinar si han dado cumplimiento a lo que les ha ordenado alguna resolución dictada en el juicio de amparo o en el incidente de suspensión, es decir, los actos tendientes a la ejecución de la sentencia de amparo o de las resoluciones de suspensión, en las que las autoridades no fungen como auxiliares de la Justicia Federal. 

Con base en esas ideas se pueden agrupar las resoluciones impugnables mediante la revisión, cuando deriven de un órgano inferior o de la autoridad responsable como auxiliar de la Justicia Federal; y para su impugnación por medio de la queja, cuando las emita la  autoridad  responsable  en  el  ámbito  de  sus atribuciones ordinarias, o en el de la ejecución de las resoluciones y autos derivados del juicio de amparo o del incidente de suspensión. (Sergio Pallares y Lara, Tomo I, páginas 498 y 499)

En este trabajo, sólo se aborda el relativo al título del mismo, o sea, buscar nuevos procedimientos dentro del juicio de amparo que, de alguna manera, pudieran aliviar las labores de los diversos órganos del Poder Judicial, por una parte, y por otra, dar seguridad jurídica a las partes para conservar la paz social que implica una completa, oportuna, eficaz e imparcial impartición de Justicia, que, para todos garantiza el artículo 17 de la Constitución Federal.

Estimo que, para alcanzar tales finalidades, podría modificarse la Ley de Amparo, vigente, en el capítulo relativo a los recursos, a fin de introducir uno que pudiera denominarse revocación ó reclamación, o algún otro término semejante, el cual procedería contra los acuerdos de trámite dictados dentro del juicio de amparo indirecto o de su incidente de suspensión, ya sean de la competencia de Jueces de Distrito, Tribunales Unitarios o bien de las autoridades a que se refiere el artículo  37  de  la  propia  Ley,  suprimiendo,  por consecuencia, el recurso de queja a que se refiere el artículo 95 fracción VI, primera parte, de la misma Ley, o sea, únicamente por lo que toca a la actual hipótesis de procedencia de tal recurso, o sea, en lo que atañe a los acuerdos de trámite que se pronuncien en aquellos cuadernos.

La propuesta de que se trata tiende a evitar la generación de recursos ante los Tribunales Colegiados, como son los que se interponen contra acuerdos de trámite dictados por los órganos que conocen del juicio de amparo indirecto, ya sea dentro del juicio en lo principal o bien en el incidente de suspensión. 

Conforme al texto actual de los preceptos legales que se relacionan con la procedencia, trámite y resolución, del recurso de queja, se tiene que, tanto quienes conocen de esos juicios (y su respectivo incidente), y del recurso, o sea, el Tribunal Colegiado respectivo, se ven envueltos en formulismos y trámites que además de complicados, en ocasiones, son engorrosos e involucran a diverso personal, distrayéndoles de otras tareas, en ocasiones más urgentes y trascendentes, todo ello, con detrimento del despacho de otros asuntos sometidos a la consideración del órgano judicial. 

En efecto, debe atenderse al contenido de los diversos artículos 95 fracción VI, 97 fracción II, 99,100 y 101, de la Ley de Amparo, que por su orden disponen:… 

Para el propósito de este trabajo, es de aludir también al diverso numeral 103 de la misma Ley de Amparo, que establece el recurso de reclamación, el cual procede contra los acuerdos de trámite dictados por el Presidente de la Suprema Corte de Justicia o por los Presidentes de sus Salas o de los Tribunales Colegiados de Circuito, señalando que tal medio de impugnación debe hacerse valer dentro del término de veinticuatro horas, siguientes al en que surta sus efectos la notificación de la resolución impugnada.

Se tiene, pues, que una vez recibido el escrito por medio del cual se interpone el recurso, el Presidente del Tribunal Colegiado de Circuito manda solicitar a la autoridad contra quien aquel se hace valer, requiriéndola para que en un plazo improrrogable remita copia de la resolución recurrida, constancia de notificación a las partes y de todas las demás que se estimen necesarias para resolver al respecto; igualmente, se envían a dicha autoridad sendas copias del escrito por el que se hace valer el recurso, para que se distribuyan entre las demás partes en el juicio de amparo (éste trámite no se encuentra señalado en el artículo 98, segundo párrafo de la Ley). 

A continuación, se dictará un nuevo proveído acordando sobre la admisión, es decir, si se admite o no, contra el cual podrá interponerse a su vez el recurso de reclamación, que requiere también de un acuerdo de admisión y turno al ponente, ocupándose a diverso personal para realizar dichos trámites, interviene el actuario, notificando a las partes por lista ese auto, etc., se da vista al Representante Social, para que formule pedimento, si lo estima pertinente y se turna al ponente, quién elaborará proyecto de resolución, el cual en la respectiva sesión de Pleno del Tribunal, y una vez aprobado el proyecto, se deberá engrosar la ejecutoria, notificar a las partes y a la autoridad contra la que se interpuso la queja.

En resumen, con optimismo, puede afirmarse que un término razonable para obtener la resolución del recurso, podría ser el de dos meses, plazo en el cual, se mantiene suspenso, en la mayoría de los casos, el juicio de amparo, con el consecuente perjuicio de las partes; pero tal plazo es sin tener en consideración el recargo de trabajo que se padece en casi todos los órganos jurisdiccionales del Poder Judicial de la Federación, el cual puede provocar una mayor demora para resolver el recurso.

¿ Qué sucede cuando el informe no se rinde?

¿ Qué, cuando se rinde incompleto y las partes no aportan pruebas para demostrar que el recurso debe ser declarado fundado?

Es claro que no se obtiene resolución favorable; éste es un riesgo adicional que el inconforme corre, al quedar expuesto a que se rinda un informe incompleto, lo que sucede con frecuencia; o bien equivocado, sobre los hechos materia del recurso de queja. 

Es evidente que esto no fue el propósito del legislador, pero sí resulta contrario a los postulados del artículo 17 de la Carta Magna.

Ahora, al poder impugnarse ante el propio juez de Distrito el acuerdo de trámite que dictó, a propósito incluso de alguna petición de parte (v.g. desechamiento de pruebas), se evitarían los diversos acuerdos que debe emitir el Presidente del Colegiado, la formación  de  un  toca,  noticia  a  Estadística, notificaciones, etc.; igualmente la formación del informe, remisión de autos; casi siempre, integrar un legajo con copias fotostáticas que el secretario ha de certificar, y enviar, y en general lo ya descrito. 

El trámite del recurso que ahora se propone, podría reducirse, simplemente, a señalar un término, de tres días, por ejemplo, para su interposición, el que se computaría a partir de que surtiera efectos la notificación del proveído que se pretendiera impugnar; se ordenaría dar vista a las otras partes, por igual término, para que expresaran lo que a su interés conviniera y la resolución del recurso se debería emitir dentro del plazo de tres días. 

El propio Juez tiene a su alcance todos los medios de conocimiento necesarios para confirmar el acuerdo recurrido, de ser procedente; a la luz de los agravios, de  hecho, o de derecho, que le fueran argumentados y de existir alguna equivocación, el propio juez podría introducir las enmiendas necesarias para continuar con un debido procedimiento. Todo ello, sin menoscabo al  principio de igualdad procesal de las partes, a quienes se dio oportunidad de alegar lo que a su interés conviniera, y los que, por otra parte, no pudiendo ya impugnar lo resuelto  a  propósito  del  recurso,  sin  embargo, conservarían su derecho a expresar alguna inconformidad con lo ahí establecido, al interponer, en su caso, el recurso de revisión en contra de la sentencia, cuando ésta sea contraria a sus intereses. Tales alegaciones serían examinadas, preferentemente, por el Tribunal Colegiado, y según lo alegado, podría ordenarse la reposición del procedimiento para los efectos pertinentes y si se tratara de prueba indebidamente admitida, por ejemplo, el propio tribunal,  dado  que  no  existe  reenvío,  resolvería íntegramente la cuestión, prescindiendo de la prueba ya desahogada, considerada por el a quo.

Conforme a estos lineamientos genéricos, puede advertirse que la propuesta de establecer el recurso de revocación ante el Juez de Distrito, o ante la autoridad que conoce del juicio de amparo indirecto, Unitario o Superior de la responsable, en el caso del artículo 37 de la Ley de la Materia, contra acuerdos de trámite dictados en el principal o en el incidente de suspensión, contribuye a obtener una inmediata reparación a un posible error de apreciación, evitando a las partes perjuicios por la demora en la resolución de sus conflictos, así como recargo de labores en los Tribunales Colegiados, al integrar los tocas relativos al recurso de queja a que se refiere la fracción VI, (primera parte) del artículo 95 de la Ley de Amparo, con los diversos trámites legales necesarios para su resolución; todo ello, contribuiría a lograr una administración de Justicia más rápida y expedita. 

No podemos desconocer, por otra parte, que tan amplia posibilidad que se otorgaría a las partes en los juicios de amparo indirecto, para impugnar, ante el propio órgano de control constitucional, los acuerdos de trámite ya mencionados, en la práctica podría resultar contraproducente,  dado un eventual abuso  en  la interposición del recurso, volviendo más graves aún, las cargas de trabajo de las mismas unidades jurisdiccionales; para evitarlo, es necesario tomar ciertas medidas lo cual no hace nugatorio el derecho a defenderse, ni implicaría, la que se propone, el pago de costas, prohibidas constitucionalmente, ya que, tal medida preventiva consistiría en la eventual imposición de una multa, por el equivalente de diez o ciento ochenta veces el salario mínimo diario vigente en el Distrito Federal, tomando en cuenta  las  circunstancias  del  caso,  en  términos semejantes a los previstos en los artículos 3º.- bis y 81 de la Ley de la Materia. Tal multa sería impuesta, en su caso, en la resolución que se emita a propósito del recurso de revocación (también se podría denominar Reclamación, cuya existencia se reconoce en la Ley de Amparo) pero no se mandaría a hacer efectiva, sino hasta que el juicio de amparo se resolviera en definitiva y se advirtiera que tal recurso fue hecho valer sin motivo; desde luego, debe entenderse obligatoria la imposición de la multa, sin que haya lugar a considerar si hubo o no mala fe, pero pudiendo señalarse otras excepciones, análogas a las que ya contempla la propia Ley de la Materia.

En conclusión:

Tomando en consideración la problemática real de los justiciables en los juicios de amparo, los intereses legítimos que les asiste para una pronta y expedita administración de justicia, y el deber correlativo a proporcionarla, por parte del Estado, se propone la modificación de la vigente Ley de Amparo, en los términos que han quedado expuestos. (Francisco Guillermo Baltazar Alvear, Tomo I, páginas 609 y 610, 612 a 617)

He oído criticar el capítulo de recursos y quienes lo hacen no han advertido que el número de recursos, tres: revisión, reclamación y queja, son los adecuados; la revisión para conocer de las resoluciones más importantes, derivadas de una sentencia o un auto definitivo; la queja, para determinado tipo de resolución intraprocesales y la reclamación, para evitar los perjuicios que eran causar las resoluciones de los Presidentes de los Colegiados, de las Salas o de la Suprema Corte de Justicia o para encauzar el procedimiento. (Jesús A. Arroyo Moreno, Tomo II, página 1080)

LIMITACIÓN DE RECURSOS.  Establecer un solo recurso. Como sucede en todas las materias. (Fernando Sánchez Ugarte, Tomo III, página 1794)
Artículo 83.  Procede el recurso de revisión:

I.  Contra las resoluciones de los jueces de Distrito o del superior del Tribunal responsable, en su caso, que desechen o tengan por no interpuesta una demanda de amparo;

PROPUESTAS

Artículo 83.  Procede el recurso de revisión:

I. Contra las resoluciones de los Jueces de Distrito o del superior del tribunal responsable, en su caso, que admitan, desechen o tengan por no interpuesta una demanda de amparo (Sergio Pallares y Lara, Tomo I, página 501)
En  nuestro  país,  el juicio  de  amparo constituye la institución jurídica protectora de las garantías individuales de los gobernados frente al poder público, y es el medio por el cual es factible combatir la inconstitucionalidad de cualquier acto que emita una autoridad con independencia de su rango o jerarquía.

Por su importancia debe ser accesible a todo gobernado, por lo cual los mecanismos para lograr su eficacia deben  ser  lo  suficientemente  precisos  y definidos de manera que no se presten a confusiones y permitan que el gobernado pueda lograr el objetivo que se  propuso  al  haber acudido ante  los  órganos jurisdiccionales para solicitar la protección de la Justicia Federal, desde luego sin apartarse de los aspectos técnicos que deben ser siempre observados en toda gestión ante un tribunal, porque siendo el derecho una ciencia, debe contener una metodología para su aplicación, y así se ha conceptuado en razón a la actividad  intelectual  que  tiene  por  objeto  el conocimiento racional y sistemático de los fenómenos jurídicos. Sin embargo, no debe olvidarse que si el juicio de amparo tiene como objetivo el garantizar un estado de derecho justo, las normas que lo regulan deben tener una vigencia real que más allá de formulismos, permitan que se cumpla cabalmente su finalidad cuando se demande la protección de la justicia federal.

Si bien se parte de la base de que los juzgadores tienen el propósito de sujetarse al estricto cumplimiento de sus deberes de impartición de justicia, también lo es que cuando quienes resienten la aplicación  de  la  ley  y  se  estiman  afectados indebidamente por una decisión,  deben  tener la posibilidad de solicitar la reparación de los agravios que sostengan haber resentido por las decisiones de las autoridades jurisdiccionales, por lo que es preciso contar con medios para tal efecto, los cuales debe establecer el legislador como recursos, ello a fin de que el gobernado tenga el máximo de seguridad de la certeza de los fallos de los órganos impartidores de justicia, pues en todo proceso existe un principio general de impugnación, o sea, que las partes tengan los medios para combatir las resoluciones de los tribunales cuando éstas no resultan apegadas a derecho. 

Esto es, por recurso debe entenderse el medio de impugnación que se interpone contra una resolución judicial pronunciada en un proceso va iniciado, generalmente ante un juez o tribunal de mayor jerarquía y de manera excepcional ante el mismo juzgador, con el objeto de que dicha resolución sea revocada, modificada o anulada. 

La existencia de recursos viene a constituir una de las garantías más importantes dentro de un sistema jurídico para lograr la plena legalidad de las determinaciones judiciales, pues la sociedad  reclama  un sistema de justicia que permita de manera plena y eficaz el ejercicio de las garantías que establecen las leyes, apoyado en la garantía que establece el artículo 17 de la Constitución Federal. 

Tratándose del amparo indirecto el legislador ha establecido como recursos procedentes, los de revisión, queja y reclamación, conforme al artículo 82 de la Ley de Amparo.

Para efectos de esta ponencia me permito citar como punto de referencia el axioma que establece: “EADEM RATIO EADEN DISPOSITIO", el cual consiste en que cuando existan situaciones similares derivadas de una misma razón generadora, debe aplicarse una misma disposición para tomar la resolución correspondiente.

Las hipótesis de procedencia del recurso de revisión  en  materia  de  amparo,  se  encuentran establecidas en el artículo 83 de la Ley de Amparo, y en cuanto al tema de este trabajo es de mencionarse que en la fracción I de ese precepto, se dispone lo siguiente: 

“Procede el recurso de revisión: I - Contra las resoluciones de los jueces de Distrito o del superior del Tribunal responsable, en su caso, que deseche o tenga por no interpuesta una demanda de amparo.”

El conocimiento de ese recurso corresponde a los Tribunales Colegiados de Circuito de acuerdo a lo dispuesto por la fracción  del articulo 85 de la misma Ley, el cual debe ser interpuesto por conducto del juez de Distrito o de la autoridad que conozca del juicio de amparo conforme a la primera parte del primer párrafo del artículo 86 del mismo ordenamiento legal, y deberá hacerse en el término de diez días, contados desde el siguiente al en que surta sus efectos la notificación de la resolución recurrida, como se previene en la segunda parte de ese párrafo del mismo artículo 86.

El desechamiento de una demanda de amparo indirecto obedece a que exista una causa  notoria de  improcedencia, de acuerdo  con   el   artículo 145 de la  Ley  de  Amparo,  el cual señala lo siguiente:

El juez de Distrito, examinará ante todo, el escrito de demanda;  y  si  encontrare motivo manifiesto  e  indudable de improcedencia, la desechará de plano, sin suspender el acto reclamado;

En  tanto  que  la  determinación de tener por no interpuesta una demanda de amparo indirecto, es consecuencia fundamentalmente de que en la misma, a pesar de la prevención que se formule al quejoso, no hubiere llenado los requisitos que señala el artículo 116 de la Ley de Amparo, no hubiere hecho las aclaraciones razón, de manera que si no se establece la posibilidad de combatir el desechamiento parcial de una demanda con el recurso de revisión, el medio idóneo es el de queja conforme  a la jurisprudencia número  439 derivada de  la  Contradicción  de  Tesis  26/90, publicada en la página 292 y siguiente del Tomo VI, Materia Común, del Apéndice al Semanario Judicial de la Federación l9l7-l995, cuyo texto es el siguiente: 

QUEJA, PROCEDE ESTE RECURSO CONTRA RESOLUCIONES QUE DESECHAN PARCIALMENTE UNA DEMANDA DE GARANTIAS.  De conformidad con lo dispuesto en el artículo 95, fracción VI, de la Ley de Amparo, procede el recurso de queja contra las resoluciones que dicten los jueces de Distrito o el superior del Tribunal a quien se impute la violación, durante la tramitación del juicio de amparo o del incidente de suspensión, que no admitan expresamente el recurso de revisión conforme al artículo 83 y que, por su naturaleza trascendental y grave, puedan causar daño o perjuicio a alguna de las partes, no reparable en la sentencia definitiva. Ahora bien, en los casos en que el juez de Distrito admite sólo en parte una demanda de amparo y la desecha en cuanto a ciertos quejosos o autoridades responsables, el recurso que la parte quejosa debe interponer en contra del desechamiento parcial de esa demanda es el de queja, dado que se trata de una resolución emitida durante la tramitación del juicio de amparo que no admite el recurso de revisión, puesto que una correcta interpretación de la fracción I del artículo 83 de la Ley citada, permite concluir que dicho recurso procede únicamente contra las resoluciones que desechan la demanda de amparo en su totalidad y las que dan por concluido el juicio de garantías. A esa conclusión se llega, tomando en cuenta, además, que todos los casos en que procede el recurso de revisión, se refieren a resoluciones que dan por terminado el juicio de amparo o el incidente de suspensión, de lo que se deriva, si se atiende al sistema de tramitación de los recursos de queja y de revisión, dados los términos en que se encuentran redactados los artículos 83, 89, 95, 98 y 99 de la Ley de Amparo, que el recurso que se interponga contra las resoluciones emitidas durante la tramitación del juicio de amparo o del incidente de suspensión fuera rápido y sencillo, dejando abierta la opción de suspender el procedimiento en determinados casos, como dispone el artículo 101. Esto no sucede con el recurso de revisión cuya substanciación es más compleja y, por lo mismo, implica mayor dilación. Como en el supuesto de que se trata, se debe seguir actuando dentro del expediente, por cuanto se refiere a la parte de la demanda que fue admitida, y toda vez que el recurso de revisión no prevé la suspensión del procedimiento de este caso, el recurso procedente debe ser el de queja.

También  suele  suceder que  el  quejoso presente una demanda de amparo en la que solicite la suspensión de oficio de los actos reclamados, en los casos previstos por el artículo 17, en relación con el 123, ambos de la Ley de Amparo, y el juez declare su incompetencia  legal  para  conocer  de  la  misma omitiendo proveer sobre la suspensión de oficio solicitada, a pesar de que en observancia a lo dispuesto por el articulo 54 de la referida ley, debe pronunciarse respecto de la suspensión sin perjuicio que, desde un principio sostenga la incompetencia de plano para conocer del juicio. Sobre el particular la entonces Segunda Sala de la H. Suprema Corte de Justicia de la Nación en la Jurisprudencia 5/90, ha sustentado criterio en el sentido de que es procedente el recurso de queja en términos de la fracción VI del artículo 95 de la Ley de Amparo en contra de una resolución de incompetencia que omita proveer respecto de la suspensión de oficio, tesis la cual aparece publicada en la página 71 de la Gaceta  número 35  de la Octava Epoca del Semanario Judicial   de la Federación, correspondiente al mes de noviembre de mil novecientos noventa,  con  el  siguiente  texto:

QUEJA, RECURSO DE. ES PROCEDENTE EN CONTRA DE UNA RESOLUCION DE INCOMPETENCIA QUE OMITA PROVEER RESPECTO DE LA SUSPENSION DE OFICIO.  Cuando en una resolución el juez de Distrito se declara incompetente, sin proveer respecto de la suspensión de oficio, los efectos de ese acto irregular equivalen a una negativa y esa resolución es recurrible mediante el recurso de queja, en términos del artículo 95, fracción VI, de la Ley de Amparo, pues se trata de una resolución irregular que tiene un claro efecto positivo e influencia dentro del proceso.” 

Habiéndose tomado como premisa fundamental la de que cuando se combate una resolución de incompetencia que hubiese omitido proveer sobre la suspensión de oficio solicitada, se estaba cuestionando una resolución irregular, teniendo la misma un claro efecto positivo e influencia dentro del proceso, equivalente a una negativa de la suspensión.

Se   estima   conveniente   referir   lo correspondiente al recurso idóneo contra la negativa o concesión de la suspensión de oficio de los actos reclamados, pues en la legislación vigente no se encuentra establecida de manera precisa el medio de impugnación que procede en esos supuestos ya que en ninguna de las hipótesis de los artículos 83 y 95 de la Ley de Amparo relativas a los recursos de revisión y de queja, respectivamente, se señalan, pues a virtud de la iniciativa presidencial de quince de noviembre de mil novecientos ochenta y cinco, se estableció el inciso b) de la fracción II del articulo 83 de la Ley de Amparo para determinar  la  procedencia del recurso de revisión contra las resoluciones de los jueces de Distrito o del Superior del tribunal responsable, en su caso, en las cuales concedieran o  negaran la suspensión de oficio; pero ahora esa disposición ,ya no aparece en vigor. Sin embargo, del párrafo tercero del articulo 89 de la Ley de Amparo cuyo texto es el siguiente: 

"Tratándose  del  auto en que se haya concedido o negado la suspensión de plano, interpuesta la revisión, sólo  deberá  remitirse  al  Tribunal  Colegiado  de Circuito copia certificada del escrito  de  demanda, del    auto recurrido, de sus notificaciones y del escrito u oficio en que se haya   interpuesto  el recurso de revisión, con expresión de la fecha y hora del recibo.”,

de lo que se infiere la procedencia del recurso de revisión contra tales determinaciones, por ello al margen de lo cuestionable sobre la instauración de recursos por analogía, lo cierto es que buscando un medio de reparación, es factible ubicarlo dentro de la hipótesis que señala el inciso a) de la fracción II del artículo 83 de la Ley de Amparo que establece la procedencia de la revisión contra las resoluciones que nieguen o concedan la suspensión definitiva de los actos reclamados; lo anterior sólo para los efectos de señalar todos los supuestos que abarcan la propuesta que se contiene en este estudio.

En suma, de lo anterior se puede establecer que contra las resoluciones que desechen o tengan por no interpuesta una demanda de amparo indirecto procede el recurso de revisión; contra el desechamiento parcial de una demanda de amparo indirecto procede el recurso de queja; contra el acuerdo en que se hubiere declarado la incompetencia legal para conocer de una demanda de amparo indirecto omitiendo proveer sobre la suspensión de oficio de los actos reclamados procede el recurso de queja; contra los autos que admitan demandas notoriamente improcedentes procede el recurso de queja, y; contra el acuerdo que niega o concede la suspensión de oficio de los actos reclamados procede el recurso de revisión.

Lo anterior permite formular el siguiente planteamiento: primero, la necesidad de establecer la procedencia de un recurso de la misma naturaleza contra los proveídos del juez de Distrito o el superior del Tribunal responsable que desechen o que tengan por no interpuesta una demanda de amparo indirecto, contra los que la desechan parcialmente contra los que declaren la incompetencia de plano para conocer de una demanda en cuanto omitieron proveer respecto a la suspensión de oficio de los actos reclamados, contra los acuerdos que nieguen o concedan a suspensión de plano de los actos reclamados, y contra los acuerdos que las admitan cuando alguna de las partes estime que era notoriamente improcedente, y; segundo, definido lo anterior, señalar el mecanismo  eficaz para que  el Tribunal  Colegiado de Circuito, a quien corresponde conocer del recurso, por razón de jerarquía, resuelva con la prontitud el medio de defensa interpuesto en esos supuestos.

Para sustentar la propuesta a fin de definir lo anterior, es conveniente mencionar que en la iniciativa del Presidente de la República de fecha dieciocho de noviembre de mil novecientos noventa y tres para modificar diversas disposiciones de la Ley de Amparo, entre ellas las relativas al recurso de queja, propuso la adición del artículo 95 de la Ley de Amparo, con la fracción XI, para establecer la procedencia de ese recurso contra las resoluciones de los jueces de Distrito o del superior del Tribunal responsable en su caso, que concedan o nieguen la suspensión provisional de los actos reclamados.  Se expuso como razones para ello, que debido, por una parte, al enorme recargo de labores de los jueces de Distrito, y, por otra parte, al plazo tan breve en el cual deban resolver sobre la medida de urgencia regulado por el artículo 130 de la Ley de Amparo, resultaba necesario que las partes tengan la posibilidad de acudir ante los Tribunales Colegiados para que éstos puedan corregir los errores en que incurran los juzgados de primer grado. 

Así, estimo que la solución al planteamiento formulado es lo siguiente:

a). - En primer término, partiendo del principio de seguridad jurídica de los gobernados, que se establezca la procedencia de un solo recurso en contra de los acuerdos que desechen en su integridad o en parte una demanda de amparo indirecto, la tengan por no interpuesta, declaren la incompetencia de plano sin proveer sobre la suspensión de oficio de los actos reclamados, nieguen o concedan la suspensión de oficio de los actos reclamados, así como contra los acuerdos que las admitan y que alguna de las partes considere que era notoriamente improcedente, pues si se está tratando en todos esos supuestos de lo referente al proveído inicial que debe recaer a la promoción de una demanda de amparo, tendría mayor seguridad jurídica el quejoso o el inconforme contra el proveído relativo, al disponer de un solo medio de reparación, que debe ser el de queja y no una diversidad de recursos con tramitaciones diferentes; y 

b).- Que tal hipótesis de procedencia del recurso de queja se ubique dentro del supuesto que ha establecido de manera sumarísima el legislador en la fracción XI del artículo 95 de la Ley de Amparo, primero porque suele suceder en la práctica que una demanda es desechada  total  o  parcialmente  por notoria improcedencia o tenida por no interpuesta, y el quejoso hubiera solicitado la suspensión provisional del acto reclamado correspondiente, y no será hasta que se tramite y resuelve el recurso de revisión, y en caso de que se determine que indebidamente fue desechada total o parcialmente la demanda o tenida por no interpuesta, cuando la autoridad en caso de que la admita, provea sobre la suspensión provisional del acto reclamado, para lo cual transcurrió un período en el cual bien pudo ejecutarse el   acto  reclamado de manera irreparable para el quejoso; o que el órgano jurisdiccional se haya declarado incompetente de plano para  conocer de la misma sin proveer sobre la suspensión de oficio de los actos reclamados, pues no será hasta que se avoque al conocimiento la autoridad a quien se declinó la competencia o se resuelva el conflicto correspondiente, cuando se subsane la omisión, ya que tratándose de competencia los particulares no pueden tener  participación  porque  es  un  aspecto  que corresponde sólo a los órganos jurísdiccionales, como se advierte de la jurisprudencia 35/97 del Pleno de la Suprema Corte  de Justicia de la Nación, cuyo título es el siguiente: "INCOMPETENCIA POR DECLINATORIA DICTADA EN LA  AUDIENCIA CONSTITUCIONAL, NO ES RECURRIBLE EN REVISIÓN", y segundo, porque partiendo de las mismas razones que se invocaron en la exposición de motivos de la iniciativa presidencial para instituir la hipótesis de la fracción Xl del artículo 95 de la Ley de Amparo, se establezca el mismo mecanismo que ha resultado lo suficientemente ágil y que es el contenido en el último párrafo del articulo 99 de la misma Ley, que permite que a la brevedad un Tribunal Colegiado ante la inconformidad de alguna de las partes cuando se dé alguno de los referidos supuestos pueda corregir las irregularidades en que hubiere incurrido la autoridad que conoció de la demanda de amparo, pues también suele suceder que al haberse admitido una demanda notoriamente improcedente y concedido la suspensión provisional de los actos reclamados, ésta surta sus efectos de manera ilegal en perjuicio de la parte tercera perjudicada o de la sociedad.

Por último, es de advertirse que si en la jurisprudencia 10/92 de la entonces Segunda Sala de la H. Suprema Corte de Justicia de la Nación publicada en la página 346 del Tomo VI, Materia Común, del Apéndice al Semanario Judicial  de la Federación 1917-1995, con  el siguiente texto:

SUSPENSIÓN PROVISIONAL. EL RECURSO DE QUEJA ES PROCEDENTE CONTRA LA DETERMINACIÓN QUE ESTABLECE LOS REQUISITOS PARA QUE SURTA EFECTOS.  El artículo 95, fracción XI, de la Ley de Amparo, que establece la procedencia del recurso de queja en contra de las resoluciones pronunciadas por los jueces de Distrito en las que concedan la suspensión provisional, debe entenderse en el sentido de que comprende a los acuerdos que tengan relación con esa medida cautelar, por lo que también abarca las condiciones que se fijen al quejoso para que aquélla surta efectos, toda vez que tales premisas no pueden desvincularse la una de la otra, pues su coexistencia se da al formar parte del mismo acto en que se concede la suspensión de los actos reclamados; por tanto, es procedente el recurso de queja cuando sólo se impugnen las condiciones fijadas para que la suspensión surta sus efectos.

Se ha establecido la procedencia del recurso de queja en términos del articulo 95, fracción XI, de la Ley de Amparo, contra la determinación que establece los requisitos para que surta efectos la suspensión provisional de los actos reclamados, pues en efecto si la existencia de esa hipótesis obedeció a la necesidad de que el quejoso cuente con un medio de defensa contra las resoluciones que concedan la suspensión provisional de los actos reclamados, entonces los requisitos de efectividad de la medida cautelar forman parte del proveído concesorio y quien esté inconforme con los mismos debe tener a su alcance ese medio de impugnación para cuestionarlos; entonces es conveniente por razones de seguridad jurídica de las partes en el juicio, que ese supuesto se fije en la Ley de la Materia.

Lo anterior constituye un medio para lograr una mejor eficacia en la impartición de la justicia, por la unidad en la existencia de recursos y rapidez en la solución de los mismos, a fin de lograr ese estado de derecho que la sociedad demanda al tener a su alcance una eficiente solución a los problemas jurídicos que resultan en la tramitación de los juicios de amparo, cuya institución constituye la protección y salvaguarda de los derechos de los gobernados frente al poder público a efecto de evitar la afectación de manera arbitraria de sus garantías individuales y que se corrijan oportunamente las decisiones incorrectas de los órganos a quienes se encomienda el trámite y solución de los juicios de amparo indirectos.

Por tanto, se propone por una parte derogar la fracción 1 del artículo 83 de la Ley de Amparo, y por otra adicionar la fracción XI del artículo 95 de la Ley de Amparo, para quedar en los términos siguientes:

ART. 95.- El recurso de queja es procedente:

...XI.- Contra las resoluciones de un juez de Distrito o del superior del Tribunal responsable, en su caso, en que admitan o desechen total o parcialmente una demanda de amparo o la tengan por no interpuesta; en aquéllas que concedan o nieguen la suspensión provisional o de oficio de los actos reclamados, y en caso de que decreten esa medida cuando se impugnen las condiciones fijadas para que surta sus efectos, y cuando la autoridad a quien corresponda conocer de la demanda de amparo se declare incompetente de plano para conocer de la misma sin proveer sobre la suspensión de oficio de los actos reclamados. (Arturo Hernández Torres, Tomo II, páginas 731 a 744)

b) En relación a la I fracción del artículo 83 de la Ley de Amparo que establece la procedencia del recurso de revisión en contra del auto que deseche la demanda de amparo indirecto, estimo que este medio de impugnación no es el adecuado debido al tiempo que tarde en tramitarse y resolverse, pues no hay que olvidar que el desechamiento de la demanda de amparo deja expeditos los derechos de la responsable para que ejecutar el acto reclamado, en tal virtud en esa hipótesis lo que procedería sería la queja de 24 horas a que se refiere la fracción XI del artículo 95 de la ley de la materia. (Jorge Antonio Galindo Monroy, Tomo III, páginas 1643 y 1644)

I.-     Contra  las resoluciones de los jueces  de Distrito que desechen o tengan por no interpuesta la demanda. (David Ancira Martínez, Tomo III, página 1914)
II.  Contra las resoluciones de los jueces de Distrito o del superior del Tribunal responsable, en su caso, en las cuales:

a) Concedan o nieguen la suspensión definitiva;

b) Modifiquen o revoquen el auto en que concedan o nieguen la suspensión definitiva; y

c) Nieguen la revocación o modificación a que se refiere el inciso anterior;

PROPUESTAS

El artículo 83, fracción II, inciso a), de la ley aludida, establece simplemente que procede el recurso de revisión contra  la resolución por la que el juez de Distrito conceda o niegue la suspensión definitiva.

Pero frecuentemente se da la circunstancia de que lo que se discute no es ya la negativa o el otorgamiento de dicha medida, sino el monto de la garantía fijada cuando se concede la aludida suspensión. Y aunque ese problema ha sido definitivamente resuelto por jurisprudencia firme del pleno de la Suprema Corte de Justicia (es la 521 del tomo VI del último Apéndice, de la voz "SUSPENSION DEFINITIVA. ES PROCEDENTE EL RECURSO DE REVISION Y NO EL DE QUEJA CONTRA LA INTERLOCUTORIA QUE LA CONCEDE, AUNQUE SOLO SE IMPUGNE LA GARANTIA A LA QUE SE SUJETO LA EFECTIVIDAD"), sería conveniente que se adicionara la mencionada fracción II, inciso a), del artículo  83 aludido, para quedar como sigue: "Procede el recurso de revisión: ... II. Contra las resoluciones de los jueces de Distrito o del superior del Tribunal responsable, en ese caso, en las cuales: a) Concedan o nieguen la suspensión definitiva, aun cuando sólo se impugne el monto de la garantía fijada". (Jorge Figueroa Cacho, Tomo I, páginas 406 y 407)
He dejado para comentar en último lugar un tema que considero muy importante:  la impugnación de los acuerdos pronunciados en la audiencia incidental.

Hasta antes de que se aprobara la décimo quinta reforma hecha a la Ley de Amparo, por decreto de 29 de diciembre  de 1983, publicado en el Diario Oficial de 16 de enero de 1984 y en Vigor sesenta días después, el artículo 83, en su fracción II, al igual que ahora establecía que en el incidente de suspensión el recurso de revisión únicamente procedía tratándose de las resoluciones por las que se hubiese concedido o negado la suspensión definitiva, así como contra aquellas que hubiesen autorizado o negado la modificación o revocación de la misma clase de suspensión.

A su vez en la fracción IV del propio artículo 83, se establecía que procedía revisión contra las sentencias dictadas  en la audiencia constitucional por los jueces de Distrito. Así  simplemente.

Con  la  aludida  reforma  quince  quedó  igual  la mencionada fracción II del aludido artículo 83, pero a la fracción IV se añadió lo siguiente: 

"Al recurrirse tales sentencias podrán  impugnarse los acuerdos pronunciados en el curso de la citada audiencia".

Con posterioridad, en la reforma décimo sexta autorizada por decreto de 26 de abril de 1986, publicado en el Diario Oficial de 20 de mayo siguiente y en vigor a partir del 4 de junio del mismo año, a la frase copiada en el párrafo anterior sólo se cambió la palabra "podrán" por "deberán".

Desde entonces la ley de la materia, en el tema que comento, dispone: que en el incidente de suspensión únicamente cabe revisión, entre otros supuestos contra la interlocutoria que lo decida; que tratándose del juicio principal dicho recurso procederá también, entre otros casos, contra las sentencias dictadas en la audiencia constitucional, y que al hacerse valer dicho medio de defensa deberán atacarse asimismo los acuerdos que se hubieran pronunciado en dicha audiencia de fondo.

No  hay duda  que el  legislador omitió tomar en consideración los acuerdos tomados en la audiencia incidental.

Como el recurso de revisión está limitado a las hipótesis contempladas exclusivamente en las cinco fracciones que integran  el artículo 83 multicitado, es claro que las decisiones plasmadas en la referida audiencia incidental únicamente pueden ser atacadas a través del diverso recurso de queja, con base en el artículo 95, fracción VI, de la ley de la materia, toda vez que ésta dispone que tal recurso cabe “Contra las resoluciones que dicten los jueces de Distrito... durante la tramitación  del...  incidente  de  suspensión,  que  no  admitan expresamente el recurso de revisión conforme al artículo 83  ...”.

Lo expresado es obviamente lo legal y así lo han resuelto, si no todos, cuando menos la mayoría de los tribunales colegiados de circuito. Sólo citaré dos precedentes para corroborar lo que afirmo, localizables en el Informe de 1985, tercera parte, página 117, y en la octava época del Semanario Judicial de la Federación, tomo III, segunda parte 2, página 894, respectivamente de las voces "AUDIENCIA INCIDENTAL. LAS VIOLACIONES COMETIDAS EN LA,  DEBEN RECLAMARSE A TRAVES DEL RECURSO DE QUELA Y NO DEL DE REVISION" y "AUDIENCIA INCIDENTAL.  RECURSO DE REVISION.   NO  ES  PROCEDENTE  PARA  REMEDIAR  LAS VIOLACIONES COMETIDAS EN ELLA"  (aclaro que esta última aparece como jurisprudencia).

Inclusive la propia Suprema Corte de Justicia se pronunció en  el  mismo  sentido como  se desprende  de  la jurisprudencia por contradicción de tesis que aparece registrada bajo el número 446 en el tomo VI del Apéndice 1917-1995, que dice: 

"RECURSO  DE  QUEJA,  PROCEDE  EN  CONTRA  DE  LOS ACUERDOS DICTADOS EN EL TRAMITE DEL INCIDENTE DE SUSPENSION.- El artículo 83, fracción II, inciso a), de la Ley de Amparo, establece de manera limitada la procedencia del recurso de revisión en contra de las resoluciones de los jueces de Distrito que concedan o nieguen la suspensión definitiva. El contenido de este dispositivo se relaciona con lo dispuesto por el artículo 95, fracción VI, del mismo ordenamiento, en el cual se reserva el recurso de queja para impugnar las resoluciones dictadas durante la tramitación del juicio de amparo o del incidente de suspensión, que no admitan expresamente el de revisión; por ende, la interpretación correcta de tales preceptos es en el sentido de que el recurso de revisión, procede únicamente en contra de la concesión o negativa de la suspensión definitiva, y el de queja para impugnar los acuerdos dictados en el tramite del incidente de suspensión”.

¿Qué se deduce de todo lo anterior?   Simple y sencillamente que al parecer todo se ha maquinado de tal forma que se crió una verdadera trampa procesal para las partes o sus abogados, porque para combatir los acuerdos pronunciados en la audiencia constitucional lo deben hacer a través del recurso de revisión que interpongan hasta contra la sentencia definitiva, en cambio, si de los acuerdos adoptados en la audiencia incidental se trata, deben acudir de inmediato al recurso de queja, y si la interlocutoria respectiva también les es desfavorable habrán de atacarla mediante el recurso de revisión.

Hasta hoy, creo, el único tribunal colegiado que se ha atrevido a sostener que en la hipótesis que trato cabe revisión en similares términos a como está prescrito en la fracción IV del aludido artículo 83 (O sea, esperarse hasta el dictado de la interlocutoria que decida el incidente de suspensión y, en caso de ser ésta desfavorable, interponer tal medio de defensa en el que se impugnen tanto la propia sentencia interlocutoria como los acuerdos adoptados en la audiencia incidental), es el antiguo Primero del Segundo Circuito, como lo demuestra la ejecutoria que puede verse en el Informe de 1986, tercera parte, página 311, que dispone: 

"REVISIÓN, PROCEDENCIA DE LA, CONTRA LOS ACUERDOS DICTADOS EN LA AUDIENCIA INCIDENTAL.- Es dable examinar en revisión, las determinaciones dictadas en la audiencia incidental, pues aun cuando de manera expresa no se establece al respecto la procedencia del referido medio de  impugnación,  debe  hacerse  extensivo  en  ese  sentido,  lo preceptuado en la fracción IV, del articulo 83 de la Ley de Amparo. por cuanto a que del  numeral  invocado,  se desprende.  que  las infracciones cometidas en las resoluciones dictadas durante la diligencia constitucional  deben ser combatidas al impugnarse la resolución de fondo, cual da lugar a estimar que las violaciones cometidas durante  la  audiencia  suspensional,  también  pueden plantearse al inconformarse de la interlocutoria, ya que los recursos no han sido establecidos por el legislador. como trampas procesales que entorpezcan la defensa de los derechos de las partes, sino como instrumentos tendientes a preservar un marco de legalidad en la actuación de los funcionarios judiciales, por lo que es preciso unificar los criterios aludidos, a fin de otorgar seguridad jurídica a los intervenientes en la litis constitucional".

Si a lo expresado se añade que los incidentes de suspensión se fallan casi siempre en la audiencia incidental, no  queda duda de que el afectado con alguna resolución pronunciada durante su desarrollo nunca podrá hacer valer el recurso de queja, habida cuenta que, como ya se dictó la interlocutoria, al agotar dicho medio de defensa se le dirá que hubo un cambio de situación jurídica, y si al intentar la revisión contra aquella resolución planteara, en vía de agravio, la violación relativa al acuerdo recaído en la audiencia incidental se le manifestaría que no se puede estudiar porque era materia de recurso de queja.  ¡Una verdadera trampa procesal!.

Aunque no se relaciona con el tópico de la suspensión (yo sólo lo referí a guía de ejemplo en mi voto particular), de alguna manera tiene algo que ver con ese tema el siguiente problema que  se presentó en el tribunal al que estoy adscrito.

Antes de la audiencia constitucional se desecharon unas pruebas a la promovente del amparo. Contra la decisión respectiva  es indudable que procedía queja conforme lo estableció el pleno de la Suprema Corte en la jurisprudencia de la voz "PRUEBAS.  SU DESECHAMIENTO EN UN JUICIO DE AMPARO, MEDIANTE AUTO DICTADO POR UN JUEZ DE DISTRITO ANTES DE LA AUDIENCIA CONSTITUCIONAL, ES IMPUGNABLE EN QUELA Y NO EN REVISION" (novena época, tomo V, junio, página 87): recurso que  fue precisamente el que se hizo valer. No obstante que la actual Primera Sala del mencionado alto Tribunal sostiene que la suspensión del procedimiento a que alude el artículo 101 de la ley de la materia (relacionado a su vez estrechamente con el artículo 95, fracción VI, del mismo ordenamiento), debe decretaría, en todo caso, el propio juez de Distrito (así se dice en la ejecutoria visible en la  misma novena época, tomo IV,  julio, página 154), sucede que en el caso que comento el juzgador no lo hizo y en su oportunidad dictó sentencia definitiva. Muchos pensarán, como en la especie lo hizo la mayoría, que la queja quedó sin materia, pero ¿acaso podrá plantearse en la revisión  contra tal  fallo,  como violación del  procedimiento,  el desechamiento de las probanzas indicadas siendo que esa cuestión era propia de dicha queja?

En el asunto multicitado formulé voto particular (novena época, tomo IX, junio, página 969) en el siguiente sentido: "El auto recurrido es el pronunciado antes de que se celebrara la audiencia constitucional a través del que el Juez de Distrito desechó, a la  ahora recurrente, las pruebas testimonial y de inspección judicial que ofreció.- Contra ese acuerdo no hay duda de que procede el recurso de queja previsto en el articulo 95, fracción VI, de la ley de la materia, lo que inclusive estableció el Pleno de la Suprema Corte de Justicia en la jurisprudencia 37/97, visible en la Novena Epoca del Semanario Judicial de la Federación, Tomo V, junio, página 87, de la voz: "PRUEBAS SU DESECHAMIENTO EN UN JUICIO DE AMPARO, MEDIANTE AUTO DICTADO POR UN JUEZ DE D~STRITO, ANTES DE LA AUDIENCIA CONSTITUCIONAL,  ES  IMPUGNABLE EN QUEJA Y NO EN REVISION.". - Cada vez que se interpone el recurso aludido con apoyo en la citada fracción VI del artículo 95 mencionado, debe determinarse si la resolución que la decida influirá o no en  la sentencia definitiva, pues de aceptarse así, el procedimiento del  juicio de garantías debe suspenderse. Así lo dispone el artículo 101 de la ley invocada.- La actual integración de la Primera Sala de la Suprema Corte, interpretando dicho artículo 101, consideró que es al propio Juez Federal a quien corresponde dilucidar si suspende o no el trámite del juicio de garantías. Al respecto puede consultarse la ejecutoria visible en la Novena Epoca del Semanario invocado, Tomo IV, julio, página 154, cuyo título es el de: "SUSPENSION DEL PROCEDIMIENTO  EN  EL  JUICIO  DE  AMPARO  POR  LA INTERPOSICION DEL RECURSO DE QUEJA. CORRESPONDE DECRETARLA AL JUEZ DE DISTRITO".- Por razones obvias se entiende que un Juez Federal estará reacio a ordenar dicha suspensión, puesto que el asunto respectivo quedará estancado,  será un negocio más que acrecentara su estadística.- Todo eso me hace pensar que cuando, como en el caso, se plantea recurso de queja contra algún auto dictado antes de la celebración de la audiencia constitucional, luego que el Juez reciba el oficio por el que se le solicita el informe justificado con relación a la queja,  intencionalmente no decretará la suspensión del procedimiento y lo más pronto posible dictará la sentencia definitiva para así lograr que se quede sin materia (como se está resolviendo en la especie ) el aludido medio de defensa.- Lo expresado se corrobora con lo siguiente: El texto  original de la fracción IV del artículo 83 de la Ley de Amparo, decía así: 

"Procede el recurso de revisión:. .1V. Contra las sentencias dictadas en la audiencia constitucional por los Jueces de Distrito, o por el superior del tribunal responsable en los casos a que se refiere el artículo 37 de esta ley.".- Fue con motivo de la reforma publicada en el Diario Oficial de veinte de mayo de mil novecientos ochenta y seis (en vigor el cuatro de junio siguiente), que se adicionó la indicada fracción IV del articulo 83 para quedar como se encuentra en la actualidad, esto es, a lo copiado en el párrafo anterior se le agregó lo siguiente: "Al recurrirse tales sentencias deberán, en su caso, impugnarse los acuerdos pronunciados en la citada audiencia".- Antes de que se aprobara la adición aludida si a alguna de las partes en el juicio de garantías le afectaba alguna resolución adoptada al estarse celebrando la audiencia constitucional, procedía recurso de queja con base en la fracción  VI, del artículo 95, medio de defensa que en la mayoría de las veces e afectado no alcanzaba a interponer antes de que se dictara la sentencia definitiva, de suerte que si esta última le era desfavorabIe formulaba, casi al mismo tiempo, los dos recursos: queja contra lo resuelto en la audiencia constitucional y revisión contra el fallo (en los dos casos el término era de  cinco días).- Si en aquel entonces se hubiera sustentado el criterio sostenido por la mayoría, es claro que todas las quejas tendrían que haberse declarado sin materia. Lo que no ocurría así.- Pero no sólo me refiero al pasado, en el presente también puede suceder.- En efecto, sabido es que contra los acuerdos tomados en la audiencia incidental procede queja. Aunque sobre el particular existe criterio casi  uniforme por los Tribunales Colegiados, para muestra cito la jurisprudencia 644 del Tomo VI, del último Apéndice al Semanario aludido, que  dispone: "AUDIENCIA INCIDENTAL. LAS VIOLACIONES COMETIDAS EN LA. SON MATERIA DEL RECURSO DE QUELA Y NO DEL DE REVISION".- Si las transgreciones que se combaten fueron realizadas en la audiencia incidental y no en la interlocutoria suspensional, las mismas deben reclamarse por medio del recurso de queja a que se refiere la fracción VI del artículo 95 de la Ley de Amparo, puesto que ninguna de las fracciones del artículo 83 de la indicada ley dispone en forma expresa,  que las violaciones cometidas en la audiencia incidental podrán ser impugnadas por medio del recurso de revisión".- Es rara la ocasión en que un Juez de Distrito no dicta la interlocutoria correspondiente en el mismo momento de celebración de la audiencia incidental.- Luego, si a algunos les afecta la resolución pronunciada en el desarrollo de tal audiencia, jamás podrían interponer el recurso de queja, pues, reitero, como en el mismo acto se pronuncia la sentencia interlocutoria, contra la cual procede revisión, su dictado haría que quedara sin efectos el acuerdo emitido en la audiencia susodicha siguiendo el criterio de mis compañeros Magistrados.- Por todo lo anterior es que no comparto su opinión".

Se hace indispensable, pues, que se adicione el artículo 83, fracción II, inciso a), de la Ley de Amparo, para que quede así: "Procede el recurso de revisión: ... II. Contra las resoluciones de los jueces de Distrito o del superior del Tribunal responsable. en su caso, en las cuales: a) Concedan o nieguen la suspensión definitiva. Al recurrirse 'a correspondiente interlocutoria deberán, en su caso impugnarse los acuerdos pronunciados en la audiencia incidental". (Jorge Figueroa Cacho, Tomo I, páginas 415 a 423)

II. Contra las resoluciones de los Jueces de Distrito  o del superior del tribunal responsable, en su caso, en las cuales:

a) Concedan o nieguen la suspensión provisional;

b) Concedan o nieguen la suspensión definitiva.

c) Modifiquen o revoquen el auto en que concedan o nieguen la suspensión definitiva;  y

d) Nieguen la revocación o modificación a que se refiere el inciso anterior; (Sergio Pallares y Lara, Tomo I, página 502)

Precepto actual del que se pretende la reforma lo es en relación con el Artículo 83, fracción II, inciso a), de la Ley de Amparo, en su texto actual que dice: 

"Artículo 83.- Procede el recurso de revisión: (...) II.- Contra las resoluciones de los jueces de distrito o del superior del tribunal responsable, en su caso, en las cuales: a).- Concedan o nieguen la suspensión definitiva. (...)"

b).- MOTIVOS DE LA APORTACION:

El Legislador para agilizar el trámite, conclusión y resolución de los juicios de amparo, se percató que resultaba contrario a la economía y fluida marcha del procedimiento el que se tuvieran que promover dos diversos recursos en torno a la actuación judicial integral que consiste en la audiencia constitucional y la sentencia que, en el mismo acto, debe ser pronunciada.  Así fue como descartó la procedencia del recurso de queja en contra de los acuerdos dictados en dicha audiencia constitucional, para establecer como forma de impugnación mediante agravio que se formule en recurso de revisión que, en su caso, se promueva en contra de la sentencia que resuelva el  juicio de amparo, como se prevé en la parte final de la fracción IV  del Artículo 83 de la Ley de Amparo.

Ahora bien, resulta carente de congruencia legislativa el que tratándose de un procedimiento accesorio del principal, en el incidente de suspensión se hubiera omitido seguir la misma regla procesal para la impugnación de los acuerdos dictados en audiencia incidental, pues en su redacción vigente el inciso a) de la fracción II del Artículo 83 de la Ley de Amparo, tiene los mismos limitantes de una disposición superada, como lo fue la previa a la modificación de la fracción IV del Artículo 83 de la Ley de la Materia.  En otras palabras, los acuerdos dictados en la audiencia incidental tienen que recurrirse en queja conforme a lo que prevé la fracción VI del Artículo 95 de la Ley de  Amparo, en tanto que la resolución que niegue o conceda la suspensión definitiva, tiene que impugnarse mediante el recurso de revisión.

c).- La redacción que resultaría al incorporar la propuesta de adición, quedaría en la siguiente forma:

"Artículo 83.- Procede el recurso de revisión: (...) II.- Contra las resoluciones de los jueces de distrito o del superior del tribunal responsable, en su caso, en las cuales: a).- Concedan o nieguen la suspensión definitiva. (...)"

"Al recurrirse tales resoluciones, deberán, en su caso, impugnarse los acuerdos pronunciados en la audiencia incidental". (Guillermo Campos Osorio, Tomo II, páginas 975 a 977)

III.  Contra los autos de sobreseimiento y las interlocutorias que se dicten en los incidentes de reposición de autos;

PROPUESTAS

Contra las autoridades responsables, con relación a los juicios de amparo de la competencia de los Tribunales Colegiados de Circuito, en amparo directo, cuando no provean sobre la suspensión dentro del término legal o concedan o nieguen ésta;  cuando rehusen la admisión de fianzas o contrafianzas;  cuando admitan las que no  reúnan  los requisitos legales o que puedan resultar insuficientes;  cuando nieguen al quejoso su libertad caucional en el caso a que se refiere el artículo 172 de esta ley, o cuando las resoluciones que dicten las autoridades sobre la misma materia, causen dañoso perjuicios notorios a alguno de los interesados. (Sergio Pallares y Lara, Tomo I, página 502)
IV.  Contra las sentencias dictadas en la audiencia constitucional por los jueces de Distrito, o por el superior del tribunal responsable, en los casos a que se refiere el artículo 37 de esta Ley. Al recurrirse tales sentencias deberán, en su caso, impugnarse los acuerdos pronunciados en la citada audiencia.

PROPUESTAS

(ACTUAL ARTICULO 83).- Procede el recurso de revisión:


I a III ………


……….

IV. Contra las sentencias dictadas en la audiencia constitucional por los jueces de Distrito, o por el superior del tribunal responsable, en los casos a que se refiere el artículo 37 de esta ley; así como las resoluciones con la calidad y el carácter de sentencia en los amparos de la libertad, en los términos de la fracción II del artículo 136.  Al recurrirse tales sentencias deberán en su caso, impugnarse los acuerdos pronunciados en la citada audiencia.


V… … … … … (Juventino V. Castro y Castro, Tomo I, página 153)

IV.-  Contra los autos de sobreseimiento y interlocutorias que se dicten en los incidentes reposición de autos. (Sergio Pallares y Lara, Tomo I, página 502)

IV.-  Contra las sentencias dictadas en la audiencia constitucional.  Al recurrirse la sentencia deberán, en su caso, impugnarse las irregularidades  observadas en la audiencia. (David Ancira Martínez, Tomo III, página 1914)
V.  Contra las resoluciones que en materia de amparo directo pronuncien los Tribunales Colegiados de Circuito, cuando decidan sobre la constitucionalidad de leyes federales o locales, tratados internacionales, reglamentos expedidos por el Presidente de la República de acuerdo con la fracción I del artículo 89 constitucional y reglamentos de leyes locales expedidos por los gobernadores de los Estados, o cuando establezcan la interpretación directa de un precepto de la Constitución.

La materia del recurso se limitará, exclusivamente, a la decisión de las cuestiones propiamente constitucionales, sin poder comprender otras.

En todos los casos a que se refiere este artículo, la parte que obtuvo resolución favorable a sus intereses, puede adherirse a la revisión interpuesta por el recurrente, dentro del término de cinco días, contados a partir de la fecha en que se le notifique la admisión del recurso, expresando los agravios correspondientes; en este caso, la adhesión al recurso sigue la suerte procesal de éste.

PROPUESTAS

Examinando la naturaleza jurídica del recurso de revisión encontramos que, en la actualidad, tiene las características de una apelación; es decir, en virtud de este recurso, el superior jerárquico del juez de distrito, que puede ser la Suprema Corte de Justicia o un Tribunal Colegiado de Circuito, examinan sus resoluciones, especialmente la sentencia, para confirmarlas, modificarlas o revocarlas.

Si bien es necesaria la expresión de agravios como regla general, lo que limita la litis de la segunda instancia (revisión), en los casos en que se admite la suplencia de la deficiencia de la queja, la litis se abre, por la obligación del tribunal de alzada de examinar de oficio todos los aspectos de la controversia constitucional; incluso en los casos en que el recurso es de estricto derecho, no puede afirmarse que la litis en la alzada sea cerrada del todo, pues debe examinarse de oficio la procedencia del juicio de amparo, pudiendo sobreseerse invocando causales distintas a las que haya tomado en cuenta el A Quo.

Respecto de los efectos de la resolución del recurso, por regla general no existe el reenvío, lo que significa que el tribunal revisor, en caso de considerar incorrecta la sentencia recurrida, la revoca o anula (iudicium rescindens) dictando en el mismo acto la determinación que la sustituye (iudicium rescisorium); sin embargo, cuando se advierten violaciones de procedimiento en el juicio de amparo, el tribunal de alzada sólo anula o revoca la determinación recurrida y ordena reponer el procedimiento a partir de la violación, por lo que, en esos casos, sí existe el reenvío y el expediente se devuelve al A Quo para que vuelva a desahogar el trámite del juicio y a dictar sentencia.

Por lo anterior, podemos afirmar que la denominación del recurso (revisión), no corresponde a su naturaleza jurídica, advirtiéndose que en la primera Ley Orgánica Reglamentaria de los artículos 101 y 102 de la Constitución, promulgada el 30 de noviembre de 1861, la denominación del recurso era conforme a las reglas generales de los juicios ordinarios, pues se le llamaba apelación y súplica, según conociera un tribunal de circuito o la Suprema Corte.

Es en el segundo ordenamiento que regula el juicio de amparo
 que aparece la denominación actual del recurso, pero nótese que el nombre de revisión no se usó como sustantivo, sino como verbo que indicaba la facultad de la Suprema Corte de revisar, de oficio, la sentencia del juez de distrito, quien ni siquiera tenía oportunidad de ejecutarla antes de la revisión de la Corte, pues debía remitirle los autos “inmediatamente”.

El mismo sistema se estableció en la Ley Orgánica de los Artículos 101 y 102 de la Constitución Federal, promulgada el 14 de diciembre de 1882; en ambos ordenamientos el Congreso partió de la base de que la Constitución de 1857 encomendaba a la Suprema Corte de Justicia de la Nación la resolución del juicio de amparo y no se daba tal facultad expresamente a los jueces de distrito, por lo que éstos emitían una sentencia que técnicamente constituía una mera opinión mientras no fuera revisada por la Suprema Corte y que sólo podía ejecutarse después de que dicho Alto Tribunal resolviera en definitiva.

El sistema cambió hasta la Ley de Amparo de 30 de diciembre de 1935, en que se suprimió la revisión oficiosa de las sentencias de los jueces de distrito, aunque se conservó la denominación de “revisión” para el recurso en virtud del cual los tribunales de circuito o la Suprema Corte conocían en segunda instancia de los juicios de amparo; es una lástima que no haya habido discusión del proyecto de esta ley, pues conforme al Diario de Debates de la Cámara de Diputados, la Comisión Revisora del Dictamen se limitó a hacer suyo el proyecto por la premura del tiempo, aduciendo que era patente la necesidad de contar con una nueva regulación de tan importante materia, por lo que se sometió a votación y se aprobó sin discusión; ello impide conocer si el legislador tuvo en mente alguna razón especial para mantener la denominación de la institución, además de la inercia de continuar empleando una expresión ya arraigada, para entonces, en la práctica judicial.

Ahora bien, deben distinguirse dos casos genéricos de procedencia del recurso de queja: 

En el primer supuesto se comprenden los casos en que se recurren resoluciones de la autoridad que tramita el juicio de amparo; en estos casos corresponde resolver el recurso de queja a la Suprema Corte o al Tribunal Colegiado de Circuito, y no existe ninguna diferencia esencial con el recurso de revisión, del que conocen los mismos superiores; las diferencias son secundarias, pues se refieren a los términos para la interposición, a la autoridad ante la cual se presenta el escrito con los agravios y las pruebas con las que se resuelve el recurso, que en el caso de la queja es únicamente el informe del A Quo, mientras que en la revisión se remite el expediente completo al tribunal Ad Quem. 

El hecho de que en la queja no pueda el recurrente ofrecer ni desahogar pruebas, quedando limitado al material probatorio que remita el Juez o Tribunal A Quo, afecta una de las formalidades esenciales del procedimiento en la segunda instancia pues el recurrente no tiene oportunidad de aportar pruebas, ni siquiera señalar constancias para que el superior pueda contar con toda la información necesaria para resolver el recurso.

En estos casos, la naturaleza procesal de la queja es igual a la del recurso de revisión, pues la Suprema Corte o el Tribunal Colegiado debe determinar si la resolución recurrida es o no correcta, lo cual es conforme además con el origen histórico de la institución, pues desde la primera ley reglamentaria del amparo se establecía la posibilidad de que, en virtud de la queja, la Suprema Corte revisara los actos del Juez de Distrito, pudiendo confirmar, revocar o modificar las determinaciones recurridas. En la práctica, existe una diferencia adicional; cuando se resuelve un recurso de revisión, el tribunal que conoce del mismo expresa en uno de sus puntos resolutivos si confirma, revoca o modifica la resolución recurrida, en tanto que al resolverse un recurso de queja, lo único que se expresa es si se declara fundado o no, sin especificar que se revoca, se confirma o se modifica la resolución recurrida, lo cual no tiene ningún fundamento legal y en la mayoría de los casos provoca confusión, pues los alcances de la resolución deben interpretarse por la autoridad contra la cual se promovió la queja, derivándolos de los razonamientos contenidos en las consideraciones de la resolución.

Si a lo expuesto se agrega que la diversa reglamentación de supuestos de procedencia de la revisión y de la queja ocasiona conflictos y problemas para las partes en el juicio de amparo, quienes deben elegir entre dos recursos que, tramitándose en forma distinta, son resueltos por las mismas autoridades, y que, en caso de error en la denominación del recurso intentado el recurrente, éste queda indefenso porque el tribunal revisor no puede cambiar el recurso intentado, se comprenderá la necesidad de eliminar la queja como figura autónoma en los casos en que se recurren determinaciones de la autoridad que tramita el juicio de amparo (tribunal unitario, Juez de Distrito o superior de la autoridad responsable), para dejar como único recurso en estos casos la revisión, de acuerdo con el espíritu del juicio de amparo, que tiende a trámites sencillos, claros, que no constituyan trampas procesales sino que permitan dirimir las controversias en el fondo.

Otro argumento que apoya la propuesta anterior lo constituye la exigencia lógica de que el juicio de amparo constituya un sistema congruente, en el que se apliquen correctamente las conclusiones obtenidas en los estudios de teoría procesal, que ya se comentaron.

Son dos las posibles objeciones que pudieran hacerse a las consideraciones anteriores. La primera sería que la naturaleza propia de cada recurso impide la inclusión de uno  en el otro. La segunda sería que los casos en que procede la queja se resuelve mediante un procedimiento más ágil y rápido que el previsto para la revisión. Ambas objeciones son infundadas.

En cuanto a la naturaleza de los recursos, consideramos que ya se demostró, mediante el estudio de la evolución de la regulación de la queja, que originalmente constituye un medio para provocar la revisión de la actuación del Juez de Distrito por parte de las autoridades superiores, por lo que su naturaleza no es distinta de la de la revisión, lo que se confirma con el hecho de que la misma autoridad que conoce de la revisión resuelve la queja cuando ésta se dirige contra determinaciones de la autoridad que tramita el juicio de amparo, sea un Tribunal Unitario, un Juez de Distrito o el superior del tribunal a quien se impute la violación de garantías.

Analicemos ahora los distintos casos de procedencia de la queja establecidos por el artículo 95 de la Ley de Amparo, para determinar en cuáles se está en presencia de un recurso y en cuales técnicamente el problema debe resolverse incidentalmente.

De las resoluciones emitidas por la autoridad que tramite el juicio de amparo, procede la queja contra el auto que admite una demanda que el recurrente considere notoriamente improcedente, las determinaciones que no admiten expresamente revisión pero causan gravamen no reparable en la sentencia o se dictan después de pronunciada ésta, las interlocutorias dictadas en el incidente de daños y perjuicios derivados de la suspensión, y el de cumplimiento sustituto de una ejecutoria de amparo, además de las resoluciones sobre suspensión provisional, así como las que resuelvan quejas contra autoridades responsables (caso conocido como “queja de queja”). 

La materia del recurso contra la admisión de una demanda no difiere substancialmente del caso previsto en la fracción I del artículo 83 de la Ley de Amparo, que establece la revisión contra el auto que desecha o tiene por no interpuesta una demanda de amparo; en ambos casos, el problema a dilucidar en el recurso es si el juicio de amparo resulta manifiesta e indudablemente improcedente o no, por lo que no existe justificación alguna para que la misma cuestión de fondo se resuelva mediante dos instituciones distintas según la autoridad de primera instancia en el juicio de amparo determine si admite o no una demanda.

La queja contra las interlocutorias dictadas en los incidentes de daños y perjuicios (cumplimiento sustituto de una ejecutoria de amparo) no difiere esencialmente de la revisión prevista en la fracción III del artículo 83 mencionado, que se refiere a las interlocutorias dictadas en el incidente de reposición de autos
, único incidente que se tramita como de previo y especial pronunciamiento en el juicio de amparo; lo anterior, porque en ambos casos se trata de recurrir interlocutorias, es decir, determinaciones dictadas para poner fin a incidentes dentro del juicio de amparo, por lo que a fin de que el sistema de recursos quede estructurado en forma lógica, deben considerarse conjuntamente. 

La queja contra resoluciones de suspensión provisional resulta igualmente de naturaleza semejante a la revisión prevista en la fracción II del artículo 83, que se refiere a los autos en conceden, niegan, modifican o revocan, o bien niegan modificar o revocar la suspensión definitiva, por lo que pueden incluirse sin problemas de naturaleza en la revisión, pues en última instancia el problema a dilucidar es si procede o no la suspensión, provisional o definitiva, así como los términos en que debe decretarse, en su caso.

Aquí podría objetarse que en el amparo directo son las autoridades responsables las que resuelven sobre la suspensión y que por lo mismo no puede proceder la revisión; sin embargo, en este caso, las autoridades responsables no actúan como parte en el juicio de amparo, sino como autoridad dentro del trámite del mismo, auxiliando a la Justicia Federal,  y por ello sus determinaciones en estas circunstancias son resoluciones dictadas por la autoridad que tramita el juicio de amparo y por lo mismo deben recurrirse igualmente por medio de la revisión prevista en la citada fracción II del artículo 83 de la ley de amparo, pues una vez más, el problema consiste en determinar si procede o no la suspensión y los términos en que, en su caso, debe decretarse.

La segunda objeción contemplada se refería a la diferencia entre los trámites de la revisión y de la queja, dado que a primera vista podría decirse que el recurso de queja tiene un trámite más ágil y breve que la revisión, derivado de la urgencia para resolver las cuestiones materia del primer recurso citado; sin embargo, el recurso de queja, cuando se tramita contra actos del Juez de Distrito, debe resolverse en 28 días hábiles, o 25 cuando el acto recurrido emana de una autoridad responsable, mientras que la revisión debe resolverse en 25 días cuando conoce de ella un Tribunal Colegiado, caso mucho más frecuente que aquél en que conoce de la revisión la Suprema Corte de Justicia de la Nación, en que el trámite alcanza los 55 días.

Lo anterior deriva de que, una vez interpuesto el recurso de queja, debe calificarse por parte del Presidente del Tribunal Colegiado o del Pleno o Salas de la Suprema Corte, para lo cual disponen de un día para dictar el acuerdo, más otro que corresponde a la notificación del mismo; si se admite el recurso, se pide informe al juez o autoridad responsable, quienes deben rendirlo en el plazo de tres días, contados a partir del siguiente a la fecha en que reciban la notificación respectiva; después, debe darse vista al Ministerio Público Federal, para lo cual deben emplearse otros dos días, uno para el acuerdo y otro para la notificación respectivos; transcurridos los tres días de la vista mencionada, debe turnarse el expediente a proyecto de resolución, para lo cual debe dictarse otro acuerdo y notificarse (dos días más); finalmente, debe dictarse la resolución en el plazo de diez días, si el acto recurrido proviene de la autoridad que tramita el juicio de amparo, o de tres días si proviene de la autoridad responsable.


La revisión se tramita como sigue: interpuesto el recurso, el juez o autoridad que tramita el juicio de amparo, dicta un acuerdo en que tiene por interpuesto el recurso y ordena remitir el expediente, o las constancia necesarias, con el recurso y una copia del mismo, a la Suprema Corte o al Tribunal Colegiado de Circuito que corresponda, para lo cual deben considerarse un día para el acuerdo y otro para la notificación; llegado el expediente al tribunal que debe substanciar el recurso, su Presidente califica la procedencia y, en caso de admitirlo, notifica al Ministerio Público para efectos de su pedimento, requiriéndose un día para el acuerdo y uno más para la notificación; dentro del término de cinco días se turna el asunto al magistrado ponente, o diez días en caso de turno al ministro relator, quienes deben formular proyecto, en treinta días el ministro, para que en diez días más se resuelva por el Pleno o la Sala de la Suprema Corte, en tanto que en los Tribunales Colegiados de Circuito, en el plazo de quince días posteriores al turno al magistrado ponente se debe dictar la resolución.

En todos los casos deben agregarse los días que dilaten las comunicaciones entre los órganos que intervienen si no radican en el mismo lugar.

De lo anterior se desprende que la diferencia de trámite no constituye un criterio suficientemente trascendente para diferenciar los recursos de queja y de revisión; el único caso en el cual la queja efectivamente se tramita en una tiempo mucho menor que la revisión lo constituye la queja contra las determinaciones sobre suspensión provisional, en cuyo caso el trámite debiera completarse en cuatro días hábiles; sin embargo, la objeción en este caso puede superarse estableciendo plazos específicos para la revisión que permitan en estas circunstancias, la pronta resolución del recurso, pues de todas formas quien dicta la resolución es el mismo órgano superior (Suprema Corte o Tribunal Colegiado), sin que ello afecte la integridad del sistema propuesto.

2. El recurso de inconformidad

Por lo que hace a la inconformidad, actualmente se establece contra las resoluciones dictadas en el incidente de inejecución de sentencia, pero su naturaleza es, al igual que la revisión, la de una apelación; es decir, la apertura de la segunda instancia para que el superior jerárquico, en este caso la Suprema Corte, confirme, modifique o revoque la resolución del inferior, incluso con litis abierta porque el tribunal Ad Quem puede investigar e integrar más elementos de convicción que los aportados en primera instancia y resolver libremente, sin sujetarse a los términos de la promoción de inconformidad.

Por ello, como ya precisamos, consideramos que debe eliminarse como figura autónoma e incluirse dentro de los casos de procedencia del recurso de revisión, para mantener la coherencia y unidad del sistema de recursos.

Por lo antes expuesto, propongo que se reestructure el sistema de recursos de la Ley de Amparo en los siguientes aspectos:

1. Eliminar la queja como recurso autónomo.

2. Los casos actualmente previstos como supuesto de procedencia de la queja, en que se recurren determinaciones de los Tribunales Unitarios de Circuito, de los Jueces de Distrito o de la autoridad que conoce del juicio conforme al artículo 37 de la Ley de Amparo, deben incluirse dentro de los casos de procedencia del recurso de revisión.

3. Los casos previstos actualmente como hipótesis de procedencia del recurso de queja, en que se recurren actos de autoridades responsables, deberán trasladarse al capítulo dedicado a los problemas de incumplimiento o desobediencia de las determinaciones dictadas en los juicios de amparo.

4. Eliminar el recurso de inconformidad y sustituirlo por la revisión ante la Suprema Corte de Justicia de la Nación, generalizando la procedencia de la revisión contra todas las resoluciones interlocutorias que se pronuncien en un juicio de amparo.

5. Establecer el “incidente de desobediencia” como figura procesal autónoma, para determinar si una autoridad, distinta a la que tramita el juicio de amparo, incurre en exceso, defecto o incumplimiento de una determinación dictada en un juicio de amparo, o no, debiéndose incluir en el mismo los problemas de repetición de acto reclamado; contra la determinación que resuelva dicho incidente procederá la revisión, por tratarse de una interlocutoria.

6. Implementar un sistema de sanciones progresivas a la desobediencia: una primera multa de diez a quinientos días de salario; una segunda multa de quinientos a mil días de salario y, finalmente, la sanción máxima sería la separación del cargo y la inhabilitación por uno a diez años, para ocupar cualquier empleo, cargo o comisión públicos, seguidas de la consignación ante el Juez de Distrito para ser juzgado por desobediencia.

7. Establecer que las multas serán pagadas del patrimonio del servidor público sancionado y prohibir que se apliquen a ellas recursos públicos.

Artículo 83.- Procede el recurso de revisión: 

I.- Contra las resoluciones de los Tribunales Unitarios de Circuito
, de los Jueces de Distrito o del superior del tribunal responsable, en su caso, que admitan, desechen o tengan por no interpuesta una demanda de amparo;

II.- Contra las resoluciones de los Tribunales Unitarios de Circuito, de los Jueces de Distrito o del superior del tribunal responsable, en su caso, en las que:

a).- Concedan o nieguen la suspensión, sea provisional, definitiva o de oficio;

b).- Modifiquen o revoquen el auto en que concedan o nieguen la suspensión;

c).- Nieguen la modificación o revocación a que se refiere el inciso anterior;

III.- Contra los autos de sobreseimiento y las interlocutorias dictadas en cualquier incidente, incluido el de desobediencia; también serán revisables las determinaciones que, en este último tengan por cumplida correctamente la determinación dictada en el juicio de amparo, así como aquéllas en que se impongan las sanciones a que se refiere el artículo 108 bis de esta ley.

IV.- Contra las sentencias dictadas en la audiencia constitucional por los Tribunales Unitarios de Circuito, por los Jueces de Distrito o por el superior del tribunal responsable, en su caso. Al recurrirse tales sentencias deberán impugnarse también las determinaciones pronunciadas en la citada audiencia.

V.- …

VI.- Contra las resoluciones de los Tribunales Unitarios de Circuito, de los Jueces de Distrito o del superior del tribunal responsable, en su caso, que afecten las defensas del recurrente y trasciendan al resultado del fallo constitucional
; o contra las que se dicten después de fallado el juicio en primera instancia
. 

En todos los casos a que se refiere este artículo […]
(Germán Eduardo Baltazar Robles, Tomo I, páginas 45, 46, 47, 50, 51, 52, 56, 57, 58, 59, 60, 61, 62, 69, 70, 78, 79, 81 y 82)

Como de todos es conocido, en atención a que el recurso de revisión  solamente procede en las diversas cinco fracciones de que está integrado el articulo 83 de la ley de la materia, hay interesados que, por tal motivo, interponen recurso de queja contra e! acuerdo que resuelve sobre la suspensión de plano.

Consiguientemente, si el pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, en la jurisprudencia 1/96, ya decidió que en la hipótesis indicada el procedente es el recurso de revisión, considero pertinente que para llenar la laguna existente debería adicionarse el artículo citado, en su fracción II (que es la que se refiere a los casos en que cabe revisión tratándose de la suspensión), con un inciso más en que se establezca precisamente que cabe dicho medio de defensa contra el acuerdo en que se niegue o conceda la suspensión de plano.

Dicha jurisprudencia aparece publicada en la novena época del Semanario Judicial de la Federación, tomo III, marzo, página 73, y es del tenor siguiente: 

"SUSPENSIÓN DE PLANO DEL ACTO  RECLAMADO.   PROCEDENCIA  DEL  RECURSO  DE REVISION CONTRA EL AUTO QUE LA NIEGA O CONCEDE.-  Si bien el artículo 83 de la Ley de Amparo no señala expresamente que proceda el recurso de revisión contra las resoluciones que concedan o nieguen la suspensión de plano de los actos reclamados, el artículo 89 de esta Ley, que regula el trámite de este recurso, en su tercer párrafo implícitamente establece su procedencia al disponer que “tratándose del auto en que se haya concedido o negado la suspensión de plano, interpuesta la revisión, sólo deberá remitirse al Tribunal Colegiado de Circuito copia certificada del escrito de demanda, del auto recurrido, de sus notificaciones y del escrito u oficio en que se haya interpuesto el recurso de revisión, con expresión de la fecha y hora del recibo.” La omisión en el artículo 83 deriva, indudablemente, de una deficiente redacción legislativa. No sobra abundar que la suspensión de plano, por sus características, es equiparable a la suspensión definitiva que se decreta en el incidente de suspensión, en tanto que surte sus efectos hasta que se decide en definitiva el juicio en lo principal, sin estar sujeta a una resolución interlocutoria". (Jorge Figueroa Cacho, Tomo I, Páginas 394 y 395)

V.-  Contra las resoluciones que dicten los Jueces de Distrito, o el superior del tribunal a quien se impute la violación en los casos a que se refiere el artículo 37 de esta ley, durante la tramitación del juicio de amparo o del incidente de suspensión y que, pro su naturaleza trascendental y grave, puedan causar daño o perjuicio  a alguna de las partes, no reparable en la sentencia definitiva;  o contra las que se dicten después de fallado el  juicio en primera instancia, cuando no sean reparables por las mismas autoridades o por la Suprema Corte de Justicia con arreglo a la ley;
  VI.  Contra las sentencias dictadas en la audiencia constitucional por los Jueces de Distrito, o por el superior del tribunal responsable, en los casos a que se refiere el artículo 37 de esta ley. Al recurrirse tales sentencias deberán, en su caso, impugnarse los acuerdos pronunciados en la citada audiencia; y 

VII. Contra las resoluciones que en materia de amparo directo pronuncien los Tribunales Colegiados de Circuito, cuando decidan sobre la constitucionalidad de leyes federales o locales, tratados internacionales, reglamentos expedidos por el presidente de la República de  acuerdo  con  la  fracción  1  del  artículo  89 constitucional y reglamentos de leyes locales expedidos por los gobernadores de los Estados, o cuando establezcan la interpretación directa de un precepto de la Constitución.
La   materia   del   recurso   se   limitará exclusivamente,  a  la  decisión  de  las  cuestiones propiamente constitucionales, sin poder comprender otras. 

 VIII.   Contra las resoluciones que dicten los Jueces de Distrito, el Tribunal que  conozca o haya conocido del juicio conforme al artículo 37, o los Tribunales Colegiados de Circuito  en los casos a que se refiere la fracción IX del artículo 107 de la Constitución Federal, respecto de las quejas interpuestas ante ellos conforme al artículo 98;

IX.-    Contra las resoluciones que pronuncien los Jueces de Distrito en el caso previsto en la parte final del artículo 105 de este ordenamiento.
En todos los casos a que se refiere este artículo, la parte que obtuvo resolución favorable a sus intereses, puede adherirse a la revisión interpuesta por el recurrente, dentro del término de cinco días, contados  a partir de la fecha en que se le notifique la admisión del recurso, expresando los agravios correspondientes; en este caso, la adhesión al recurso sigue la suerte procesal  de éste. 

Se propone adicionar el siguiente artículo:

Artículo 83 bis. Cuando el Tribunal revisor advierta que en lugar de la revisión procede un diverso medio de impugnación, de oficio adoptará las medidas pertinentes  para  tramitar  el  que  legalmente corresponda. (Sergio Pallares y Lara, Tomo I, páginas 502 a 504)
Art. 83.- Procede el recurso de revisión: 

I.- Contra las resoluciones de los jueces de distrito o del superior del tribunal responsable, en su caso, que desechen o tengan por no interpuesta  una demanda de amparo; en los casos de las fracciones I y III, la competencia corresponderá a las salas unitarias de los tribunales colegiados de circuito. 

II.-  Contra las resoluciones de los jueces de distrito o del superior del tribunal responsable, en su caso, en las cuales: a)...; b)...; c)... .

Cuando ya exista jurisprudencia de la Suprema Corte de Justicia de la Nación sobre la materia del asunto la competencia corresponderá a las salas unitarias de los tribunales colegiados de circuito. (Juan Manuel Arredondo Elías, Tomo I, páginas 678 y 679)

TEMA: "LA PROCEDENCIA DEL RECURSO DE REVISIÓN ADHESIVA INTERPUESTO ANTE EL JUEZ DE DISTRITO."

Es una inquietud generalizada en nuestra sociedad, el que se cuente con un sistema de leyes coherente; en que armonicen debidamente los supuestos normativos que contempla para así evitar confusión en la aplicación de la ley respecto de un mismo hecho previsto o intuido por el legislador.

En tal sentido es necesario hacer una revisión constante de las leyes en vigor para que no queden superados por la realidad social y así mantengan su utilidad y servicio. Lo mismo puede decirse de aquellos ordenamientos que acusan cierta ambigüedad en su redacción y por ello puedan dar lugar a diversas interpretaciones que a su vez originen confusión en su aplicación, con la consecuente inseguridad jurídica para los gobernados cuando se aplique uno u otro criterio sobre una misma situación.

Ejemplos de lo anterior son muchos y variados, algunos de ellos que aún siendo reconocidos como errores han sido asimilados tanto por autoridades como por litigantes, obedeciendo lo anterior un poco por costumbre y otro poco por pragmatismo; en esa circunstancia se observa que ambas partes han llegado a procurar una observancia que sea lo más ajustado posible a lo escrito en la ley. Tal es el caso de nuevos detalles que se encuentran en las legislaciones procesales y en la Ley de Amparo reglamentaria de los artículos 1 03 y 1 07 constitucionales.

Ahora bien uno de esos casos de inexactitud es el que versa sobre el llamado recurso de revisión adhesiva previsto en la precitada Ley de Amparo en su artículo 83; fracción V, último párrafo y en especial la procedencia de tal recurso cuando el escrito relativo es presentado ante el Juez de Distrito que conoció del asunto.

Efectivamente, es la revisión adhesiva el medio de impugnación de ejercicio menos frecuente que se da en el juicio de amparo, recurso que tiene como finalidad el dar ocasión a la parte que ha vencido en el juicio constitucional de hacerse escuchar por la autoridad revisora, con el objeto de allegarle fundamentalmente más elementos para que confirme aun por diversas causas la resolución de que se trate y en la parte que le fue desfavorable sea revocada siguiendo los lineamientos de la tesis correspondiente a la Novena Epoca7 en la Instancia del Pleno de la Suprema Corte de justicia de la Nación, publicada en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, en el Tomo IV, correspondiente al mes de Noviembre de 1996, en la página: 141 y que a la letra señala:

REVISION ADHESIVA. QUIEN LA HACE VALER PUEDE EXPRESAR AGRAVIOS TENDIENTES NO SOLO A MEJORAR LAS CONSIDERACIONES DE LA SENTENCIA EN LA PARTE RESOLUTIVA QUE LE FAVORECE, SINO TAMBIEN A IMPUGNAR LAS DE LA PARTE QUE LE PERJUDICA. La adhesión al recurso de revisión prevista por el artículo 83, fracción V, último párrafo, de la Ley de Amparo, tiene por finalidad que quien obtuvo sentencia favorable pueda expresar agravios que integren la litis de segunda instancia, cuando su contrario a través del recurso de revisión impugnó la parte que le perjudica; agravios que pueden relacionarse con una materia diversa a la que es objeto de los argumentos vertidos por el recurrente, en tanto que al interponerse el recurso de revisión surge para quien obtuvo sentencia favorable el derecho a expresar agravios encaminados a fortalecer las consideraciones de la sentencia que orientaron al resolutivo favorable a sus intereses, y también a impugnar las que concluyan en un punto decisorio que le perjudica. Esto obedece a que quien obtiene un fallo que le favorece parcialmente tiene legitimación activa, en la medida del agravio, para interponer el recurso de revisión dentro de los diez días siguientes a la notificación de la sentencia y el hecho de no hacerlo solamente implica que hasta ese momento queda conforme con el resultado obtenido, porque tiene una sentencia que es parcialmente benéfica a sus intereses y no tiene la intención de continuar el litigio por todas las consecuencias inherentes del trámite de la segunda instancia; pero cuando otra de las partes en el juicio de amparo se inconforma con esa sentencia y hace valer el recurso de revisión, la pasividad mantenida hasta antes de la admisión del recurso, no supone que ha consentido el aspecto del fallo que le perjudica, porque la ley en la disposición que se analiza le otorga el derecho a adherirse a la revisión y expresar los agravios correspondientes, sin taxativa alguna, pues no limita el objeto de éstos a fortalecer las consideraciones de la sentencia que derivan en la parte resolutiva favorable, sino que la redacción genérica de la ley al establecer "los agravios correspondientes", comprende también la impugnación de las consideraciones que le perjudican y hayan producido un punto resolutivo expreso, contrario a sus intereses. Una limitación sobre el particular no puede deducirse de lo establecido por el citado precepto legal en cuanto a que la revisión adhesiva sigue la suerte "procesal" de la principal, ya que también señala que el recurrente adhesivo expresará los agravios que correspondan, es decir, que exponga los agravios que a su derecho convengan. En este orden de ideas, queda justificado ocuparse de los agravios expuestos en la adhesión, porque aun cuando su contenido tiende a impugnar la parte de la sentencia que le perjudica al que la hace valer y no a mejorar las consideraciones de la parte resolutiva que le favorece, ello es acorde con la finalidad de ese medio procesal de defensa.

En este caso cobra singular importancia la interposición de dicho recurso de revisión adhesiva, pues el desacierto en su presentación puede motivar su improcedencia.

En ese orden de ideas es la intención de la presente ponencia poner a su consideración una base sólida respecto de la improcedencia de dicho recurso, cuando el mismo es promovido ante un Juez de Distrito, pues se aprecia en la Ley de Amparo una falta de técnica legislativa y jurídica, consistente en que por costumbre derivada de la propia práctica forense no se distingue el hecho materia de excepción relativa a la interposición de tal recurso, esto es, que por principio se confunden los conceptos de procedencia y temporalidad por la inadecuada redacción del texto legal. Entendiendo por procedencia como la idoneidad del recurso o acción intentada y temporalidad como el término dentro del cual deba ejercitarse dicha acción o recurso.

Primeramente es de precisarse que los más connotados y reconocidos doctrinarios nacionales que han escrito sobre el juicio de amparo en manera alguna han sido imprecisos respecto del contenido, técnica y alcances del recurso que aquí nos ocupa, pero también son claramente omisos respecto del problema específico que se plantea.

Esto es, que ninguno de los tratadistas y que de alguna forma constituyen la base teórica y doctrinal de la mayoría, por no decir todos, los abogados e investigadores del juicio de amparo, han plasmado en alguna de sus reconocidas obras la procedencia de la revisión adhesiva cuando el escrito relativo es presentado ante un Juez de Distrito, no obstante que es un tema relacionado con los estudios que han publicado.

Es importante recalcar el hecho de que la Ley de Amparo hasta en recientes tiempos no incluía este recurso, por lo que se infiere que fue motivado por la necesidad de la práctica forense derivada del ejercicio de la acción Constitucional, y que se hace consistir en el hecho de que anteriormente a la reforma de veintitrés de diciembre de mil novecientos ochenta y siete, publicada en el Diario Oficial de cinco de enero de mil novecientos ochenta y ocho, misma que entró en vigor el día quince del mismo mes y año; la parte que había obtenido el amparo y protección de ¡a Justicia de la Unión, no tenía forma o medio alguno que le legitimara en la segunda instancia del juicio de garantías, coartándose de esta forma y en la última instancia la triangulación procesal del procedimiento.

En mérito de lo antes expuesto, se considera que debe señalarse lo siguiente: primeramente, por su propia naturaleza se colige que la revisión adhesiva como tal, no es propiamente un recurso, sino un medio de defensa en sentido amplio que garantiza, a quien obtuvo sentencia favorable, la posibilidad de expresar agravios tendientes a mejorar y reforzar la parte considerativa de la sentencia que condujo a la resolutiva favorable a sus intereses y también a impugnar las consideraciones del fallo que concluya en un punto decisorio que le perjudica.

Así las cosas, se tiene que con fundamento en lo artículo 83, fracción V de la Ley de Amparo, se puede establecer en casos en que la sentencia del Juez de Distrito beneficie en una perjudica a uno de los contendientes, la revisión adhesiva opera en dispuesto en el válidamente que parte y en otra ambos sentidos y por tanto sus agravios pueden versar sobre temas no contemplados en la sentencia por el Juez Federal y que vienen a fortalecer su decisión e incluso, dado el caso, a provocar el hecho de revocar la decisión parcialmente en cuanto a la parte que le perjudique en sus intereses; siendo ésta la razón por la que la adhesión sigue la suerte procesal del recurso.

Lo anterior se denota más claramente, si se toma en cuenta que si el recurso de revisión principal o directa se declara improcedente, la adhesiva debe seguir la misma suerte procesal de aquel, lo que se señala prístinamente en la fracción V del artículo 83 de la ley reglamentaria del juicio de garantías, máxime que en ese supuesto no habrá razón alguna para que la revisión adhesiva sea substanciada.

Bajo tal tesitura, se concluye que la adhesión al recurso de revisión directa tiene por objeto que el Tribunal Colegiado de Circuito proporcione otros fundamentos diversos, para mejorar las consideraciones que sustentan la sentencia recurrida a fin de que ésta subsista y también el de combatir la parte de la resolución que resultó adversa a los intereses de la adherente.

Así pues, se tiene que la adhesión no es un recurso autónomo independiente y distinto de la revisión directa, sino que persigue el que en la parte considerativa de la sentencia se den esencialmente otros fundamentos diversos que los expresados por el A-quo Constitucional, por considerar que éstos puedan ser erróneos, débiles o faltos de fundamentación, lo que ocasionaría con razón, el temor justificado en que por tal circunstancia el fallo que le beneficia sea revocado por el superior.

Por otra parte, la condición especial de tal recurso, explica que la ley ordena que si el litigante afectado desiste de la revisión directa, corra igual suerte la adhesiva, ya que en este supuesto la parte adherida no sufre daño ni perjuicio alguno.

Estas consideraciones se concretan en la disposición contenida en el último párrafo del articulo 83 de la Ley Reglamentaria de los artículos 103 y 107 Constitucionales en el que se dispone que "la adhesión al recurso de revisión sigue la suerte procesal de éste".

Ahora bien, la importancia del tema radica en la situación de las múltiples confusiones que acarrea la interpretación del artículo 83, último párrafo, de la Ley de Amparo, y que origina la confusión entre las partes del juicio de amparo consistente en que no se contiene la expresión comúnmente utilizada de que "lo accesorio sigue la suerte de lo principal", sino la de que la adhesión al recurso de revisión "sigue la suerte procesal de éste", lo que significa que si los agravios del revisionista son fundados, procede entonces estudiar los agravios de la adhesión, examen que se omite en caso contrario. Luego, la frase aludida no tiene el alcance que se le da en la mayoría de las interposiciones del aludido recurso, o sea, el de que la presentación del ocurso de revisión adhesiva deba hacerse también, al igual que el de la revisión principal, ante el mismo juez de Distrito. Se corrobora lo anterior por el hecho de que si el término pala adherirse se cuenta "a partir de la fecha en que se le notifique la admisión del recurso", es obvio que ese plazo se inicia después de que se notifica el auto por el que el Tribunal Colegiado de Circuito correspondiente admita la revisión principal, habida cuenta que es el presidente del mismo el único que puede admitirla o desecharla, según lo dispone el articulo 90, párrafo inicial, de la Ley de Amparo Dicho de otra manera: si el presidente del Tribunal Colegiado respectivo es quien admite o desecha el recurso de revisión principal, y si la adhesión debe interponerse en cinco días contados a partir de la fecha de la notificación en que se admite dicho recurso, resulta claro que es hasta que se notifica la admisión de la revisión, por el presidente del Colegiado, cuando empieza a correr el término para adherirse, pues es hasta entonces cuando le nace el derecho al citado recurrente, de ahí que si tal derecho lo ejercita antes de ese momento procesal, interponiendo su recurso adhesivo ante el Juez de Distrito, después de tener por interpuesta la revisión principal, se expone a que sea desechado por improcedente dicho recurso de revisión adhesivo, pues resulta obvio que serán remitidos simultáneamente los recursos tanto principal como adhesivo y al acordarse la admisión en primer término del principal, es claro, que inmediatamente no se puede proveer sobre la admisión del recurso adhesivo, por que no se da el requisito que señala el artículo 83 último párrafo, relativo a que esté notificada la admisión del recurso de revisión principal y por tanto, es evidente su improcedencia, ya que se ha ejercitado un derecho que aun no ha nacido conforme a la ley, pues estimar lo contrario a manera de ejemplo equivaldría a tener por debidamente interpuesto un recurso de revisión principal cuando aun no se ha dictado la sentencia en la audiencia Constitucional por el Juez de Distrito, por tanto, se reitera, que los aludidos cinco días empiezan a correr después de la notificación de la admisión del recurso por el presidente del Tribunal Colegiado de Circuito que conozca del asunto y sólo hasta entonces es factible acordar sobre el recurso de revisión adhesivo. (Gonzalo Hernández Cervantes, Tomo II, páginas  777 a 779)
Por otra parte, considero conveniente que se establezca expresamente en la nueva Ley de Amparo que en los casos en que el Ministerio Público interponga el recurso de revisión, teniendo el carácter de autoridad ejecutora, no quede sujeto el estudio de los agravios respectivos a que la autoridad ordenadora interponga también dicho recurso, lo cual ha sido establecido por jurisprudencia de esa Corte, ya que tal interpretación del recurso da lugar a que la impugnación por el Ministerio Público como ejecutora resulta nugatorio.

Para tal efecto deberá agregarse un artículo al capítulo XI de la Ley de Amparo el cual podría quedar redactado de la siguiente forma:

Artículo 83…

Cuando el Ministerio Público en un proceso penal interponga el recurso de revisión contra las resoluciones dictadas en los juicios de amparo promovidos contra las resoluciones jurisdiccionales el mismo será independiente de los recursos que hagan valer los jueces penales respectivos. (José Antonio Sam López, Tomo II, página 794)

69.- En cuanto al recurso de revisión, el artículo 83 es correcto salvo dos defectos: que sea motivo del recurso de revisión el auto que rechaza una demanda, sin tomar en cuenta que se puedan causar daños irreparables con el rechazo, pues si no se admite la demanda, no se concede, si es el caso, la suspensión, por lo que la responsable queda en libertad de ejecutar el acto reclamado.  Por tal motivo, por el hecho de que la queja se tramita con más rapidez y porque el auto que admite la demanda es recurrible en queja, el auto que no la admite debe recurrirse, igualmente, mediante la queja; pero por la urgencia que puede haber respecto de la suspensión, deberá interponerse en un plazo de 24 horas y fallarse en 48.

El segundo defecto es, una vez más, los errores redaccionales, ya que se usa y se abusa de la enumeración, que resulta frecuentemente inútil y siempre es posible evitarla. (Jesús A. Arroyo Moreno, Tomo II, página 1081)

La propuesta pretende  ajustar la Fracción II al criterio de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, sobre dicho tema.

La propuesta de adición es con el fin de concordar con el artículo 89, párrafo tercero de la propia Ley de Amparo.

TEXTO CON MODIFICACIÓN

ARTICULO 83.- Procede el recurso de revisión:


I.- Contra las resoluciones de los jueces de Distrito o del superior del Tribunal responsable, en su caso, que desechen o tengan por no interpuesta una demanda de amparo;


II.- Contra las resoluciones de los jueces de Distrito o del superior del Tribunal responsable, en su caso, en las cuales:


a) Concedan, nieguen  o resuelvan cualquier cuestión respecto de  la suspensión definitiva;


b) Modifiquen o revoquen el auto en que concedan o nieguen la suspensión definitiva; y


c) Nieguen la revocación o modificación a que se refiere el inciso anterior;


III.- Contra los autos de sobreseimiento y las interlocutorias que se dicten en los incidentes de reposición de autos;


IV.- Contra las sentencias dictadas en la audiencia constitucional por los jueces de Distrito, o por el superior del tribunal responsable, en los casos a que se refiere el artículo 37 de esta Ley. Al recurrirse tales sentencias deberán, en su caso, impugnarse los acuerdos pronunciados en la citada audiencia.


V.- Contra las resoluciones que en materia de amparo directo pronuncien los Tribunales Colegiados de Circuito, cuando decidan sobre la constitucionalidad de leyes federales o locales, tratados internacionales, reglamentos expedidos por el Presidente de la República de acuerdo con la fracción I del artículo 89 constitucional y reglamentos de leyes locales expedidos por los gobernadores de los Estados, o cuando establezcan la interpretación directa de un precepto de la Constitución.


La materia del recurso se limitará, exclusivamente, a la decisión de las cuestiones propiamente constitucionales, sin poder comprender otras.


En todos los casos a que se refiere este artículo, la parte que obtuvo resolución favorable a sus intereses, puede adherirse a la revisión interpuesta por el recurrente, dentro del término de cinco días, contados a partir de la fecha en que se le notifique la admisión del recurso, expresando los agravios correspondientes; en este caso, la adhesión al recurso sigue la suerte procesal de éste.


 VI.- Contra los acuerdos dictados por los jueces de Distrito o superior de la autoridad responsable, en su caso  que resuelvan sobre las suspensiones de oficio. (María Simona Ramos Ruvalcaba, Tomo II, páginas 1418 a 1422)

CONSIDERACIONES: El precepto legal de referencia, no establece si los agravios en la revisión adhesiva deben limitarse a las consideraciones de la sentencia que se recurre, o si se pueden también impugnarse las partes de tal sentencia en cuanto perjudiquen al recurrente. El Pleno de la H. Suprema Corte de Justicia de la Nación, ha establecido, en las tesis de jurisprudencia que se acompañan a este pliego, como anexos números 2,3, y 4 que se pueden expresar agravios para impugnar ambos extremos. Por consiguiente, debe reformarse el último párrafo del artículo 83 de la Ley de Amparo, para quedar como sigue:

“En todos los casos a que se refiere este artículo, la parte que obtuvo resolución favorable a sus intereses, puede adherirse a la revisión interpuesta por el recurrente, dentro del término de cinco días, contados a partir de la fecha en que se le notifique la admisión del recurso, expresando los agravios correspondientes; en este caso, la adhesión al recurso sigue la suerte procesal de éste. Quien haga valer la citada revisión, puede expresar agravios tendientes no solo a mejorar las consideraciones de la sentencia en la parte resolutiva que le favorece, sino también a impugnar las de la parte que le perjudique.” (Enrique Arizpe Narro, Tomo III, páginas 1601 y 1602)

Como por ejemplo conforme a la Ley Orgánica el recurso de revisión en amparo directo es procedente aunque el Tribunal Colegiado no se pronuncie sobre la constitucionalidad de los actos de una autoridad o no se exprese la interpretación directa de un precepto constitucional, sin embargo de acuerdo a lo dispuesto en los artículos 107 fracción IX de la Constitución y 83 fracción V de la Ley de Amparo, el recurso sería improcedente en las condiciones señaladas. (Jorge Antonio Galindo Monroy, Tomo III, página 1616)

a) En primer lugar creo necesario modificar los textos de la fracción IX del artículo 107 Constitucional y de la fracción V del artículo 83 de la Ley de Amparo, pues con motivo del artículo 10 de la Ley Orgánica del Poder Judicial Federal vigente, la Corte estimó correctamente en contra del texto constitucional y de la Ley de Amparo que el recurso de revisión en el amparo directo procede cuando en la demanda de garantías se hubiere planteado la inconstitucionalidad de una norma aunque en la sentencia el tribunal no se hubiere pronunciado sobre el problema de constitucionalidad planteado o no hubiere establecido la interpretación directa de un precepto constitucional. El criterio de la Corte es correcto porque gracias a él se logra que el tribunal colegiado que conozca el amparo resuelva la litis constitucional planteada, pues antes de esta interpretación bastaba que dicho tribunal con violación a la garantía de audiencia dejara de estudiar el punto de la litis relativo a la constitucionalidad para que el recurso fuera improcedente, lo que a todas luces es antijurídico. (Jorge Antonio Galindo Monroy, Tomo III, página 1643)

V.-    Igual al vigente.

Párrafos dos y tres  iguales al vigente.

MOTIVOS.-   Al proponerse la derogación del precepto que autoriza la jurisdicción concurrente, la referencia que el precepto  vigente hace del superior del Tribunal responsable, deviene innecesaria.  Además, en la fracción IV se contempla  también la posibilidad de recurrir las conductas omisivas, observados en la audiencia  Constitucional. (David Ancira Martínez, Tomo III, páginas 1914 y 1915)

El actual texto del párrafo final de la fracción V del artículo 83 de la Ley de Amparo ha motivado una absurda y equivocada interpretación que deja injustamente en estado de indefensión a los interesados y, por ello, resulta muy necesaria su actualización para hacer cesar las injusticias que a propósito de dicho texto se cometen.

Dicho párrafo establece que la parte que obtuvo resolución favorable podrá acudir en revisión adhesiva dentro del término de cinco días y señala que los mismos se contarán “a partir de la fecha en que se le notifique la admisión del recurso” y no obstante que en la propia Ley de Amparo existe un capítulo específico que regula las notificaciones y en forma expresa, su artículo 34, señala que “Las notificaciones surtirán sus efectos:...desde el día siguiente al de la notificación personal o al de la fijación de la lista...”, el absurdo y equivocado criterio a que me he referido sostiene que: como el artículo 82, fracción V, dice “a partir de que se notifique” (SIC), y no dice “a partir de que surta sus efectos la notificación”, entonces, en este caso, LA NOTIFICACIÓN ES INMEDIATA !!! y el término corre ipso facto.

Como claramente se aprecia y el sólo sentido común permite constatarlo, resulta que sin ningún fundamento el criterio que denuncio pretende que la regla general (de que los términos empiezan a correr cuando la notificación se tiene por hecha, es decir, cuando surte sus efectos) no aplica en el caso de la revisión adhesiva y equivocadamente sostiene que el término corre a partir de que “se notifique la admisión del recurso” (SIC), dejando a su libre arbitrio el establecer “cuando” se debe entender que “se notifica” e ignorando que “se notifica” sólo cuando “la notificación surte efectos” y que así debe ser porque es necesario para saber cuando empieza y cuando termina un término y para que pueda existir certeza de la notificación.

El criterio que denuncio y que es contrario a una correcta interpretación de la Ley de Amparo es siempre dañino y aplicado en casos relevantes o difíciles, arroja una muy lamentable mancha y sospecha sobre los juzgadores que , con tal criterio, tienen por no presentados en tiempo los recursos de revisión adhesiva que así desean estimar y no se sabe si porque de verdad creen que la ley puede interpretarse de esa manera o porque auspician intereses indebidos o sólo por flojera y para ahorrarse el estudio de un “engorroso” asunto.

LA REDACCIÓN QUE RESULTARÍA CON NUESTRA PROPUESTA ES LA SIGUIENTE: 

Artículo. 83.- Procede el recurso de revisión:

I.-...

II.-...

III.-...

IV.-...

V.-...

...

En todos los casos a que se refiere este artículo, la parte que obtuvo resolución favorable a sus intereses, puede adherirse a la revisión interpuesta por el recurrente, dentro del término de cinco días, contados a partir de la fecha en que surta efectos la notificación de la admisión del recurso, expresando los agravios correspondientes; la adhesión al recurso sigue la suerte procesal de éste.

En espera de que la presente sea una aportación útil al importante proyecto que encabeza la Comisión a su cargo, quedo de Ustedes. (Roberto Rodríguez Pérez, Tomo III, páginas 2023 a 2025)

El artículo 83 respecto del recurso de revisión los abobados del foro viven en forma cotidiana y en todas las materias ejecutorias dictadas por los Tribunales Colegiados de Circuito que no tienen pies ni cabeza y que desgraciadamente aunque alguna de las partes salga afectada en sus derechos por el contenido de dichas resoluciones que la mayor de las veces se aparta no sólo de la ley sino de la justicia y de la lógica jurídica, como el ordenamiento en comento es limitativo, ya que sólo permite en su fracción V que procederá dicho recurso cuando dentro de dicha resolución se decida sobre la constitucionalidad de una ley o se establezca la interpretación directa de un precepto de la constitución. Es decir si hubo arbitrariedad o injusticia manifiesta al dictarse una resolución o incluso mala fe por parte de alguno de los colegiados, sencillamente en estos casos no se puede impugnar dicha ejecutoria, por lo que consideramos que se debe de reformar la fracción en comento y a fin de evitar arbitrariedades se permita la procedencia del recurso de revisión cuando las ejecutorias se aparten del contenido de las leyes de cada materia específica. (Ignacio Quesada Castillo, Tomo III, páginas 2117 y 2118)

ARTÍCULO 83. Procede el recurso de revisión:

I. Contra las resoluciones de los Jueces de Distrito o del superior del tribunal responsable,  o de los Tribunales Unitarios de Circuito en su caso, que desechen o tengan por no interpuesta una demanda de amparo;

II. Contra las resoluciones de los Jueces de Distrito o del superior del tribunal responsable,  o del Tribunal Unitario de Circuito, en su caso, en las cuales:

a) Concedan o nieguen la suspensión definitiva;

b) Modifiquen o revoquen el auto en que concedan o nieguen la suspensión definitiva;

c) Nieguen la revocación o modificación a que se refiere el inciso anterior;

III. Contra las resoluciones de sobreseimiento y las interlocutorias que se dicten en los incidentes de reposición de autos;

IV. Contra las sentencias dictadas en la audiencia constitucional por los Jueces de Distrito, o del Tribunal Unitario de Circuito o por el superior del tribunal responsable, en los casos a que se refiere el artículo 37 de esta ley. Al recurrirse tales sentencias deberán, en su caso, impugnarse los acuerdos pronunciados en la citada audiencia; y

V. Contra las resoluciones que en materia de amparo directo pronuncien los Tribunales Colegiados de Circuito, cuando decidan sobre la constitucionalidad de leyes federales o locales, tratados internacionales, reglamentos expedidos por el presidente de la República de acuerdo con la fracción I del artículo 89 constitucional y reglamentos de leyes locales expedidos por los gobernadores de los Estados, o cuando establezcan la interpretación directa de un precepto de la Constitución Federal.

La materia del recurso se limitará, exclusivamente, a la decisión de las cuestiones propiamente constitucionales, sin poder comprender otras.

En todos los casos a que se refiere este artículo, la parte que obtuvo resolución favorable a sus intereses, puede adherirse a la revisión interpuesta por el recurrente, dentro del término de cinco días, contados a partir de la fecha en que se le notifique la admisión del recurso, expresando los agravios correspondientes; en este caso, la adhesión al recurso sigue la suerte procesal de éste. (Oscar Barrera Garza, Tomo III, páginas 2196 y 2197)

En el capítulo concerniente a los recursos en el juicio de amparo y en especial al de revisión en los amparos indirectos, es conveniente que se incluya la facultad de que el Tercero Perjudicado no llamado a juicio o mal emplazado, pueda intentarlo cuando le perjudique la sentencia concesoria del amparo, en atención a que se le causa un perjuicio que es imposible reparar a través de otro medio legal, debiendo hacerlo dentro de los diez días siguientes a que tenga conocimiento del acto. Al respecto, puede invocarse la tesis P./J. 41/98, sustentada por el Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, en sesión privada del 6 de agosto de 1998, derivada de la Contradicción de Tesis 33/93, entre las sustentadas por el Tercer Tribunal Colegiado en Materia Civil del Tercer Circuito y el Tercer Tribunal Colegiado del Sexto Circuito, que se publica en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, tomo VIII, Agosto de 1998, página 65. (Jaqueline Velázquez Ramírez, Tomo IV, página 2795).

OCTAVA: En el recurso de revisión adhesiva incorporar el criterio del Pleno surgido con motivo de la revisión 1673/95 resuelto en sesión pública del 17 de Septiembre de 1996, de que su objetivo es no sólo mejorar los fundamentos de la sentencia que favorecen sino también los de cuestionar los criterios que en la sentencia no le son favorables.

También  se debe aclarar el último párrafo de la fracción V del artículo 83 para establecer cuando empieza a correr el término de cinco días para su interposición, también queda en duda ante que Autoridad se presentará el escrito.

Como la declaratoria de admisión del recurso es a cargo de la autoridad que lo substancia, es de señalarse por equidad que los cinco días corren a partir de que se notificó a los interesados la interposición del recurso, puesto que suponiendo que se tratare de un problema de Constitucionalidad de Leyes, que debe conocer en revisión la Suprema Corte de Justicia de la Nación, y el recurrente  tiene su domicilio fuera de la capital, le es casi imposible saber cuando se admite la revisión por la Suprema Corte de Justicia, pero aún teniendo su domicilio en la ciudad de México se le obligaría a estar revisando diario la lista de acuerdos para interponer en tiempo el recurso de revisión adhesiva. Si los agravios se expresan ante el Tribunal de Alzada éste tendría que hacer las notificaciones a las partes interesadas, corriendo traslado con las copias cuando lo lógico es que se hagan la presentación ante el mismo Organo  Jurisdiccional que da tramite al recurso de revisión principal.

La reforma propuesta al tercer párrafo de la fracción V del artículo 83 de la Ley de Amparo es la siguiente redacción: 

“En todos los casos a que se refiere este artículo la parte que obtuvo la resolución favorable a sus intereses, puede adherirse a la revisión interpuesta dentro del término de cinco días contados a partir de la fecha en que se le notifique la interposición del recurso, debiéndose expresar los agravios ante la autoridad que conoció del asunto para que se estudien conjuntamente los recursos.

Tiene por objeto el de mejorar los fundamentos de la sentencia que le favorecen y en su caso impugnar los criterios que no le son favorables.

La adhesión al recurso sigue la suerte procesal de este”. (Javier Herrera Anaya, Tomo V, páginas 194 y 195)

comentario

El recurso de revisión fiscal previsto en el artículo 104, fracción I-B, de la Constitución General y 248 del Código Fiscal de la Federación, se sujeta según los términos de la disposición constitucional, a los trámites que la ley reglamentaria de los artículos 103 y 107 de la Constitución, fija para la revisión en amparo in directo y de dicho recurso conocen y resuelven los Tribunales Colegiados de Circuito, sin embargo, no se establece una regulación específica para dicho recurso.

En razón de dicha remisión a la Ley de Amparo, se propone la posibilidad de regular de manera específica la tramitación y resolución del recurso de revisión que promueven las autoridades administrativas, ante los Tribunales Colegiados de Circuito competentes que actúan como juzgadores de legalidad.

Lo anterior, porque aun cuando la Constitución remite a la tramitación del recurso de revisión en amparo indirecto, lo cierto es que en los artículos 83 a 94 de la Ley de Amparo en los que se establece el recurso de revisión, no aparece con claridad las disposiciones que puedan aplicarse para el recurso de revisión fiscal, lo que ha ocasionado que en la práctica no se cuente con fundamentos precisos en los supuestos siguientes: 

Tiempo y forma para que el interesado manifieste lo que a su derecho convenga con relación a los agravios que la autoridad expresa en el recurso.

Por lo tanto se propone establecer algunas disposiciones en la Ley de amparo que puedan regir para el recurso de revisión fiscal.

reforma

ARTICULO 83.- Procede el recurso de revisión:

I.- Contra las resoluciones de los jueces de Distrito o del Superior del Tribunal responsable, en su caso, que desechen o tengan por no interpuesta una demanda de amparo;

II.- Contra las resoluciones de los jueces de Distrito o del superior del Tribunal responsable, en su caso, en las cuales:

Concedan o nieguen la suspensión definitiva;

Modifiquen o revoquen el auto en que concedan o nieguen la suspensión definitiva; y

Nieguen la revocación o modificación a que se refiere el inciso anterior;

III.- Contra los autos de sobreseimiento y de las interlocutorias que se dicten en los incidentes de reposición de autos;

IV.- Contra las sentencias dictadas en la audiencia constitucional por los jueces de Distrito, o por el superior del tribunal responsable, en los casos a que se refiere el artículo 37 de esta Ley. Así como aquellas en que se imponga una multa a alguna de las partes. Al recurrirse tales sentencias deberán, en su caso, impugnarse los acuerdos pronunciado en la citada audiencia.

V.- Contra las resoluciones que en materia de amparo directo pronuncien los Tribunales Colegiados de Circuito, ciando decidan sobre la constitucionalidad de leyes federales locales, tratados internacionales, reglamentos expedidos por el Presidente de la República de acuerdo con la fracción I del artículo 89 constitucional y reglamentos de leyes locales expedidos por los gobernadores de los Estados, cuando establezcan la interpretación directa de un precepto de la Constitución.

La materia del recurso se limitará, exclusivamente, a la decisión de las cuestiones propiamente constitucionales, sin poder comprender otras. (Juan José Paullada Figueroa, Tomo V, páginas 257 a 259)
Artículo 84.  Es competente la Suprema Corte de Justicia para conocer del recurso de revisión, en los casos siguientes:

I.  Contra las sentencias pronunciadas en la audiencia constitucional por los jueces de Distrito, cuando:

a) Habiéndose impugnado en la demanda de amparo, por estimarlos inconstitucionales, leyes federales o locales, tratados internacionales, reglamentos expedidos por el Presidente de la República de acuerdo con la fracción I del artículo 89 constitucional y reglamentos de leyes locales expedidos por los gobernadores de los Estados, o cuando en la sentencia se establezca la interpretación directa de un precepto de la Constitución, subsista en el recurso el problema de constitucionalidad;

b) Se trate de los casos comprendidos en las fracciones II y III del artículo 103 constitucional;

PROPUESTAS

En la fracción I se excluye el señalamiento del Juez de Distrito, por estimarlo innecesario. De igual forma se deroga el inciso b) de la fracción I del vigente artículo 84, por ser materia de la propuesta para derogar las fracciones II y III del artículo  1 de la Ley. (David Ancira Martínez, Tomo III, página 1916)
II.  Contra las resoluciones que en materia de amparo directo pronuncien los Tribunales Colegiados de Circuito, siempre que se esté en el caso de la fracción V del artículo 83.

III.  Cuando la Suprema Corte de Justicia estime que un amparo en revisión, por sus características especiales, debe ser resuelto por ella, conocerá del mismo, bien sea procediendo al efecto de oficio o a petición fundada del correspondiente Tribunal Colegiado de Circuito o del Procurador General de la República, aplicándose en lo conducente lo dispuesto por el artículo 182 de esta ley.

Si la Suprema Corte de Justicia considera que el amparo cuyo conocimiento por ella hubiere propuesto el Tribunal Colegiado de Circuito o el Procurador General de la República, no reviste características especiales para que se avoque a conocerlo, resolverá que sea el correspondiente Tribunal Colegiado el que lo conozca.

PROPUESTAS

Artículo 84.- Es competente la Suprema Corte de Justicia para conocer del recurso de revisión, en los casos siguientes:

[…]

a). […]

b). […]

II. […]

[…]

Contra las resoluciones dictadas en los incidentes de desobediencia, en las que se separe del cargo a cualquier servidor público y se le inhabilite en términos del artículo 108 bis de esta ley. (Germán Eduardo Baltazar Robles, Tomo I, páginas 82 y 83 )

Respecto a la competencia para conocer del recurso de revisión, estimo que los artículos 84 y 85 tienen una redacción compleja y no agotan todos los supuestos, por lo que un fórmula más sencilla sería establecer que el Pleno tuviera competencia para conocer del recurso en aquellos amparos en los que se hubiere planteado una invasión de esferas o la inconstitucionalidad de un tratado internacional, de una ley federal o local; que las Salas de la Corte conocieran de la inconstitucionalidad de reglamentos expedidos por los ejecutivos federal o local y, finalmente que los Tribunales Colegiados conocieran de los recursos de revisión en contra de la inconstitucionalidad de reglamentos de buen gobierno y en general de normas generales inferiores y de aquéllos amparos en donde únicamente se hubieren planteado problemas de legalidad. (Jorge Antonio Galindo Monroy, Tomo III, página 1644)

La suprema corte de justicia de la nación y sus salas, conocerán en revisión, las impugnaciones sobre las sentencias que en los juicios de amparo en primera instancia dicten los tribunales colegiados en tratándose de actos y leyes de la autoridad que violen la norma constitucional. (Jesús González Moreno, Tomo III, página 1808)

III.-  Cuando la Suprema Corte de Justicia de la Nación estime que el amparo,  por sus características especiales, debe ser resuelto por ella, conocerá del mismo, bien sea procediendo de oficio o a petición fundada del correspondiente Tribunal Colegiado de Circuito o del Procurador General de la República, aplicándose en lo conducente lo dispuesto por el artículo 182 de esta Ley. (David Ancira Martínez, Tomo III, página 1915)

ARTÍCULO 84. Es competente la Suprema Corte de Justicia para conocer del recurso de revisión, en los casos siguientes:

I. Contra las sentencias pronunciadas en la audiencia constitucional por los Jueces de Distrito o por el magistrado del Tribunal Unitario de Circuito, cuando:

a) Habiéndose impugnado en la demanda de amparo, por estimarlos inconstitucionales, leyes federales o locales, tratados internacionales, reglamentos expedidos por el presidente de la República de acuerdo con la fracción I del artículo 89 constitucional y reglamentos de leyes locales expedidos por los gobernadores de los Estados, o cuando en la sentencia se establezca la interpretación directa de un precepto de la Constitución, subsista en el recurso el problema de constitucionalidad;

b) Se trate de los casos comprendidos en las fracciones II y III del artículo 103 constitucional;

II. Contra las resoluciones que en materia de amparo directo pronuncien los Tribunales Colegiados de Circuito, siempre que se esté en el caso de la fracción V del artículo 83; y

III. Cuando la Suprema Corte de Justicia estime que un amparo en revisión, por sus características especiales, debe ser resuelto por ella, conocerá del mismo, bien sea procediendo al efecto de oficio o a petición fundada del correspondiente Tribunal Colegiado de Circuito o del procurador general de la República, aplicándose en lo conducente lo dispuesto por el artículo 182 de esta ley.

Si la Suprema Corte de Justicia considera que el amparo cuyo conocimiento por ella hubiere propuesto el Tribunal Colegiado de Circuito o el procurador general de la República, no reviste características especiales para que se avoque a conocerlo, resolverá que sea el correspondiente Tribunal Colegiado el que lo conozca. (Oscar Barrera Garza, Tomo III, páginas 2197 y 2198)

Así como de la competencia de la Suprema Corte de Justicia de la Nación en este mismo caso a que se refiere el artículo 84. (Josefina Mondragón Lerma, Tomo V, página 39)
Artículo 85.  Son competentes los Tribunales Colegiados de Circuito para conocer del recurso de revisión, en los casos siguientes:

I.  Contra los autos y resoluciones que pronuncien los jueces de Distrito o el superior del tribunal responsable, en los casos de las fracciones I, II y III del artículo 83, y

II.  Contra las sentencias pronunciadas en la audiencia constitucional por los jueces de Distrito o por el superior del tribunal responsable, siempre que no se trate de los casos previstos en la fracción I del artículo 84.

III.  Derogada

Las sentencias que pronuncien los Tribunales Colegiados de Circuito al conocer de la revisión, no admitirán recurso alguno.

PROPUESTAS

Artículo 85.- Son competentes los Tribunales Colegiados de Circuito para conocer del recurso de revisión, en los casos siguientes:

I.- Contra los autos y resoluciones que pronuncien los Tribunales Unitarios de Circuito, los Jueces de Distrito o el superior del tribunal responsable, en los casos de las fracciones I, II, III y VI del artículo 83;

II.- Contra las sentencias pronunciadas en la audiencia constitucional por los Tribunales Unitarios de Circuito, los Jueces de Distrito o el superior del tribunal responsable, siempre que no se trate de los casos previstos en la fracción I del artículo 84;

III.- Contra las interlocutorias dictadas en los incidentes de desobediencia, así como las resoluciones en las que, en tales incidentes, se tenga por correctamente cumplida la determinación materia del incidente, así como aquéllas en que se sancione a cualquier servidor público, salvo el caso previsto en la fracción IV del artículo 84.

Las sentencias que pronuncien los Tribunales Colegiados de Circuito al conocer de la revisión, no admitirán recurso alguno.(Germán Eduardo Baltazar Robles, Tomo I, páginas 83 y 84)

Respecto a la competencia para conocer del recurso de revisión, estimo que los artículos 84 y 85 tienen una redacción compleja y no agotan todos los supuestos, por lo que un fórmula más sencilla sería establecer que el Pleno tuviera competencia para conocer del recurso en aquellos amparos en los que se hubiere planteado una invasión de esferas o la inconstitucionalidad de un tratado internacional, de una ley federal o local; que las Salas de la Corte conocieran de la inconstitucionalidad de reglamentos expedidos por los ejecutivos federal o local y, finalmente que los Tribunales Colegiados conocieran de los recursos de revisión en contra de la inconstitucionalidad de reglamentos de buen gobierno y en general de normas generales inferiores y de aquéllos amparos en donde únicamente se hubieren planteado problemas de legalidad. (Jorge Antonio Galindo Monroy, Tomo III, página 1644)

Texto igual al vigente.

I.-   Contra los autos y resoluciones a que se refieren las fracciones I, II  y III del artículo 83 ;

II.-   Contra las sentencias dictadas ante la audiencia constitucional, siempre que no se esté en los casos previstos por la fracción I del artículo 84 .

Las sentencias que los Tribunales  Colegiados de Circuito dicten en revisión no admiten recurso.

MOTIVOS.-   La redacción propuesta excluye la referencia  que se hace a los Juzgados  de Distrito y Superior de la autoridad responsable, en atención  a la derogación de la jurisdicción concurrente ; además no se especifica al órgano que emite la resolución, porque finalmente son dictados  solo por  Juzgados de Distrito. (David Ancira Martínez, Tomo III, página 1916)

ARTÍCULO 85. Son competentes los Tribunales Colegiados de Circuito para conocer del recurso de revisión, en los casos siguientes:

I. Contra los autos y resoluciones que pronuncien los Jueces de Distrito, el magistrado del Tribunal Unitario de Circuito, o el superior del tribunal responsable, en los casos de las fracciones I, II y III del artículo 83; y

II. Contra las sentencias pronunciadas en la audiencia constitucional por los Jueces de Distrito, el magistrado del Tribunal Unitario de Circuito o por el superior del tribunal responsable, siempre que no se trate de los casos previstos en la fracción I del artículo 84.

III.Derogada: D.O.F. 5 de enero de 1988 (republicada: D.O.F. 11 de enero de 988 y D.O.F. 1o. de febrero de 1988).

Nota aclaratoria: Se sugiere tengan a bien suprimir la fracción que antecede,  en virtud de las reformas propuestas y al mismo tiempo exista una secuencia lógica en la numeración de este texto.

Las sentencias que pronuncien los Tribunales Colegiados de Circuito al conocer de la revisión, no admitirán recurso alguno. (Oscar Barrera Garza, Tomo III, página 2199)

Reforma al artículo 85 que establece las facultades de los Tribunales Colegiados de circuito, para conocer de los recursos de revisión, para que también conozcan de los interpuesto en contra de actos de los Tribunales Unitarios de Circuito en Materia de Amparo, y desde luego reforma al artículo 83 que dispone en contra de que actos de autoridad procede dicho recurso. (Josefina Mondragón Lerma, Tomo V, página 39)
Artículo 86.  El recurso de revisión se interpondrá por conducto del juez de Distrito, de la autoridad que conozca del juicio, o del Tribunal Colegiado de Circuito en los casos de amparo directo. El término para la interposición del recurso será de diez días, contados desde el siguiente al en que surta sus efectos la notificación de la resolución recurrida.

La interposición del recurso, en forma directa, ante la Suprema Corte de Justicia de la Nación o ante el Tribunal Colegiado de Circuito, según corresponda, no interrumpirá el transcurso del término a que se refiere el párrafo anterior.

PROPUESTAS

Modificar el segundo párrafo del artículo 86.

Artículo 86. El recurso de revisión se interpondrá por conducto del Juez de Distrito, de la autoridad que conozca del juicio, o del Tribunal Colegiado de Circuito en los casos de amparo directo. El término para la  interposición del recurso será de diez días, contados desde el siguiente al en que surta sus efectos la notificación de la resolución recurrida. 

La interposición del recurso. en forma directa. Ante la Suprema Corte de Justicia de la Nación o ante el Tribunal Colegiado de Circuito. según corresponda. No interrumpirá el transcurso del término a que se refiere el párrafo anterior.

En caso de que la interposición del recurso se haga directamente ante la Suprema Corte de Justicia de la Nación o el Tribunal Colegiado, dichos tribunales, de oficio, remitirán el escrito de agravios al tribunal que conoció del juicio de amparo, para que realice el trámite que corresponda. (Sergio Pallares y Lara, Tomo I, páginas 491 y 492)

Reforma 

Suprimir el segundo párrafo del art. 86 y en su lugar incluir como tal el último del artículo 99, ajustado al supuesto de procedencia de la revisión que se propone incluir en la fracción II del artículo 83 de la Ley de Amparo. 

Artículo 86. El recurso de revisión se interpondrá por conducto del Juez de Distrito, de la autoridad que conozca del juicio, o del Tribunal Colegiado de Circuito en los casos de amparo directo. El término para la interposición del recurso será de diez días, contados desde el siguiente al en que surta sus efectos la notificación de la resolución recurrida. 

 En el caso de la fracción II, inciso a), del artículo 83, la revisión deberá interponerse ante el Juez de Distrito, dentro del término de veinticuatro horas contadas a partir del día siguiente a la fecha en que para la parte recurrente surta efectos la notificación que conceda o niegue la suspensión provisional. Los Jueces de Distrito o el superior del tribunal remitirán de inmediato los escritos en los que se formule la queja al tribunal que deba conocer de ella, con las constancias  pertinentes. Dentro de las cuarenta y ocho horas siguientes el Tribunal Colegiado de Circuito que corresponda resolverá de plano lo que proceda. 

Adicionar un artículo 86 bis, con el mismo texto del actual artículo 101, ajustando únicamente la fracción al caso de procedencia de la revisión, que se propone incluir en la fracción V del artículo 83.

Artículo 86 bis. En los casos a que se refiere el artículo 83, fracción V, de esta ley. la interposición del recurso de queja suspende el procedimiento en el juicio de amparo, en los términos del artículo 53, siempre que la resolución que se dicte en la queja deba influir en la sentencia, o cuando de resolverse el juicio en lo principal se hagan nugatorios los derechos que pudiera hacer valer el recurrente en el acto de la audiencia, si obtuviere resolución favorable en la queja. (Sergio Pallares y Lara, Tomo I, páginas 505 y 506)

La reforma que en el año de 1988 se hizo para que se interpusiera con expresión de agravios ante el tribunal que emitió la resolución impugnada, me parece acertada pues da agilidad al trámite del recurso, ya que por una parte se ahorra tiempo desde el momento en que el tribunal revisor recibe los agravios junto con los autos de donde emanan, por otra parte se evita la práctica indeseable de presentar el recurso ante otra autoridad con el objeto de alargar el procedimiento. Sin embargo al hacer la reforma no se tomó en cuenta el sistema contemplado en la Ley de Amparo para resolver los problemas de competencia entre los tribunales federales, conforme al cual el tribunal que reciba una demanda o un recurso que no le corresponda conocer, deberá enviárselo al tribunal que estime competente, por lo que si una persona presenta el escrito de agravios ante una autoridad distinta, quién lo reciba deberá remitirlo al tribunal que corresponda conocer, lo que da lugar a que sea nugatoria la sanción prevista en el último párrafo del artículo 86 de la Ley de Amparo, por lo que estimo que dicho párrafo deberá modificarse para quedar de la siguiente manera:

“La interposición del recurso de manera directa ante la Suprema Corte de Justicia de la Nación o ante los tribunales colegiados de circuito, dará lugar a que se tenga por no presentado.” (Jorge Antonio Galindo Monroy, Tomo III, páginas 1644 y 1645)

Con texto igual al vigente, excluyendo a la autoridad que conozca del juicio. (David Ancira Martínez, Tomo III, página 1917)

ARTÍCULO 86. El recurso de revisión se interpondrá por conducto del Juez de Distrito,  el magistrado del Tribunal Unitario de Circuito,  de la autoridad que conozca del juicio, o del Tribunal Colegiado de Circuito en los casos de amparo directo. El término para la interposición del recurso será de diez días, contados desde el siguiente al en que surta sus efectos la notificación de la resolución recurrida.

La interposición del recurso, en forma directa, ante la Suprema Corte de Justicia de la Nación o ante el Tribunal Colegiado de Circuito, según corresponda, no interrumpirá el transcurso del término a que se refiere el párrafo anterior. (Oscar Barrera Garza, Tomo III, páginas 2199 y 2200)
Artículo 87.  Las autoridades responsables sólo podrán interponer recurso de revisión contra las sentencias que afecten directamente al acto que de cada una de ellas se haya reclamado; pero tratándose de amparos contra leyes, los titulares de los órganos de Estado a los que se encomiende su promulgación, o quienes los representen en los términos de esta Ley, podrán interponer, en todo caso, tal recurso.

Se observará lo dispuesto en el párrafo anterior, en cuanto fuere aplicable, respecto de las demás resoluciones que admitan el recurso de revisión.

PROPUESTAS

Por último se propone la reforma o adición al Artículo 87 de la Ley de Amparo para el efecto de que el recurso que interponga el Ministerio Público como autoridad ejecutora no quede sujeto o condicionado a que interponga también dicho recurso la autoridad ordenadora, para tal fin se propone la adición del siguiente párrafo:

Artículo 87…

El recurso que interponga el Ministerio Público señalado como autoridad responsable ejecutora con relación a un juicio penal será independiente del que pueda interponer la autoridad ordenadora y como tal se resolverá por el Tribunal que conozca de dicho recurso. (José Antonio Sam López, Tomo II, página 796)

LEGITIMACIÓN DE LA AUTORIDAD QUE APLICA LA LEY PARA INTERPONER RECURSO EN EL AMPARO CONTRA LEYES.  La autoridad que aplica la ley debería estar legitimada para interponer el recurso de revisión contra leyes, ya que la ley de amparo debería adecuarse a la nueva realidad administrativa, como es la existencia de organismos autónomos. (Fernando Sánchez Ugarte, Tomo III, página 1795)

JUSTIFICACIÓN. Es injusto que la autoridad encargada de aplicar la ley no pueda recurrirla cuando se resuelva que la ley que aplica es inconstitucional. Desde luego que tiene interés jurídico y más aún, las instituciones en derecho administrativo han evolucionado, siendo que el texto actual no reconoce estos cambios, ya que la existencia, por ejemplo, de órganos autónomos, deberían tener derecho a defender la constitucionalidad de la ley que aplica.

TEXTO PROPUESTO. ARTICULO 87.- Las autoridades responsables podrán interponer recurso de revisión contra las sentencias que afecten directamente al acto que de cada una de ellas se haya reclamado. Tratándose de amparos contra leyes, los titulares de los órganos de Estado a los que se encomiende su promulgación o aplicación, o quienes los representen en los términos de esta Ley, podrán interponer, en todo caso, tal recurso. (Luis Orlando Hernández, Tomo III, páginas 2076 y 2077)

Artículo 88. El recurso de revisión se interpondrá por escrito, en el cual el recurrente expresará los agravios que le cause la resolución o sentencia impugnada.

Si el recurso se intenta contra resolución pronunciada en amparo directo por Tribunales Colegiados de Circuito, el recurrente deberá transcribir, textualmente, en su escrito, la parte de la sentencia que contiene una calificación de inconstitucionalidad de la ley o establece la interpretación directa de un precepto de la Constitución.

Con el escrito de expresión de agravios, el recurrente deberá exhibir una copia de él para el expediente y una para cada una de las otras partes.

Cuando falten total o parcialmente las copias a que se refiere el párrafo anterior, se requerirá al recurrente para que presente las omitidas, dentro del término de tres días; si no las exhibiere, el Juez de Distrito, la autoridad que conozca del juicio de amparo o el Tribunal Colegiado de Circuito, si se trata de revisión contra resolución pronunciada por éste en amparo directo, tendrán por no interpuesto el recurso.

PROPUESTAS

Sugiero respetuosamente no deje de considerarse en el nuevo texto de la ley de amparo que el recurso de revisión contra las sentencia dictadas por los Tribunales Colegiados sea procedente igualmente cuando decidan que cuando omitan decidir sobre una interpretación directa de un precepto de la Constitución.

Puede entenderse por la fecha de promulgación de la Ley de Amparo 1995, y el año de 1936 en que se promulgo la Ley de Amparo vigente.

Pero en mas de una ocasión el silencio de la autoridad ha causado mas daño que su pronunciamiento.

Este criterio además es acorde con el articulo 14 de la Constitución, que señala que todo gobernado tiene derecho a ser oído y vencido en juicio.

Por lo cual consideramos que cuando se omita resolver en una sentencia dictada por un Tribunal Colegiado respecto de una materia tan importante que recoge una garantía constitucional, debe proceder el recurso de revisión para subsanar la omisión. (Edgardo González Blanco, Tomo III, páginas 1605 y 1606)

En primer lugar creo necesario modificar los textos de la fracción IX del artículo 107 Constitucional y de la fracción V del artículo 83 de la Ley de Amparo, pues con motivo del artículo 10 de la Ley Orgánica del Poder Judicial Federal vigente, la Corte estimó correctamente en contra del texto constitucional y de la Ley de Amparo que el recurso de revisión en el amparo directo procede cuando en la demanda de garantías se hubiere planteado la inconstitucionalidad de una norma aunque en la sentencia el tribunal no se hubiere pronunciado sobre el problema de constitucionalidad planteado o no hubiere establecido la interpretación directa de un precepto constitucional. El criterio de la Corte es correcto porque gracias a él se logra que el tribunal colegiado que conozca el amparo resuelva la litis constitucional planteada, pues antes de esta interpretación bastaba que dicho tribunal con violación a la garantía de audiencia dejara de estudiar el punto de la litis relativo a la constitucionalidad para que el recurso fuera improcedente, lo que a todas luces es antijurídico. 

Por la misma razón deberán eliminarse el párrafo segundo del artículo 88,  el último párrafo del artículo 90 y la última parte del último párrafo del artículo 89 ya que al sujetarse la procedencia del recurso de revisión en el amparo directo al planteamiento en la demanda del problema constitucional y no a que el Tribunal Colegiado resuelva o no la litis de constitucionalidad planteada, lo dispuesto en esos párrafos no tiene sentido. (Jorge Antonio Galindo Monroy, Tomo III, página 1643)

Con el escrito de expresión de agravios, el recurrente deberá exhibir una copia de él para el expediente y una para cada una de las otras partes.

Cuando falten total o parcialmente las copias a que se refiere el párrafo anterior, se requerirá al recurrente para que presente las omitidas, dentro del término de tres días; si no las exhibiere, el Juez de Distrito, la autoridad que conozca del juicio de amparo o el Tribunal Colegiado de Circuito, si se trata de revisión contra resolución pronunciada por éste en amparo directo, tendrán por no interpuesto el recurso.

PROPUESTAS

Derogar los dos últimos párrafos del artículo 88.

Artículo 88. El recurso de revisión se interpondrá por escrito, en el cual el recurrente expresará los agravios que le cause la resolución  o sentencia impugnada.

Si  el  recurso  se pronunciada  en  amparo Colegiados  de  Circuito, transcribir, textualmente, en sentencia   que   contiene inconstitucionalidad  de  la  interpretación  directa  de Constitución. intenta  contra  resolución directo  por  Tribunales el  recurrente  deberá su escrito, la parte de la  una   calificación   de  ley  o  establece  la un  precepto  de  la  Constitución.

Con el escrito de expresión de agravios. El  recurrente deberá exhibir una copia de él para el expediente v una para cada una de las partes. 

Cuando falten total o parcialmente las copias a que se refiere el párrafo anterior. se requerirá al recurrente para que presente las omitidas. dentro del término de tres días; si no las exhibiere. el juez de Distrito,   la  autoridad que conozca del juicio de amparo o el Tribunal Colegiado de Circuito. si se trata de revisión contra la resolución pronunciada por éste en amparo directo. tendrán por no interpuesto el recurso.(Sergio Pallares y Lara, Tomo I, páginas 492 y 493)

Reforma

Suprimir los dos últimos párrafos del artículo 88, con lo que su texto quedaría en los siguientes términos. 

Artículo 88. El recurso de revisión se interpondrá por escrito, en el cual el recurrente expresará los agravios que le cause la resolución o sentencia impugnada. 

Si  el  recurso  se  intenta contra resolución pronunciada en amparo directo por Tribunales Colegiados de Circuito,  el recurrente deberá transcribir textualmente en su escrito, la parte de la sentencia que contiene una calificación de inconstitucionalidad de la ley o establece la  interpretación directa de un precepto de la Constitución. (Sergio Pallares y Lara, Tomo I, página 507)

Enmienda.

Mismo texto, DEROGANDO ÚNICAMENTE LA PARTE DONDE DICE: “…tendrán por no interpuesto el recurso”.

Poniendo en lugar de la frase derogada, lo siguiente:

SI FALTAREN PARCIAL O TOTALMENTE LAS COPIAS ANTES MENCINADAS, ORDENARÁN QUE EL SECRETARIO HAGA LA COMPULSA DEL ORIGINAL.

Motivos.

Tratándose de un aspecto trascendental, como la inconstitucionalidad de leyes, amerita un tratamiento excepcional en el inicio del procedimiento, tal y como se establece en cuanto a su alcance general, en la forma y términos establecidos por la ley reglamentaria de los artículos 103 y 107 de la Constitución Federal. (Fidencio Ramírez y Fidel Herrera Beltrán , Tomo II, páginas 1151 y 1152)

Cuando falten total o parcialmente las copias a que se refiere el párrafo anterior, se requerirá al recurrente para que presente las omitidas  dentro del término de tres días; sino las exhibiere, se tendrá por no interpuesto el recurso. (David Ancira Martínez, Tomo III, página 1917)
El Juzgado de Distrito, y Tribunal Colegiado que emitió la resolución  recurrida, calificará la procedencia del recurso, admitiéndolo o desechándolo.

MOTIVOS.-   El párrafo quinto del precepto significa un medio  legal para dar mayor celeridad al recurso de revisión  al evitar  perdida de tiempo con el traslado de los autos al Tribunal Colegiado o Suprema Corte, así como el relativo a su devolución cuando el recurso resulta improcedente. (David Ancira Martínez, Tomo III, página 1917)
ARTÍCULO 88. El recurso de revisión se interpondrá por escrito, en el cual el recurrente expresará los agravios que le cause la resolución o sentencia impugnada.

Si el recurso se intenta contra resolución pronunciada en amparo directo por Tribunales Colegiados de Circuito, el recurrente deberá transcribir, textualmente, en su escrito, la parte de la sentencia que contiene una calificación de inconstitucionalidad de la ley o establece la interpretación directa de un precepto de la Constitución.

Con el escrito de expresión de agravios, el recurrente deberá exhibir una copia de él para el expediente y una para cada una de las otras partes.

Cuando falten total o parcialmente las copias a que se refiere el párrafo anterior, se requerirá al recurrente para que presente las omitidas, dentro del término de tres días; si no las exhibiere, el Juez de Distrito o el magistrado del Tribunal Unitario de Circuito, la autoridad que conozca del juicio de amparo o el Tribunal Colegiado de Circuito, si se trata de revisión contra resolución pronunciada por éste en amparo directo, tendrán por no interpuesto el recurso. (Oscar Barrera Garza, Tomo III, páginas 2200 y 2201)

Artículo 88.- 

...

Tratándose de núcleos agrarios o de ejidatarios o comuneros, la falta de copias no será causa para que se tenga por no interpuesto el recurso de revisión, sino que, la autoridad judicial mandará expedir dichas copias. (Gilberto J. Hershberger Reyes, Tomo IV, página 2729).
Artículo 89.  Interpuesta la revisión y recibidas en tiempo las copias del escrito de expresión de agravios conforme al artículo 88, el juez de Distrito o el superior del tribunal que haya cometido la violación reclamada en los casos a que se refiere el artículo 37, remitirán el expediente original a la Suprema Corte de Justicia o al Tribunal Colegiado de Circuito, según que el conocimiento del asunto competa a aquélla o a éste, dentro del término de veinticuatro horas, así como el original del propio escrito de agravios y la copia que corresponda al Ministerio Público Federal.

En los casos de la fracción II del artículo 83 de esta ley, el expediente original del incidente de suspensión deberá remitirse, con el original del escrito de expresión de agravios, dentro del término de veinticuatro horas al Tribunal Colegiado de Circuito.

Tratándose del auto en que se haya concedido o negado la suspensión de plano, interpuesta la revisión, sólo deberá remitirse al Tribunal Colegiado de Circuito, copia certificada del escrito de demanda, del auto recurrido, de sus notificaciones y del escrito u oficio en que se haya interpuesto el recurso de revisión con expresión de la fecha y hora del recibo.

Cuando la revisión se interponga contra sentencia pronunciada en materia de amparo directo por un Tribunal Colegiado de Circuito, éste remitirá el expediente original a la Suprema Corte de Justicia de la Nación, así como el original del escrito de agravios y la copia que corresponda al Ministerio Público dentro del término de veinticuatro horas, y si su sentencia no contiene decisión sobre constitucionalidad de una ley ni interpretación directa de un precepto de la Constitución Federal, lo hará así constar expresamente en el auto relativo y en el oficio de remisión del expediente.

PROPUESTAS

Reforma 

Modificar el artículo 89 suprimiendo las referencias a copias en sus párrafos primero y cuarto.

 Artículo 89. Interpuesta la revisión, el Juez de Distrito o el superior del tribunal que haya cometido la violación reclamada en los casos a que se refiere el artículo 37, remitirán el expediente original a la Suprema Corte de Justicia o al Tribunal Colegiado de Circuito, según que el conocimiento del asunto competa a aquélla o a éste, dentro del término de veinticuatro horas, así como el original del propio escrito de agravios.

En los casos de la fracción II del artículo 83 de esta ley, el expediente original del incidente de suspensión deberá remitirse, con el original del escrito de expresión de agravios, dentro del término de veinticuatro horas al Tribunal Colegiado de Circuito. 

Tratándose del auto en que se haya concedido o negado la suspensión de plano, interpuesta la revisión, sólo deberá remitirse al Tribunal Colegiado de Circuito, copia certificada del escrito de demanda, del auto recurrido, de sus notificaciones y del escrito u oficio en que se haya interpuesto el recurso de revisión con expresión de la fecha y hora del recibo.

Cuando la revisión se interponga contra sentencia pronunciada en materia de amparo directo por un Tribunal Colegiado de Circuito, éste remitirá el expediente original a la Suprema Corte de Justicia de la Nación, así como el original del escrito de agravios dentro del término de veinticuatro horas, y si su sentencia no contiene decisión sobre constitucionalidad de una ley ni interpretación directa de un precepto de la Constitución Federal, lo hará así constar expresamente en el auto relativo y en el oficio de remisión del expediente. (Sergio Pallares y Lara, Tomo I, páginas 509 y 510)

Más de 180 juzgados de Distrito en la República Mexicana  ocupan casi la mitad de su tiempo y de sus recursos humanos y materiales en el trámite de juicios de amparo promovidos contra órdenes de detención o de aprehensión atribuidas a autoridades no judiciales como son, entre otros, los procuradores de  justicia, los agentes del Ministerio Público y los directores de policía, así como la ejecución de tales órdenes que con frecuencia se reclaman de decenas de cuerpos policíacos.

Este trabajo implica, como en todos los juicios de amparo, la recepción, registro y análisis de la demanda, la formación del expediente principal y del incidente de suspensión, el dictado y notificación de cinco o más acuerdos que deben hacerse del conocimiento, de una considerable cantidad de autoridades, sobre  todo en lugares donde la zona metropolitana está formada con varios municipios, como los casos de Monterrey, Guadalajara y el Distrito Federal, entre otros.

Sin embargo, rara vez encontraremos una demanda con la que se persiga realmente una seria declaración de inconstitucionalidad de los  actos reclamados, pues en casi la totalidad de los casos a los promoventes  no les interesa una sentencia que generalmente es de sobreseimiento, ni la resolución  interlocutoria en la que casi siempre se niega la suspensión definitiva de los actos.  Lo único que pretenden es obtener una “protección rápida",  a través de la suspensión de los actos reclamados, con la esperanza de que esa situación perdure el mayor tiempo posible.

SOLUCIÓN QUE SE PROPONE:

Las reformas al artículo 107, fracción VII, de la Constitución Federal y de los artículos 123 y 146 de la Ley de Amparo, fundamentalmente, así como del 39, 89 y 117 para precisarlos, aclararlos o adecuarlos.

Estas reformas darían lugar a lo siguiente:

A).- ELIMINACIÓN DEL INCIDENTE DE SUSPENSIÓN SOLO ENTRATÁNDOSE DE LOS ACTOS ALUDIDOS.  Para ello se sugiere decretar la suspensión de plano, oficiosamente, en el auto inicial, tomando  las medidas de aseguramiento del quejoso, toda vez que el articulo 130 de la Ley de Amparo establece en su último párrafo la obligación de conceder la suspensión provisional siempre que se trate de la restricción de la libertad personal fuera de procedimiento judicial, sin que dicho precepto exija el cumplimiento de los requisitos que establece el artículo 124; por tanto no existe obstáculo para decretarla oficiosamente. Además, el mismo hecho de presentar una demanda contra éste tipo de actos genera la presunción de que  implícitamente se pide la suspensión.

B).- LA  ELIMINACIÓN  DE  LA  SENTENCIA  DE SOBRESEIMIENTO Y DE LA DECLARACION DE EJECUTORÍA EN ESTOS CASOS.  Pues es sabido de todos los juzgadores federales, que resultan ser trámites inútiles, ya que a ninguna de las partes les interesan y sí, en cambio, ocasionan junto con el incidente, un gran gasto de recursos humanos, materiales y económicos que pueden emplearse mejor en los trámites y resoluciones que sí sean importantes.

Para esto se propone que antes de la admisión de la demanda se  abra y registre un expediente auxiliar y se dicte un acuerdo decretando oficiosamente la suspensión, en el mismo auto se requerirá a las responsables y al promovente para que en el plazo de cinco días aquéllas informen solo sobre la existencia o inexistencia de los actos y en el mismo plazo el promovente podrá aportar prueba documental o  el testimonio de dos personas para acreditarlo. Si se acredita la existencia del acto  se admitirá la demanda; si no, se tendrá por no interpuesta.

C).- IRRECURRIBILIDAD DEL AUTO INICIAL EN COMENTO. Sugiero que no se reformen los artículos 83 y 95 ni los relativos a éstos, ya que el auto a que se refiere el inciso anterior deberá ser irrecurrible, pues su naturaleza y la transitoriedad del mismo hacen impráctico un medio de defensa en su contra. En cambio, el promovente presentará  nuevamente su demanda cuando realmente existan los  actos que reclama. (José Luis Rodríguez Santillán, Tomo I, páginas 590 a 592)


La razón es que este párrafo establece una regla  del trámite del recurso de revisión contra el auto en que se hubiere concedido o negado la suspensión de plano, regla que resulta incongruente con el artículo 83 que ya no contempla la procedencia del recurso contra el proveído mencionado.

TEXTO PROPUESTO

Se propone su derogación. (José Luis Rodríguez Santillan, Tomo I, páginas 606 y 607)

El Recurso de Revisión interpuesto por el Ministerio Público Federal contra la sentencia constitucional que concede al quejoso el amparo, no debe tener efecto suspensivo.

En el PROYECTO DE LA LEY “DUBLAN”, en su artículo 14, dice: “La sentencia que manda amparar y proteger, sólo es apelable en efecto devolutivo, y se ejecutara sin perjuicio del recurso interpuesto”. (Nicolás Martínez Cerda, Tomo II, páginas 867 y 868)

El recurso de revisión contra la sentencia constitucional que concede al quejoso el amparo y Protección de la Justicia de la Unión, no debe tener efectos suspensivos. (Nicolás Martínez Cerda, Tomo II, página 872)

En primer lugar creo necesario modificar los textos de la fracción IX del artículo 107 Constitucional y de la fracción V del artículo 83 de la Ley de Amparo, pues con motivo del artículo 10 de la Ley Orgánica del Poder Judicial Federal vigente, la Corte estimó correctamente en contra del texto constitucional y de la Ley de Amparo que el recurso de revisión en el amparo directo procede cuando en la demanda de garantías se hubiere planteado la inconstitucionalidad de una norma aunque en la sentencia el tribunal no se hubiere pronunciado sobre el problema de constitucionalidad planteado o no hubiere establecido la interpretación directa de un precepto constitucional. El criterio de la Corte es correcto porque gracias a él se logra que el tribunal colegiado que conozca el amparo resuelva la litis constitucional planteada, pues antes de esta interpretación bastaba que dicho tribunal con violación a la garantía de audiencia dejara de estudiar el punto de la litis relativo a la constitucionalidad para que el recurso fuera improcedente, lo que a todas luces es antijurídico. 

Por la misma razón deberán eliminarse el párrafo segundo del artículo 88,  el último párrafo del artículo 90 y la última parte del último párrafo del artículo 89 ya que al sujetarse la procedencia del recurso de revisión en el amparo directo al planteamiento en la demanda del problema constitucional y no a que el Tribunal Colegiado resuelva o no la litis de constitucionalidad planteada, lo dispuesto en esos párrafos no tiene sentido. (Jorge Antonio Galindo Monroy, Tomo III, página 1643)

Siendo procedente el recurso, se remitirá el expediente original a la Suprema Corte o Tribunal Colegiado, según que el conocimiento competa a aquella o a ésta, dentro del término de veinticuatro horas, así como el original del escrito de expresión de agravios y la copia  que corresponda al Ministerio Público Federal. (David Ancira Martínez, Tomo III, páginas 1917 y 1918)
Artículo 90.  El Presidente de la Suprema Corte de Justicia de la Nación o el Tribunal Colegiado de Circuito, según corresponda, calificará la procedencia del recurso de revisión, admitiéndolo o desechándolo.

Admitida la revisión por el Presidente de la Suprema Corte de Justicia o por los Presidentes de las salas de la misma, y hecha la notificación relativa al Ministerio Público, se observará lo dispuesto por los artículos 182, 183 y 185 a 191.

Admitida la revisión por el Tribunal Colegiado de Circuito y hecha la notificación al Ministerio Público, el propio Tribunal resolverá lo que fuere procedente dentro del término de quince días.

Siempre que el Presidente de la Suprema Corte de Justicia o, en sus respectivos casos, el Pleno, o la Sala correspondiente, desechen el recurso de revisión interpuesto contra sentencias pronunciadas por Tribunales Colegiados de Circuito, por no contener dichas sentencias decisión sobre la constitucionalidad de una ley o no establecer la interpretación directa de un precepto de la Constitución Federal, impondrán, sin perjuicio de las sanciones penales que procedan, al recurrente o a su apoderado, o a su abogado, o a ambos, una multa de treinta a ciento ochenta días de salario.

PROPUESTAS

Art. 90.-...


            ...

Admitida la revisión por el tribunal colegiado de circuito y hecha la notificación al Ministerio Público, el propio tribunal o las salas de éste resolverá lo que fuere  procedente  dentro  del término de quince días. (Juan Manuel Arredondo Elías, Tomo I, páginas 679 y 680)

Sabemos que para poder vivir en sociedad, el ser humano necesita ajustar sus actos a normas de conducta que le permitan el respeto a sus derechos, así como al de los demás con quienes convive que garanticen seguridad en el cumplimiento de sus obligaciones bajo un clima de libertad, independencia y seguridad.

Es así que el Estado, a través de la función primordial que tiene y que consiste en reglamentar esa convivencia social, emite, a través del órgano legislativo, las normas de orden jurídico que tienden a preservar esas libertades y que están encaminadas a la observancia estricta de lo que al grupo social conviene, es decir a mirar siempre por el bien común.

Son éstos los fines propios del derecho, es decir el bien común, la justicia y la seguridad que debe imperar en todo grupo social.

Es evidente, que a medida de que la población  aumenta, las relaciones interpersonales se acrecientan y con ello, la aplicación de las normas jurídicas que tienden a reglamentar o regular un sin número de conductas tanto de orden social, como político, económico y religioso crecen en mayor proporción. Consecuentemente, este aumento poblacional incrementa la resolución o solución de los conflictos de intereses que se dan por este tipo de relaciones y que requieren forzosamente la intervención del Estado, a través de los órganos jurisdiccionales para poder solucionarlos.

En otro aspecto debe mencionarse que causa también el incremento de conflictos de intereses la resistencia que el ser humano tiene a cumplir con sus obligaciones, a respetar la ley, y sobre todo al reconocimiento que debe hacer cuando su conducta por él desplegada atenta contra las normas previamente establecidas.

Esta resistencia a cumplir con las disposiciones señaladas por la ley, que si bien es propia de la naturaleza del ser humano, ya que no fácilmente se acepta que la conducta desplegada esté en contra de disposiciones de orden legal establecidas por el Estado, es el otro factor que repercute en el aumento de los conflictos de intereses que cotidianamente se presentan ante las autoridades jurisdiccionales.

Son, en mi concepto, los dos puntos esenciales o factores determinantes que han hecho que los órganos del Estado encargados de administrar e impartir justicia, se vean totalmente saturados de asuntos y que resulte materialmente imposible el que los resuelvan dentro de los términos que la propia ley impone a dichos órganos jurisdiccionales, lo cual implica el retardo en la solución de los mismos con la consiguiente inseguridad del gobernado que ve que su pretensión no puede ser acogida en forma inmediata y estima, que ello constituye una denegación de justicia y sobre todo fomentar un clima de inseguridad que no permite la tranquilidad en el desenvolvimiento de la vida cotidiana.

¿Cómo solucionar estos problemas?. Es la interrogante que a diario nos planteamos, quienes tenemos la difícil misión de resolver los  conflictos de intereses y preservar a través de nuestras resoluciones la paz  social, la seguridad jurídica y el bien común.

Ante lo primero, es decir el crecimiento poblacional y por ende el de incremento en los conflictos de intereses, nada se puede hacer.

En cuanto a lo segundo, la solución se encuentra en nuestras manos y primordialmente debemos señalar que como órganos jurisdiccionales nos encontramos debidamente comprometidos con la propia sociedad a la  que pertenecemos a dar seguridad jurídica a gobernado, pero también otorgar ésta en término breve para que no se rompa el estado de derecho y  se llegue a crear impunidad puesto que, quien está consciente de que ha infringido la ley, también lo está de que en la medida de que agote sistemáticamente todos los medios de defensa que tenga a su alcance, hará que la justicia no llegue en la forma que debiera ser, permitiéndole retardar el cumplimiento de su obligación y trayendo como consecuencia la poca eficacia de las disposiciones que regulan la convivencia social.

En nuestro sistema jurídico y a través del contacto cotidiano con los asuntos de los que tenemos conocimiento, fácilmente podemos advertir que el gobernado emplea todas las argucias necesarias para alargar los procedimientos, para hacerlos tortuosos y en una palabra para evadir al máximo el cumplimiento de sus obligaciones, y que, a sabiendas de que ha incurrido en una violación a esas normas de conducta, evita a toda costa su cumplimiento así, que la ley no desempeña la función propia para la que fue creada sino que, se sirve de ella en lugar de acatarse y cumplirla debidamente.

Así tenemos que el juicio constitucional, ha perdido hoy en día su esencia, ya no se da para proteger al gobernado de las violaciones a las garantías individuales por parte de las autoridades, sino que se  ha convertido, en especial en la materia civil, en una tercera instancia en la cual sólo se pretende eludir o retardar el cumplimiento de las obligaciones y no se conforma el gobernado con ello, sino que pretende a través de impedimentos o bien de quejas administrativas que se analice una cuestión ya debatida y decidida en primera, segunda instancia y en la vía de amparo, todo lo cual no sólo entorpece el cumplimiento estricto de la ley sino que dilata el procedimiento y crea un desmedido aumento en los asuntos que los Tribunales Federales deben de resolver.

El Poder Judicial de la Federación, atendiendo el reclamo de la población de que justicia que no es pronta,  no es justicia, se ha dado a la tarea de aumentar constantemente y en forma significativa sobre todo a partir del año 1985, los órganos jurisdiccionales que deben atender los conflictos de orden social.

Sin embargo, ésto ha producido un efecto contraproducente porque quien está acostumbrado a evadir su responsabilidad y a servirse de la ley, ve propicio su anhelo evasor, ya que tiene el alcance y con mayor  facilidad, órganos a través de los cuales no busca la tutela de garantías individuales, ni tampoco el establecimiento del estado de derecho, sino únicamente retardar la aplicación de la ley y pretender evadir, al máximo sus obligaciones. En este punto conviene señalar, que no sólo es el gobernado quien a toda costa no acepta su responsabilidad, sino también el profesional en derecho que lo asesora y que como perito en la materia, a sabiendas de que es irremediable que su cliente cumpla con la ley, hace uso de todos las argucias que la propia legislación señala para lograr al máximo el retardo de la justicia.

¿Qué hacer ante esta situación si se ha visto y probado, que no es con mayores órganos jurisdiccionales que habrá de solucionarse el problema?

Se considera que la solución es revisar a fondo el juicio constitucional, para regresar a la esencia misma de su creación, es decir la  tutela de la justicia federal a la violación de las garantías individuales.

Conforme a lo anterior, debe convenirse que probablemente sea éste uno de los motivos que inspiraron al Máximo Tribunal Constitucional, a insistir en las reformas que quedaron plasmadas en el Diario Oficial de la Federación, publicadas el día once de junio del año en curso y que en lo esencial determina en lo sucesivo  la Suprema Corte de Justicia de la Nación, podrá dejar de conocer todos aquellos asuntos que no revistan interés o trascendencia o que, en lo general la propia Suprema Corte estime innecesaria su intervención.

El principio anterior encuentra su antecedente en el writ of certiorari establecido en el Derecho Norteamericano.

Conforme a éste, la Suprema Corte de Justicia de los Estados Unidos de Norteamérica, determina si accede o no a revisar un caso, es  decir se otorga la facultad discrecional al máximo órgano colegiado para definir que casos desea analizar y resolver, y así, las partes que así lo soliciten, pedirán que éste emita un auto en que así lo decida.

La naturaleza de este derecho, se otorgó a la Suprema Corte por el Congreso Norteamericano y podemos señalar que es procedente  en la mayoría de los casos.

Ahora bien, este principio que en la actualidad sólo corresponde a la Suprema Corte de Justicia de la Nación, debe incluirse como facultad a los órganos colegiados en materia de amparo; para ello resulta necesaria la adición o reforma a los preceptos de la Ley de Amparo y específicamente a los artículos que están comprendidos en el Capítulo Tercero del Título Tercero de la Ley Orgánica del Poder Judicial Federal, secciones primera, segunda y tercera, es decir el Presidente del Tribunal Colegiado a quien se le remite el juicio de garantías, deberá realizar un análisis minucioso en forma preliminar de la demanda de garantías y si advierte que el juicio constitucional ha sido interpuesto con el único fin de retardar el procedimiento y de hacer nugatoria la justicia pronta y expedita, ya que de las constancias que conforman los juicios naturales que se anexan al informe justificado, se desprende que está totalmente demostrado el incumplimiento de las obligaciones que se pretenden dilatar; que el juicio se ha seguido con todas las formalidades de la ley y que, se han otorgado las garantías constitucionales a que los artículos 14 y 16 consagran, en favor del gobernado, deberá determinar lo anterior y rechazar la demanda de garantías, ello desde luego con independencia de que pueda suscitarse alguna causa de improcedencia.

Con lo anterior, las atribuciones del Presidente del Tribunal Colegiado correspondiente se extenderán en cuanto a la responsabilidad que le compete y no quedarán limitadas en forma exclusiva a instaurar la tramitación del juicio de garantías sino que, de primera mano  realizará un estudio pormenorizado de la demanda de amparo y si estima que efectivamente pudiera darse el caso de que existan violaciones a las garantías individuales del quejoso, le dará curso, de no ser así, determinará que no existe razón para tramitar el juicio constitucional.

Con esto evidentemente, que las atribuciones de los Presidentes de los Tribunales Colegiados de Circuito no serían tan limitadas a las seis fracciones que establece el artículo 41 de la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación.

Este principio, también debe de ser recogido en la propia ley en tratándose de la interposición de los Recursos de Revisión.

Podemos pensar, que esta facultad del Presidente del Tribunal Colegiado, es sumamente riesgosa puesto que se deja a su  decisión determinar qué asunto debe o no conocer el órgano colegiado al que pertenece, sin embargo, este pensamiento no puede tener sostén ni  jurídico, ni moral.

En efecto, si partimos de la base que quienes integran los Tribunales Colegiados de Circuito, son funcionarios de reconocida capacidad y honestidad ya que por ello, han alcanzado el cargo que ostentan, es indiscutible que ello garantizaría la decisión que al efecto tomaren amén de que, va su propia responsabilidad de por medio. (Manuel Ernesto Saloma Vera, Tomo II, páginas  717 a 724)

ART 90.- (último párrafo) Siempre que el Presidente de la Suprema Corte de Justicia…. impondrán, sin perjuicio de las sanciones penales que procedan a la recurrente una multa de treinta a ciento ochenta días de salario, y a su abogado una suspensión en el ejercicio de la profesión, de quince días a seis meses, cuando se advierta que con la interposición del recurso sólo se pretende retardar la ejecución de la sentencia de amparo. (Manuel Ernesto Saloma Vera, Tomo II, página 727)

Las consideraciones anteriores son, en concepto del suscrito una forma de limitar el juicio constitucional y hacer que éste  realmente recobre la esencia y razón de ser, desde luego que para una efectiva aplicación del juicio de garantías se estima necesario no una reforma a la Ley de Amparo sino una nueva Ley, que permita que el juicio constitucional sea realmente una garantía para el gobernado y no como se ha convertido en la actualidad, lo cual ha demeritado el funcionamiento de los órganos encargados de la administración de justicia, un instrumento que sólo pretende usarse para evadir el cumplimiento de la Ley.

De igual forma se estima necesario también, la elaboración de una nueva Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación que contemple y regule específicamente las funciones de los órganos del Poder Judicial de la Federación ya que la que se encuentra en vigor, suprimió ordenamientos que eran necesarios y que sin embargo no se previeron, bien para sustituirlos por otros, bien para considerar situaciones que siguen presentándose y que, por laguna de la ley sólo constituyen un obstáculo más para la administración pronta de la justicia. (Manuel Ernesto Saloma Vera, Tomo II, página 730)

En vista del notorio atraso en que se encuentran todos y cada uno de los expedientes que se tramitan en los Tribunales Colegiados de Circuito, trátese de amparos directos y/o recursos de revisión mismos que a manera de ejemplificar se encuentran estudiando los que les turnaron en los meses de abril y mayo del presente año, propongo que se les imponga un término no mayor a quince días aproximadamente para dictar la sentencia respectiva; dicho término se debería de contar a partir del momento en que se le turne el expediente al C. Secretario Proyectista del Tribunal Colegiado de Circuito de que se trate.

Lo anterior lo propongo con el fin de que sea mas ágil y dinámica la tramitación de un juicio de amparo directo o un recurso de revisión, misma solicitud que pongo a su amable consideración esperando, de ser posible, sea tomada en cuenta al momento de elaborar el proyecto de la Nueva Ley de Amparo. (Rafael Castro Cortés, Tomo II, páginas 797)

La propuesta intenta evitar prácticas dilatorias en los procesos  de  amparo, de ahí que se aumenta el monto de la sanción pecuniaria. 

La propuesta considera que la modificación se justifica por la naturaleza de la determinación y que se surten las mismas razones de urgencia  que reviste  la suspensión provisional.

TEXTO CON MODIFICACIÓN

ARTICULO 90.-¬ El Presidente de la Suprema Corte de Justicia de la Nación o el Tribunal Colegiado de Circuito, según corresponda, calificará la procedencia del recurso de revisión, admitiéndolo o desechándolo.


Admitida la revisión por el Presidente de la Suprema Corte de Justicia o por los Presidentes de las salas de la misma, y hecha la notificación relativa al Ministerio Público, se observará lo dispuesto por los artículos 182, 183 y 185 a 191.


Admitida la revisión por el Tribunal Colegiado de Circuito y hecha la notificación al Ministerio Público, el propio Tribunal resolverá lo que fuere procedente dentro del término de quince días.


Siempre que el Presidente de la Suprema Corte de Justicia o, en sus respectivos casos, el Pleno, o la Sala correspondiente, desechen el recurso de revisión interpuesto contra sentencias pronunciadas por Tribunales Colegiados de Circuito, por no contener dichas sentencias decisión sobre la constitucionalidad de una ley o no establecer la interpretación directa de un precepto de la Constitución Federal, impondrán, sin perjuicio de las sanciones penales que procedan, al recurrente o a su apoderado, o a su abogado, o a ambos, una multa de cien a trescientos días de salario.(María Simona Ramos Ruvalcaba, Tomo II, páginas 1422 a 1425)

En primer lugar creo necesario modificar los textos de la fracción IX del artículo 107 Constitucional y de la fracción V del artículo 83 de la Ley de Amparo, pues con motivo del artículo 10 de la Ley Orgánica del Poder Judicial Federal vigente, la Corte estimó correctamente en contra del texto constitucional y de la Ley de Amparo que el recurso de revisión en el amparo directo procede cuando en la demanda de garantías se hubiere planteado la inconstitucionalidad de una norma aunque en la sentencia el tribunal no se hubiere pronunciado sobre el problema de constitucionalidad planteado o no hubiere establecido la interpretación directa de un precepto constitucional. El criterio de la Corte es correcto porque gracias a él se logra que el tribunal colegiado que conozca el amparo resuelva la litis constitucional planteada, pues antes de esta interpretación bastaba que dicho tribunal con violación a la garantía de audiencia dejara de estudiar el punto de la litis relativo a la constitucionalidad para que el recurso fuera improcedente, lo que a todas luces es antijurídico. 

Por la misma razón deberán eliminarse el párrafo segundo del artículo 88,  el último párrafo del artículo 90 y la última parte del último párrafo del artículo 89 ya que al sujetarse la procedencia del recurso de revisión en el amparo directo al planteamiento en la demanda del problema constitucional y no a que el Tribunal Colegiado resuelva o no la litis de constitucionalidad planteada, lo dispuesto en esos párrafos no tiene sentido. (Jorge Antonio Galindo Monroy, Tomo III, página 1643)

Recibidos los autos en la Suprema Corte, se notificará al Ministerio Público, observándose  lo dispuesto en los artículos 182, 183 y 185 al 191.

Recibidos los autos en el Tribunal Colegiado, se notificará al Ministerio Público, hecho lo cual, se resolverá el recurso dentro de quince días. (David Ancira Martínez, Tomo III, página 1918)

Artículo 91.  El tribunal en Pleno, las Salas de la Suprema Corte de Justicia o los tribunales colegiados de Circuito, al conocer de los asuntos en revisión, observarán las siguientes reglas:

I.  Examinarán los agravios alegados contra la resolución recurrida y, cuando estimen que son fundados, deberán considerar los conceptos de violación cuyo estudio omitió el juzgador.

PROPUESTAS

I.-     Contra los autos dictados por los jueces de Distrito, que admitan demandas  notoriamente improcedentes. (David Ancira Martínez, Tomo III, página 1918)

II.  Sólo tomarán en consideración las pruebas que se hubiesen rendido ante el juez de Distrito o la autoridad que conozca o haya conocido del juicio de amparo; y si se trata de amparo directo contra sentencia pronunciada por Tribunal Colegiado de Circuito, la respectiva copia certificada de constancias;

III.  Si consideran infundada la causa de improcedencia expuesta por el juez de Distrito o la autoridad que haya conocido del juicio de amparo en los casos del artículo 37, para sobreseer en él en la audiencia constitucional después de que las partes hayan rendido pruebas y presentado sus alegatos, podrán confirmar el sobreseimiento si apareciere probado otro motivo legal, o bien revocar la resolución recurrida y entrar al fondo del asunto, para pronunciar la sentencia que corresponda, concediendo o negando el amparo, y

PROPUESTAS

Al referirse el artículo 91 de la Ley de Amparo al tramite que debe seguirse en el recurso de revisión, en su fracción III establece la posibilidad de que el tribunal revisor sobresea el juicio por alguna causal de improcedencia que o fue planteada en la primera instancia del juicio.

No obstante que la improcedencia es de orden público  y por lo tanto es correcto plantearla en la segunda instancia, la interpretación que los tribunales federales han dado de esa fracción es contraria a la garantía de audiencia ya que el tribunal revisor plantea una nueva causal de improcedencia que ninguna de las partes conoce, sino hasta que se publica el auto que sobresee el juicio con base en esa nueva causal y por tratarse de un sentencia de revisión, contra ella no puede hacerse nada, por ello estimo que cuando el tribunal revisor considere que el juicio debe sobreseerse por una causal de improcedencia que no se hubiere planteado en la primera instancia del juicio, debe dar vista a las partes, en especial al quejoso para que pueda manifestarse en contra de esa causal y sólo después de oírlo, el revisor deberá dictar el auto correspondiente o la sentencia, ya sea que sobresea el juicio, o conceda o niegue el amparo, pero en ese auto o en esa sentencia deberá tomarse en cuenta el parecer de las partes, en especial la del quejoso, respecto de esa causal de improcedencia. (Jorge Antonio Galindo Monroy, Tomo III, páginas 1645 y 1646)

Fracciones  III y IV se excluye la referencia a la autoridad  que deba conocer del amparo en jurisdicción concurrente, porque ésta fue derogada. (David Ancira Martínez, Tomo III, página 1918)
IV.  Si en la revisión de una sentencia definitiva, en los casos de la fracción IV del artículo 83, encontraren que se violaron las reglas fundamentales que norman el procedimiento en el juicio de amparo, o que el juez de Distrito o la autoridad que haya conocido del juicio en primera instancia, incurrió en alguna omisión que hubiere dejado sin defensa al recurrente o pudiere influir en la sentencia que deba dictarse en definitiva, revocarán la recurrida y mandarán reponer el procedimiento, así como cuando aparezca también que indebidamente no ha sido oída alguna de las partes que tenga derecho a intervenir en el juicio conforme a la ley; y

PROPUESTAS

Fracciones  III y IV se excluye la referencia a la autoridad  que deba conocer del amparo en jurisdicción concurrente, porque ésta fue derogada. (David Ancira Martínez, Tomo III, página 1918)
V.   Derogada.

VI.  Tratándose de amparos en que los recurrentes sean menores de edad o incapaces, examinarán sus agravios y podrán suplir sus deficiencias y apreciar los actos reclamados y su inconstitucionalidad conforme a lo dispuesto en el tercer párrafo del artículo 78.

PROPUESTAS

Complementariamente, procurándose no sobrecargar de trabajo a los tribunales revisores, deberían decretarse medidas disciplinarias y sancionatorias en contra de los jueces y sus auxiliares que en primera instancia actúan con liviandad, negligencia u otro tipo de irresponsabilidades durante el procedimiento, o al resolver los asuntos de su competencia, sin el debido análisis de las cuestiones que conforman la litis y de las pruebas ofrecidas por las partes. (Ivan Rueda Heduán, Tomo I, página 114)
Art. 91. - El tribunal en Pleno, las Salas de la Suprema Corte de Justicia o los tribunales colegiados de circuito funcionando en Pleno o en Salas, al conocer de los asuntos en revisión, observarán las siguientes reglas:… (Juan Manuel Arredondo Elías, Tomo I, página 680)

En el artículo 91, la fracción VI debe desaparecer, pues la suplencia de la queja esta prevista en el artículo 76 bis, por lo que no hay que repetirla en este lugar. ( Jesús A. Arroyo Moreno, Tomo II, página 1081)

RECURSO CONTRA LA ADMISIÓN O DESECHAMIENTO DE LA DEMANDA.  Que aún cuando el Magistrado forme parte de un Tribunal Colegiado, lo resuelva unitariamente ante el secretario quien da fe.  El mismo tratamiento deberá seguirse cuando se trate de aclaración de demanda o cuando se tenga por no interpuesta ésta, o cuando se conceda o se niegue la suspensión provisional. (Fernando Sánchez Ugarte, Tomo III, página 1795)

ARTÍCULO 91. El tribunal en Pleno, las Salas de la Suprema Corte de Justicia o los Tribunales Colegiados de Circuito, al conocer de los asuntos en revisión, observarán las siguientes reglas:

I. Examinarán en primer término, si existe alguna causal de sobreseimiento para después proceder al estudio de los agravios alegados contra la resolución recurrida y, cuando estimen que son fundados, deberán considerar los conceptos de violación cuyo estudio omitió el juzgador;

II. Sólo tomarán en consideración las pruebas que se hubiesen rendido ante el Juez de Distrito o ante el magistrado del Tribunal Unitario de Circuito o ante la autoridad que conozca o haya conocido del juicio de amparo; salvo aquellas que demuestren alguna causal superveniente de improcedencia y si se trata de amparo directo contra sentencia pronunciada por Tribunal Colegiado de Circuito, la respectiva copia certificada de constancias;

III. Si consideran infundada la causa de improcedencia expuesta por el Juez de Distrito, ,  el magistrado del Tribunal Unitario de Circuito o la autoridad que haya conocido del juicio de amparo en los casos del artículo 37, para sobreseer en él en la audiencia constitucional después de que las partes hayan rendido pruebas y presentado sus alegatos, podrán confirmar el sobreseimiento si apareciere probado otro motivo legal, o bien revocar la resolución recurrida y entrar al fondo del asunto, para pronunciar la sentencia que corresponda, concediendo o negando el amparo;

IV. Si en la revisión de una sentencia definitiva, en los casos de la fracción IV del artículo 83, encontraren que se violaron las reglas fundamentales que norman el procedimiento en el juicio de amparo, o que el Juez de Distrito o la autoridad que haya conocido del juicio en primera instancia, incurrió en alguna omisión que hubiere dejado sin defensa al recurrente o pudiere influir en la sentencia que deba dictarse en definitiva, revocarán la recurrida y mandarán reponer el procedimiento, así como cuando aparezca también que indebidamente no ha sido oída alguna de las partes que tenga derecho a intervenir en el juicio conforme a la ley; y

V. Derogada: D.O.F. 20 de mayo de 1986.

Nota aclaratoria: Se sugiere tengan a bien suprimir la fracción que antecede,  en virtud de las reformas propuestas .

VI. Tratándose de amparos en que los recurrentes sean menores de edad o incapaces, examinarán sus agravios y podrán suplir sus deficiencias y apreciar los actos reclamados y su inconstitucionalidad conforme a lo dispuesto en el tercer párrafo del artículo 78. (Oscar Barrera Garza, Tomo III, páginas 2202 a 2204)

Con independencia de lo anterior y en relación con el trámite del Amparo Indirecto, hacemos la siguiente propuesta:

EN AMPARO INDIRECTO,  de conformidad con el artículo 91 de la Ley de Amparo, los Tribunales Colegiados de Circuito, tienen el deber de entrar al fondo del asunto cuando se revoque una resolución de sobreseimiento, por improcedencia dictada por un Juez de Distrito, siempre que no se actualice otra causal de esa naturaleza.

Pues bien, esta disposición legal prácticamente le está otorgando competencia a los Tribunales Colegiados para resolver en una sola instancia en materia de amparo indirecto, al menos en lo que se refiere a la decisión final del asunto, lo cual no es compatible con las normas competenciales que se contienen en los artículos 114 y 158 de la propia ley de la materia.

Por lo anterior, se propone se propone se reforme el artículo que se cuestiona para el efecto de que los tribunales colegiados que revoquen resoluciones de sobreseimiento por causa de improcedencia pronunciadas por los jueces de Distrito en la audiencia constitucional, envíen los expedientes a los jueces para que éstos resuelvan el fondo del asunto. (José Luis Arellano Pita, Tomo IV, páginas 2695 y 2696).

Adicionar con una fracción más al artículo 91 de la Ley de Amparo.  Ciertamente, el mencionado dispositivo legal enumera las reglas como básicas que deben observar tanto la Suprema Corte de Justicia como  los Tribunales Colegiados al conocer del recurso de revisión.

Sin embargo, en lo tocante al supuesto de que se interponga recurso de revisión en contra de un auto desechatorio de una demanda de amparo en el que el Juez de Distrito considere plenamente probada una causal de improcedencia, es decir, que esta es manifiesta indudable y el H. Tribunal Colegiado considera que no es así, tal dispositivo legal que se pide adicionar deja sin prever o resolver el mecanismo a seguir en caso de que el H. Tribunal Colegiado considere que existe otra causal de improcedencia diversa la invocada por el Juez que si actualice aquel desechamiento;  de ahí que ante tal eventualidad existan Tribunales Colegiados que consideren que no es a tal órgano a quien compete el desechamiento de la demanda, interpretando el artículo 145 de la Ley de Amparo, originando su devolución y orden para su substanciación no obstante de ser fundadamente improcedente la tramitación de aquel juicio de garantías, con los consabidos daños que eso representa para la administración de justicia en nuestro País.  Por ello, se propone que el artículo en comento debe ahora contener una diversa fracción en la que de modo expreso se indique que en aquel supuesto, deberá el H. Tribunal Colegiado desechar aunque por otro motivo, esa demanda de amparo pudiendo ser su redacción de la siguiente manera:

Fracción VII: si se considera que no se actualiza la causa de improcedencia invocada por el Juez de Distrito, por no ser manifiesta o indudable, pero el Tribunal Colegiado de Circuito estima actualizada otra con aquellas características, procederá a desechar la demanda de amparo. (José Waldemar Alvarado Ríos, Tomo IV, páginas 2699 y 2700).
Artículo 92. Cuando en la revisión subsistan y concurran materias que sean de la competencia de la Suprema Corte de Justicia y de un Tribunal Colegiado de Circuito, se remitirá el asunto a aquélla.

La Suprema Corte resolverá la revisión exclusivamente en el aspecto que corresponda a su competencia, dejando a salvo la del Tribunal Colegiado de Circuito.

PROPUESTAS

En aras de una justicia rápida y expedita, garantía prevista en el artículo 17 constitucional, cuando en el recurso de revisión subsista el problema de constitucionalidad y de legalidad, el recurso debe resolverse en su totalidad por la Suprema Corte de Justicia de la nación, pues ésta ya tiene el expediente, ya tiene un ministro relator y un proyectista, quiénes han estudiado las constancias de autos, por ello considero que sí en la revisión se estima que el auto reclamado no es inconstitucional, la propia Corte debe estudiar el problema de legalidad y no remitirlo al tribunal colegiado para que lo haga, pues ello implica que transcurra una cantidad considerable de tiempo, en perjuicio de la garantía prevista en el precepto constitucional citado, por tal motivo debería reformarse en ese sentido los artículos 92  y  93 de la Ley de Amparo. (Jorge Antonio Galindo Monroy, Tomo III, página 1646)

ARTÍCULO 92. Cuando en la revisión subsistan y concurran materias que sean de la competencia de la Suprema Corte de Justicia y de un Tribunal Colegiado de Circuito, se remitirá el asunto a aquélla.

La Suprema Corte resolverá la revisión exclusivamente en el aspecto que corresponda a su competencia, dejando a salvo la del Tribunal Colegiado de Circuito. (Oscar Barrera Garza, Tomo III, página 2204)
Artículo 93. Cuando se trate de revisión de sentencias pronunciadas en materia de amparo directo por Tribunales Colegiados de Circuito, la Suprema Corte de Justicia únicamente resolverá sobre la constitucionalidad de la ley, tratado internacional o reglamento impugnados, o sobre la interpretación directa de un precepto de la Constitución Federal, en los términos del artículo 83 fracción V de esta ley.

PROPUESTAS

En aras de una justicia rápida y expedita, garantía prevista en el artículo 17 constitucional, cuando en el recurso de revisión subsista el problema de constitucionalidad y de legalidad, el recurso debe resolverse en su totalidad por la Suprema Corte de Justicia de la nación, pues ésta ya tiene el expediente, ya tiene un ministro relator y un proyectista, quiénes han estudiado las constancias de autos, por ello considero que sí en la revisión se estima que el auto reclamado no es inconstitucional, la propia Corte debe estudiar el problema de legalidad y no remitirlo al tribunal colegiado para que lo haga, pues ello implica que transcurra una cantidad considerable de tiempo, en perjuicio de la garantía prevista en el precepto constitucional citado, por tal motivo debería reformarse en ese sentido los artículos 92  y  93 de la Ley de Amparo. (Jorge Antonio Galindo Monroy, Tomo III, página 1646)

ARTÍCULO 93. Cuando se trate de revisión de sentencias pronunciadas en materia de amparo directo por Tribunales Colegiados de Circuito, la Suprema Corte de Justicia únicamente resolverá sobre la constitucionalidad de la ley, tratado internacional o reglamento impugnados, o sobre la interpretación directa de un precepto de la Constitución Federal, en los términos del artículo 83, fracción V, de esta ley.

Si el máximo Tribunal Federal considera que es incorrecta la apreciación del Tribunal Colegiado de Circuito respecto a la inconstitucionalidad de una ley o  a su  interpretación directa de un precepto constitucional, revocará la resolución recurrida y dictará una nueva; sin embargo, si subsisten temas de mera legalidad, revocará la sentencia recurrida y remitirá al Organo Colegiado para que éste dicte una nueva sentencia. (Oscar Barrera Garza, Tomo III, página 2204)
Artículo 94. Cuando la Suprema Corte de Justicia o alguno de los Tribunales Colegiados de Circuito conozca de la revisión interpuesta contra la sentencia definitiva dictada en un juicio de amparo, de que debió conocer un Tribunal Colegiado de Circuito en única instancia conforme al artículo 44, por no haber dado cumplimiento oportunamente el juez de Distrito o la autoridad que haya conocido de él conforme a lo dispuesto en el artículo 49, la Suprema Corte de Justicia o el Tribunal Colegiado declarará insubsistente la sentencia recurrida y lo remitirá al correspondiente Tribunal Colegiado de Circuito o se avocará al conocimiento del amparo, dictando las resoluciones que procedan.

Artículo 95.  El recurso de queja es procedente:

I.  Contra los autos dictados por los jueces de Distrito o por el superior del tribunal a quien se impute la violación reclamada, en que admitan demandas notoriamente improcedentes;

II.  Contra las autoridades responsables, en los casos a que se refiere el artículo 107, fracción VII de la Constitución Federal, por exceso o defecto en la ejecución del auto en que se haya concedido al quejoso la suspensión provisional o definitiva del acto reclamado;

III.  Contra las mismas autoridades, por falta de cumplimiento del auto en que se haya concedido al quejoso su libertad bajo caución conforme al artículo 136 de esta ley;

PROPUESTAS

Artículo 95.- El recurso de queja es procedente:

I y II

III Se deroga. 
La derogación de la fracción III del artículo 95 de la Ley de amparo, es correcta, puesto que es congruente con la propuesta de reformar al párrafo octavo del artículo 136 de la misma ley, en donde se suprime la facultad de conceder la libertad provisional bajo caución al Juez de amparo. (Ricardo Ojeda Bohórquez, Tomo II, páginas 821 y 825)

III.-      Contra los autos que desechan el recurso de revisión. (David Ancira Martínez, Tomo III, página 1919)
IV.  Contra las mismas autoridades, por exceso o defecto en la ejecución de la sentencia dictada en los casos a que se refiere el artículo 107, fracciones VII y IX, de la Constitución Federal, en que se haya concedido al quejoso el amparo;

V.  Contra las resoluciones que dicten los jueces de Distrito, el Tribunal que conozca o haya conocido del juicio conforme al artículo 37, o los Tribunales Colegiados de Circuito en los casos a que se refiere la fracción IX del artículo 107 de la Constitución Federal, respecto de las quejas interpuestas ante ellos conforme al artículo 98;

PROPUESTAS

V.-    Contra las resoluciones que dictan los jueces de Distrito o Tribunal Colegiado de Circuito en los casos a que se refiere el artículo 107 de la Constitución  Federal , respecto de las quejas interpuestas ante ellos conforme al artículo 98. (David Ancira Martínez, Tomo III, página 1919)
VI.  Contra las resoluciones que dicten los jueces de Distrito, o el superior del tribunal a quien se impute la violación en los casos a que se refiere el artículo 37 de esta ley, durante la tramitación del juicio de amparo o del incidente de suspensión, que no admitan expresamente el recurso de revisión conforme al artículo 83 y que, por su naturaleza trascendental y grave, puedan causar daño o perjuicio a alguna de las partes, no reparable en la sentencia definitiva; o contra las que se dicten después de fallado el juicio en primera instancia, cuando no sean reparables por las mismas autoridades o por la Suprema Corte de Justicia con arreglo a la ley;

PROPUESTAS

VI.-     Se elimina la intervención de la autoridad que lo es en jurisdicción concurrente. (David Ancira Martínez, Tomo III, página 1919)

VII.  Contra las resoluciones definitivas que se dicten en el incidente de reclamación de daños y perjuicios a que se refiere el artículo 129 de esta ley, siempre que el importe de aquéllas exceda de treinta días de salario.

VIII.  Contra las autoridades responsables, con relación a los juicios de amparo de la competencia de los Tribunales Colegiados de Circuito, en amparo directo, cuando no provean sobre la suspensión dentro del término legal o concedan o nieguen ésta; cuando rehúsen la admisión de fianzas o contrafianzas; cuando admitan las que no reúnan los requisitos legales o que puedan resultar insuficientes; cuando nieguen al quejoso su libertad caucional en el caso a que se refiere el artículo 172 de esta ley, o cuando las resoluciones que dicten las autoridades sobre la misma materia, causen daños o perjuicios notorios a alguno de los interesados;

PROPUESTAS

VIII.-    Similar al vigente, excluyendo la referencia a la libertad causional. (David Ancira Martínez, Tomo III, página 1919)

IX.  Contra actos de las autoridades responsables, en los casos de la competencia de los Tribunales Colegiados de Circuito, en amparo directo, por exceso o defecto en la ejecución de la sentencia en que se haya concedido el amparo al quejoso;

PROPUESTAS

III. ‑ Acerca del término para interponer el recurso de queja por defecto o exceso en el cumplimiento de las sentencias de amparo en los casos de la competencia de los Tribunales Colegiados de Circuito.

El recurso de queja es un medio de impugnación vinculado, en lo esencial, con situaciones procesales en las que no procede el recurso de revisión y que de no existir, dejaría al procedimiento constitucional sin un funcionamiento práctico y eficaz.

Doctrinalmente se ha criticado la falta de unidad y armonía en la reglamentación del recurso en referencia, que hace difícil su sistematización técnica.

Algunos autores distinguen entre los casos en que la queja es propiamente un recurso, de aquéllos en que la queja es una cuestión incidental, para la que, incluso, proponen que en esta última situación se le denomine denuncia o demanda incidental por exceso o defecto en la ejecución de la sentencia.

Ahora bien, al margen de que convendría una organización que permita el estudio sistemático de la reglamentación de la queja, y de que también sería pertinente una distinción entre el citado medio de impugnación como recurso y de la queja incidente, para la ponencia que nos ocupa, es de relevancia poner de manifiesto la excesiva amplitud del término para su interposición, tratándose de los casos en que se impugna el defecto o exceso en la ejecución de la sentencia protectora de garantías dictada por un Tribunal Colegiado de Circuito.

La actual Ley Reglamentaria de los Artículos 103 y 107 Constitucionales, en el articulo 95, fracción IX, prevé el citado medio de impugnación, de la manera siguiente:

ARTÍCULO 95. El recurso de queja es procedente:

IX. Contra actos de las autoridades responsables, en los casos de la competencia de los Tribunales Colegiados de Circuito, en amparo directo, por exceso o defecto en la ejecución de la sentencia en que se haya concedido el amparo al quejoso.

El artículo 97, del ordenamiento citado, en lo que interesa, previene:

ARTÍCULO 97. Los términos para la interposición del recurso de queja serán los siguientes:

III.  En los casos de las fracciones IV y IX del propio artículo 95, podrá interponerse dentro de un año, contando desde el día siguiente al en que se notifique al quejoso el auto en que se haya mandado cumplir la sentencia, o al en que la persona extraña a quien afecte su ejecución tenga conocimiento de ésta; salvo que se trate de actos que importen peligro de privación de la vida, ataques a la libertad personal, deportación, destierro o de alguno de los prohibidos por el artículo 22 de la Constitución, en que la queja podrá interponerse en cualquier tiempo.

En estrecha relación con lo anterior, se encuentra que el articulo 106 de la Ley de Amparo, establece:

ARTÍCULO 106. En los casos de amparo directo, concedido el amparo se remitirá testimonio de la ejecutoria a la autoridad responsable para su cumplimiento. En casos urgentes y de notorios perjuicios para el agraviado, podrá ordenarse el cumplimiento de la sentencia por la vía telegráfica, comunicándose también la ejecutoria por oficio.

En el propio, despacho en que se haga la notificación a las autoridades responsables, se les prevendrá que informen sobre el cumplimiento que se dé al fallo de referencia.

Si dentro de las veinticuatro horas siguientes a la en que la autoridad responsable haya recibido la ejecutoria, o en su caso, la orden telegráfica, no quedare cumplida o no estuviere en vías de ejecución, de oficio o a solicitud de cualquiera de las partes se procederá conforme al artículo anterior.

El artículo 105 del mismo ordenamiento, a que se refiere el numeral acabado de transcribir, en su tercer párrafo, prevé:

ARTÍCULO 105.  ...

...

Cuando la parte interesada no estuviere conforme con la resolución que tenga por cumplida la ejecutoria, se enviará también, a petición suya, el expediente a la Suprema Corte de Justicia.  Dicha  petición deberá presentarse dentro de los cinco días siguientes al de la notificación de la resolución correspondiente; de otro modo, ésta se tendrá por consentida.

Como se observa, en los casos de la fracción IX del artículo 95, de la Ley de Amparo, el recurso de queja puede interponerse dentro de un año; plazo que comienza a correr desde el día siguiente al en que se notifique al quejoso el auto en que se haya mandado cumplir la sentencia, o al en que la persona extraña a quien afecte su ejecución tenga conocimiento de ésta, con la salvedad de los casos en que se trate de actos que importen peligro de privación de la vida, ataques a la libertad personal, deportación, destierro o de alguno de los prohibidos por el articulo 22 de la Constitución, pues en estas situaciones, la queja podrá interponerse en cualquier tiempo.

El precepto en la fracción aludida, indica como inicio para el cómputo del término para interposición de la queja, desde el día siguiente al en que se notifique al quejoso el auto en que se haya mandado cumplir la sentencia  protectora de garantías.

En intima vinculación con el cumplimiento de la resolución en que se hubiera concedido la protección de la Justicia Federal al quejoso, se encuentra el tercer párrafo del artículo 105 de la Ley de Amparo, que contempla un término de cinco días para que la parte interesada, una vez notificada del fallo cumplimentador, manifieste su inconformidad con el auto que declara cumplida la ejecutoria y pida el envío del expediente relativo a la Suprema Corte de Justicia de la Nación y si no lo hace así, la resolución se tendrá por consentida.

En las referidas condiciones, es claro que existe una diferencia notable entre los plazos involucrados, pues si existe inconformidad con el informe rendido por la autoridad responsable a la sentencia protectora de garantías, la parte interesada puede manifestarlo así dentro del término de cinco días contados a partir de la fecha de la notificación de la comunicación de cumplimiento y si no lo hace así, ésta se tiene por consentida.  En cambio, si la parte interesada considera que existe defecto o exceso en el cumplimiento del fallo protector de garantías individuales, puede ocurrir en queja dentro del término de un año; plazo que resulta por demás excesivo para tales efectos, tratándose de las partes en el juicio, si se toma en cuenta que el exceso o el defecto en la ejecución también involucran inconformidad con el citado cumplimiento, el cual debe comunicársele en su oportunidad; amén de que lo prolongado del lapso implica una cierta inseguridad jurídica que no se justifica desde ningún punto de vista.

Luego, sería pertinente armonizar las disposiciones invocadas, por lo que se realiza la siguiente:

P r o p u e s t a

Que en la Nueva ley de Amparo se limite a un término prudente corno seria el plazo de diez o quince días para el caso de interposición de la queja, tratándose de exceso o defecto en la ejecución de la sentencia en que se hubiera otorgado la protección constitucional, dictada ya por Tribunal colegiado ya por juez de Distrito, al existir las mismas razones.

Así, el nuevo ordenamiento debe contener una disposición que en lo conducente prevenga:

Los términos para la interposición del recurso de queja serán los siguientes:

... En los casos de actos de las autoridades responsables, en los casos de la competencia de los Tribunales Colegiados de Circuito, en amparo directo o del juez de Distrito en amparo indirecto, por exceso o defecto en la ejecución de la sentencia en que se haya concedido el amparo al quejoso, podrá interponerse dentro de los quince días, contados desde el siguiente al en que se notifique al quejoso el cumplimiento de la ejecutoria, o al en que la persona extraña a quien afecte su ejecución tenga conocimiento de ésta; salvo que se trate de actos que importen peligro de privación de la vida, ataques a la libertad personal, deportación, destierro o de alguno de los prohibidos por el artículo 22 de la Constitución, en que la queja podrá interponerse en cualquier tiempo. (Herminio Huerta Díaz, Tomo IV, páginas 2914 a 2920).

X.  Contra las resoluciones que pronuncien los jueces de Distrito en el caso previsto en la parte final del artículo 105 de este ordenamiento.

PROPUESTAS

Si alguien les adujera que un recurso de queja apoyado en la fracción Xl del artículo 95 de la Ley de Amparo fue interpuesto extemporáneamente. ¿Cómo decidirían la cuestión si el artículo 97, fracción IV, de ese ordenamiento legal señala un término y el artículo 98 indica otro diferente?. (Mario Pérez de León Espinosa, Tomo I, página 551)

XI.  Contra las resoluciones de un juez de Distrito o del superior del Tribunal responsable, en su caso, en que concedan o nieguen la suspensión provisional.

PROPUESTAS

De acuerdo con el origen histórico de la queja en el juicio de amparo, podemos afirmar que no se trata de la figura tradicional que, según la Enciclopedia Jurídica Omeba
, se define como un reclamo de superintendencia contra omisiones del juez en el trámite de los juicios y cuyo objeto es obtener una resolución o sentencia contra la que se pueda interponer un recurso en forma.

Sobre la naturaleza del recurso de queja en el sistema jurídico mexicano, no respecto del juicio de amparo sino del procedimiento civil, la Suprema Corte de Justicia de la Nación sustentó la tesis siguiente
:

“QUEJA. INCONSTITUCIONALIDAD DEL RECURSO PREVISTO POR EL ARTICULO 709, FRACCION II, DEL CODIGO DE PROCEDIMIENTOS CIVILES DEL ESTADO DE BAJA CALIFORNIA Y CODIFICACIONES SIMILARES.  El recurso de queja se encuentra profundamente arraigado en la tradición procesal hispana y, por consiguiente, dentro de las codificaciones que rigieron en el México Colonial. Sus antecedentes se encuentran en las Leyes IV y VII, de la Séptima Partida; Ley CLV del Estilo, Leyes XV, Título XVI, Libro 3o. y XXV, Título XIX, Libro 8o. de las Ordenanzas Reales de Castilla; Ley I, Título 1o., Libro 4o. de la Novísima Recopilación; y artículo 75 de la Ley de Enjuiciamiento Civil Española de 1855. La gestación histórico-legislativa de este medio impugnativo revela que si bien en un principio se decidió sancionar al funcionario judicial, ya fuera multándolo o destituyéndolo del cargo, en la medida en que evolucionó y se consolidó dentro del marco procesal, sus efectos se orientaron a revocar la determinación recurrida. Esta transformación trajo como consecuencia una afectación a la contraparte del accionante de la queja, lo que provocó serias críticas durante el siglo pasado, por no permitir la intervención del colitigante afectado. Dentro de este contexto se aprobó el Código de Procedimientos Civiles del Distrito Federal y Territorio de la Baja California de 1872, el cual sustituyó el recurso de queja por el de denegada apelación, que a diferencia de este último, sí permitía la intervención de la contraparte, perfil procesal que fue conservado por la reforma de 1880 y el Código de 1884. Por su parte, los autores del Código de 1932 optaron por reincorporar el recurso de queja, el cual ofrecía un procedimiento más ágil y versátil que el de la denegada apelación; sin embargo, los trazos evidentemente medievales del recurso de queja español no fueron advertidos por el presidente de la República, que en uso de facultades extraordinarias concedidas por el Congreso, expidió este ordenamiento el cual, a su vez, fue emulado por el Código de Procedimientos Civiles del Estado de Baja California y la mayoría de las Legislaturas de los Estados. Ahora bien, al regularse el recurso de queja en el artículo 709, fracción II, del código adjetivo civil del Estado de Baja California, sólo se prevé la posibilidad de que el Juez produzca un informe, pero no se instrumenta una forma de intervención del colitigante, lo cual produce un estado de indefensión que atenta contra el artículo 14 constitucional.”

En la ejecutoria se hace una magnífica relación histórica de la evolución del recurso.

Volviendo a la materia específica de este trabajo, advertimos que, en su origen, la queja era sólo una forma de provocar la revisión de las determinaciones del Juez de Distrito por parte de la Suprema Corte de Justicia, cuando no estaba previsto expresamente el recurso de revisión, y el tribunal Ad Quem resolvía con plena jurisdicción, pudiendo por ello revocar, modificar o confirmar la resolución recurrida, o incluso el procedimiento previo a la misma, por lo que su naturaleza procesal no era distinta de la revisión. 

En la actualidad, esta afirmación continúa siendo válida, máxime si se toma en cuenta que los mismos órganos que conocen de la revisión conocen de la queja.

Ahora bien, deben distinguirse dos casos genéricos de procedencia del recurso de queja: 

En el primer supuesto se comprenden los casos en que se recurren resoluciones de la autoridad que tramita el juicio de amparo; en estos casos corresponde resolver el recurso de queja a la Suprema Corte o al Tribunal Colegiado de Circuito, y no existe ninguna diferencia esencial con el recurso de revisión, del que conocen los mismos superiores; las diferencias son secundarias, pues se refieren a los términos para la interposición, a la autoridad ante la cual se presenta el escrito con los agravios y las pruebas con las que se resuelve el recurso, que en el caso de la queja es únicamente el informe del A Quo, mientras que en la revisión se remite el expediente completo al tribunal Ad Quem. 

El hecho de que en la queja no pueda el recurrente ofrecer ni desahogar pruebas, quedando limitado al material probatorio que remita el Juez o Tribunal A Quo, afecta una de las formalidades esenciales del procedimiento en la segunda instancia pues el recurrente no tiene oportunidad de aportar pruebas, ni siquiera señalar constancias para que el superior pueda contar con toda la información necesaria para resolver el recurso.

En estos casos, la naturaleza procesal de la queja es igual a la del recurso de revisión, pues la Suprema Corte o el Tribunal Colegiado debe determinar si la resolución recurrida es o no correcta, lo cual es conforme además con el origen histórico de la institución, pues desde la primera ley reglamentaria del amparo se establecía la posibilidad de que, en virtud de la queja, la Suprema Corte revisara los actos del Juez de Distrito, pudiendo confirmar, revocar o modificar las determinaciones recurridas. En la práctica, existe una diferencia adicional; cuando se resuelve un recurso de revisión, el tribunal que conoce del mismo expresa en uno de sus puntos resolutivos si confirma, revoca o modifica la resolución recurrida, en tanto que al resolverse un recurso de queja, lo único que se expresa es si se declara fundado o no, sin especificar que se revoca, se confirma o se modifica la resolución recurrida, lo cual no tiene ningún fundamento legal y en la mayoría de los casos provoca confusión, pues los alcances de la resolución deben interpretarse por la autoridad contra la cual se promovió la queja, derivándolos de los razonamientos contenidos en las consideraciones de la resolución.

Si a lo expuesto se agrega que la diversa reglamentación de supuestos de procedencia de la revisión y de la queja ocasiona conflictos y problemas para las partes en el juicio de amparo, quienes deben elegir entre dos recursos que, tramitándose en forma distinta, son resueltos por las mismas autoridades, y que, en caso de error en la denominación del recurso intentado el recurrente, éste queda indefenso porque el tribunal revisor no puede cambiar el recurso intentado, se comprenderá la necesidad de eliminar la queja como figura autónoma en los casos en que se recurren determinaciones de la autoridad que tramita el juicio de amparo (tribunal unitario, Juez de Distrito o superior de la autoridad responsable), para dejar como único recurso en estos casos la revisión, de acuerdo con el espíritu del juicio de amparo, que tiende a trámites sencillos, claros, que no constituyan trampas procesales sino que permitan dirimir las controversias en el fondo.

Otro argumento que apoya la propuesta anterior lo constituye la exigencia lógica de que el juicio de amparo constituya un sistema congruente, en el que se apliquen correctamente las conclusiones obtenidas en los estudios de teoría procesal, que ya se comentaron.

El segundo supuesto de procedencia de la queja se da cuando lo que se recurre es una determinación de la autoridad responsable, caso en que procede la queja por exceso o defecto en el cumplimiento de las resoluciones sobre suspensión provisional o definitiva y sentencias que conceden el amparo, así como falta de cumplimiento al auto de libertad bajo caución; en estos casos la queja no constituye técnicamente un recurso, pues procesalmente éstos proceden contra las autoridades que tramitan un juicio y no contra los actos realizados por las partes en ese procedimiento, como es el caso de las autoridades responsables en el juicio de amparo; además, en los recursos se actualiza una extensión del problema tratado en la determinación recurrida, es decir, la litis analizada en el acto recurrido debe analizarse nuevamente en el recurso, para determinar si fue correcta o no la resolución que se combate; esto no sucede en el caso de la queja cuando se promueve contra actos de la autoridad responsable, como se verá a continuación.

Si en este caso la queja no es en realidad un recurso, queda el problema de determinar su naturaleza procesal, con relación a la cual y toda vez que el elemento común en estas situaciones es la pretensión del recurrente de que se declare el incumplimiento o desobediencia que se imputa a la autoridad responsable respecto de las determinaciones tomadas por las autoridades federales en el trámite y resolución de un juicio de amparo, debe considerarse que la naturaleza de la institución es la de un incidente de incumplimiento o desobediencia, con una litis propia que versa únicamente sobre la obediencia de la responsable a las determinaciones federales y no un recurso, pues como resultado de la queja se obtiene una declaración de que la conducta de la autoridad responsable se adecua o no a lo ordenado dentro de un juicio de amparo, pero no puede obtenerse ninguna modificación a determinación alguna dictada dentro de ese juicio por la autoridad que lo tramite o haya tramitado.

La concepción anterior armoniza las instituciones previstas en la ley de Amparo con relación al cumplimiento de las ejecutorias, cuya naturaleza de incidente ha sido definida ya en la jurisprudencia sustentada por la Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, publicada en la página 195, Tomo II, octubre de 1995, del Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, cuyo texto es como sigue
: 

“INEJECUCION DE SENTENCIA. QUEDA SIN MATERIA EL INCIDENTE CUANDO LOS ACTOS DENUNCIADOS COMO REPETICION DE LOS RECLAMADOS HAN QUEDADO SIN EFECTO.  Cuando los actos denunciados como repetición de los reclamados en un juicio de garantías en que se concedió el amparo al quejoso, hayan quedado sin efecto en virtud de una resolución posterior de la autoridad responsable a la que se le atribuye la repetición de dichos actos, el incidente de inejecución de sentencia queda sin materia, al no poderse hacer un pronunciamiento sobre actos insubsistentes.”

Así como en la jurisprudencia sustentada por la anterior Tercera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, publicada en la página 303, Tomo VI, del Apéndice al Semanario Judicial de la Federación 1917-1995, cuyo texto es como sigue
: 

“REPETICION DEL ACTO RECLAMADO, INCIDENTE DE. QUEDA SIN MATERIA SI EN EJERCICIO DE SU COMPETENCIA EL SUPERIOR JERARQUICO DE LA AUTORIDAD RESPONSABLE DEJA SIN EFECTO EL ACTO QUE LE DIO ORIGEN.  Si durante el trámite del incidente de inejecución de sentencia por repetición del acto reclamado, la autoridad competente superior jerárquico de la autoridad responsable emite una resolución mediante la cual deja sin efectos la que dio origen a dicho incidente y se restablecen las cosas al estado que tenían antes de la violación de garantías, sin que la quejosa haga manifestación alguna, no obstante la vista que se le dio con la resolución de mérito, como el propósito del artículo 108 de la Ley de Amparo no es el de que se llegue a la imposición de las sanciones ahí especificadas, sino el de que las sentencias de amparo sean debidamente cumplidas, resulta indudable que el incidente de que se trata ha quedado sin materia al quedar sin efectos jurídicos el acto que le dio origen, siendo suficiente para arribar a esta conclusión, el que la autoridad responsable lo haya manifestado así y su dicho se apoye con las copias certificadas de la resolución correspondiente, sin que sea necesario que el quejoso exprese su conformidad por escrito, si el mismo fue debidamente notificado y nada expuso en contrario.”

Considerar los casos de queja por exceso, defecto o desobediencia, como presupuestos para el trámite de un incidente, traería como consecuencia la posibilidad, para la parte afectada, de ofrecer y desahogar pruebas para demostrar sus afirmaciones, sin quedar sujeta al informe que rinda la autoridad responsable, lo que garantizaría el respeto a las formalidades esenciales del procedimiento tal como éstas han sido consideradas en la jurisprudencia sustentada por el Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, publicada en la página 133, tomo II, diciembre de 1995, Novena Epoca del Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, cuyo texto es como sigue
:

“FORMALIDADES ESENCIALES DEL PROCEDIMIENTO. SON LAS QUE GARANTIZAN UNA ADECUADA Y OPORTUNA DEFENSA PREVIA AL ACTO PRIVATIVO.  La garantía de audiencia establecida por el artículo 14 constitucional consiste en otorgar al gobernado la oportunidad de defensa previamente al acto privativo de la vida, libertad, propiedad, posesiones o derechos, y su debido respeto impone a las autoridades, entre otras obligaciones, la de que en el juicio que se siga "se cumplan las formalidades esenciales del procedimiento". Estas son las que resultan necesarias para garantizar la defensa adecuada antes del acto de privación y que, de manera genérica, se traducen en los siguientes requisitos: 1) La notificación del inicio del procedimiento y sus consecuencias; 2) La oportunidad de ofrecer y desahogar las pruebas en que se finque la defensa; 3) La oportunidad de alegar; y 4) El dictado de una resolución que dirima las cuestiones debatidas. De no respetarse estos requisitos, se dejaría de cumplir con el fin de la garantía de audiencia, que es evitar la indefensión del afectado.”

Posibles objeciones

Son dos las posibles objeciones que pudieran hacerse a las consideraciones anteriores. La primera sería que la naturaleza propia de cada recurso impide la inclusión de uno  en el otro. La segunda sería que los casos en que procede la queja se resuelve mediante un procedimiento más ágil y rápido que el previsto para la revisión. Ambas objeciones son infundadas.

En cuanto a la naturaleza de los recursos, consideramos que ya se demostró, mediante el estudio de la evolución de la regulación de la queja, que originalmente constituye un medio para provocar la revisión de la actuación del Juez de Distrito por parte de las autoridades superiores, por lo que su naturaleza no es distinta de la de la revisión, lo que se confirma con el hecho de que la misma autoridad que conoce de la revisión resuelve la queja cuando ésta se dirige contra determinaciones de la autoridad que tramita el juicio de amparo, sea un Tribunal Unitario, un Juez de Distrito o el superior del tribunal a quien se impute la violación de garantías.

Cuando la queja se promueve contra determinaciones de la autoridad responsable, se advierte que el Juez de Distrito o el Tribunal Colegiado de Circuito, que haya tramitado el juicio de amparo indirecto o directo, resuelve en primera instancia sobre la desobediencia alegada por el recurrente, y corresponde siempre a la Suprema Corte resolver la cuestión en última instancia, mediante el recurso de inconformidad o la “queja de queja”.


Analicemos ahora los distintos casos de procedencia de la queja establecidos por el artículo 95 de la Ley de Amparo, para determinar en cuáles se está en presencia de un recurso y en cuales técnicamente el problema debe resolverse incidentalmente.

De las resoluciones emitidas por la autoridad que tramite el juicio de amparo, procede la queja contra el auto que admite una demanda que el recurrente considere notoriamente improcedente, las determinaciones que no admiten expresamente revisión pero causan gravamen no reparable en la sentencia o se dictan después de pronunciada ésta, las interlocutorias dictadas en el incidente de daños y perjuicios derivados de la suspensión, y el de cumplimiento sustituto de una ejecutoria de amparo, además de las resoluciones sobre suspensión provisional, así como las que resuelvan quejas contra autoridades responsables (caso conocido como “queja de queja”). 

La materia del recurso contra la admisión de una demanda no difiere substancialmente del caso previsto en la fracción I del artículo 83 de la Ley de Amparo, que establece la revisión contra el auto que desecha o tiene por no interpuesta una demanda de amparo; en ambos casos, el problema a dilucidar en el recurso es si el juicio de amparo resulta manifiesta e indudablemente improcedente o no, por lo que no existe justificación alguna para que la misma cuestión de fondo se resuelva mediante dos instituciones distintas según la autoridad de primera instancia en el juicio de amparo determine si admite o no una demanda.

La queja contra las interlocutorias dictadas en los incidentes de daños y perjuicios (cumplimiento sustituto de una ejecutoria de amparo) no difiere esencialmente de la revisión prevista en la fracción III del artículo 83 mencionado, que se refiere a las interlocutorias dictadas en el incidente de reposición de autos
, único incidente que se tramita como de previo y especial pronunciamiento en el juicio de amparo; lo anterior, porque en ambos casos se trata de recurrir interlocutorias, es decir, determinaciones dictadas para poner fin a incidentes dentro del juicio de amparo, por lo que a fin de que el sistema de recursos quede estructurado en forma lógica, deben considerarse conjuntamente. 

La queja contra resoluciones de suspensión provisional resulta igualmente de naturaleza semejante a la revisión prevista en la fracción II del artículo 83, que se refiere a los autos en conceden, niegan, modifican o revocan, o bien niegan modificar o revocar la suspensión definitiva, por lo que pueden incluirse sin problemas de naturaleza en la revisión, pues en última instancia el problema a dilucidar es si procede o no la suspensión, provisional o definitiva, así como los términos en que debe decretarse, en su caso.

Aquí podría objetarse que en el amparo directo son las autoridades responsables las que resuelven sobre la suspensión y que por lo mismo no puede proceder la revisión; sin embargo, en este caso, las autoridades responsables no actúan como parte en el juicio de amparo, sino como autoridad dentro del trámite del mismo, auxiliando a la Justicia Federal,  y por ello sus determinaciones en estas circunstancias son resoluciones dictadas por la autoridad que tramita el juicio de amparo y por lo mismo deben recurrirse igualmente por medio de la revisión prevista en la citada fracción II del artículo 83 de la ley de amparo, pues una vez más, el problema consiste en determinar si procede o no la suspensión y los términos en que, en su caso, debe decretarse.

Todos los demás casos de procedencia de la queja se refieren a resoluciones de las autoridades responsables, que implican el análisis de la obediencia o desobediencia de dichas responsables a las determinaciones dictadas dentro de los juicios de amparo, ya sea directo o indirecto, y por lo mismo su naturaleza no es de resoluciones dictadas dentro del juicio de amparo por la autoridad que lo tramita, sino que constituyen conflictos autónomos sobre la conducta de una de las partes en el citado juicio (la autoridad responsable) en relación con las determinaciones de la autoridad que lo tramita; luego, contra ellas técnicamente no procede un recurso, y por lo mismo, la controversia sobre su obediencia o desobediencia a las determinaciones pronunciadas dentro del juicio de amparo constituyen una litis autónoma de la constitucional que se dirime en el juicio de garantías, por lo que su resolución debe darse en forma incidental, pues es innegable su estrecha relación con el juicio de garantías propiamente dicho, a fin de que se decida sobre la desobediencia imputada por el interesado a la autoridad responsable, incidente dentro del cual debe pronunciarse una resolución de la autoridad que tramitó el juicio de amparo, por ser quien emite la determinación cuya desobediencia se estudia, independientemente de que contra dicha resolución proceda el recurso de revisión, pues se trataría de una interlocutoria dictada en un incidente, solución que mantiene la coherencia lógica del sistema de recursos.

Lo anterior justificaría, además, la eliminación del recurso de inconformidad que actualmente establece el artículo 105 de la Ley de Amparo y que contradice lo dispuesto por el artículo 82, que establece como recursos en el juicio de amparo únicamente la queja, la revisión y la reclamación, sin mencionar la inconformidad.

La segunda objeción contemplada se refería a la diferencia entre los trámites de la revisión y de la queja, dado que a primera vista podría decirse que el recurso de queja tiene un trámite más ágil y breve que la revisión, derivado de la urgencia para resolver las cuestiones materia del primer recurso citado; sin embargo, el recurso de queja, cuando se tramita contra actos del Juez de Distrito, debe resolverse en 28 días hábiles, o 25 cuando el acto recurrido emana de una autoridad responsable, mientras que la revisión debe resolverse en 25 días cuando conoce de ella un Tribunal Colegiado, caso mucho más frecuente que aquél en que conoce de la revisión la Suprema Corte de Justicia de la Nación, en que el trámite alcanza los 55 días.

Lo anterior deriva de que, una vez interpuesto el recurso de queja, debe calificarse por parte del Presidente del Tribunal Colegiado o del Pleno o Salas de la Suprema Corte, para lo cual disponen de un día para dictar el acuerdo, más otro que corresponde a la notificación del mismo; si se admite el recurso, se pide informe al juez o autoridad responsable, quienes deben rendirlo en el plazo de tres días, contados a partir del siguiente a la fecha en que reciban la notificación respectiva; después, debe darse vista al Ministerio Público Federal, para lo cual deben emplearse otros dos días, uno para el acuerdo y otro para la notificación respectivos; transcurridos los tres días de la vista mencionada, debe turnarse el expediente a proyecto de resolución, para lo cual debe dictarse otro acuerdo y notificarse (dos días más); finalmente, debe dictarse la resolución en el plazo de diez días, si el acto recurrido proviene de la autoridad que tramita el juicio de amparo, o de tres días si proviene de la autoridad responsable.


La revisión se tramita como sigue: interpuesto el recurso, el juez o autoridad que tramita el juicio de amparo, dicta un acuerdo en que tiene por interpuesto el recurso y ordena remitir el expediente, o las constancia necesarias, con el recurso y una copia del mismo, a la Suprema Corte o al Tribunal Colegiado de Circuito que corresponda, para lo cual deben considerarse un día para el acuerdo y otro para la notificación; llegado el expediente al tribunal que debe substanciar el recurso, su Presidente califica la procedencia y, en caso de admitirlo, notifica al Ministerio Público para efectos de su pedimento, requiriéndose un día para el acuerdo y uno más para la notificación; dentro del término de cinco días se turna el asunto al magistrado ponente, o diez días en caso de turno al ministro relator, quienes deben formular proyecto, en treinta días el ministro, para que en diez días más se resuelva por el Pleno o la Sala de la Suprema Corte, en tanto que en los Tribunales Colegiados de Circuito, en el plazo de quince días posteriores al turno al magistrado ponente se debe dictar la resolución.

En todos los casos deben agregarse los días que dilaten las comunicaciones entre los órganos que intervienen si no radican en el mismo lugar.

De lo anterior se desprende que la diferencia de trámite no constituye un criterio suficientemente trascendente para diferenciar los recursos de queja y de revisión; el único caso en el cual la queja efectivamente se tramita en una tiempo mucho menor que la revisión lo constituye la queja contra las determinaciones sobre suspensión provisional, en cuyo caso el trámite debiera completarse en cuatro días hábiles; sin embargo, la objeción en este caso puede superarse estableciendo plazos específicos para la revisión que permitan en estas circunstancias, la pronta resolución del recurso, pues de todas formas quien dicta la resolución es el mismo órgano superior (Suprema Corte o Tribunal Colegiado), sin que ello afecte la integridad del sistema propuesto.

Por lo antes expuesto, propongo que se reestructure el sistema de recursos de la Ley de Amparo en los siguientes aspectos:

1. Eliminar la queja como recurso autónomo.

2. Los casos actualmente previstos como supuesto de procedencia de la queja, en que se recurren determinaciones de los Tribunales Unitarios de Circuito, de los Jueces de Distrito o de la autoridad que conoce del juicio conforme al artículo 37 de la Ley de Amparo, deben incluirse dentro de los casos de procedencia del recurso de revisión.

3. Los casos previstos actualmente como hipótesis de procedencia del recurso de queja, en que se recurren actos de autoridades responsables, deberán trasladarse al capítulo dedicado a los problemas de incumplimiento o desobediencia de las determinaciones dictadas en los juicios de amparo.

4. Eliminar el recurso de inconformidad y sustituirlo por la revisión ante la Suprema Corte de Justicia de la Nación, generalizando la procedencia de la revisión contra todas las resoluciones interlocutorias que se pronuncien en un juicio de amparo.

5. Establecer el “incidente de desobediencia” como figura procesal autónoma, para determinar si una autoridad, distinta a la que tramita el juicio de amparo, incurre en exceso, defecto o incumplimiento de una determinación dictada en un juicio de amparo, o no, debiéndose incluir en el mismo los problemas de repetición de acto reclamado; contra la determinación que resuelva dicho incidente procederá la revisión, por tratarse de una interlocutoria.

6. Implementar un sistema de sanciones progresivas a la desobediencia: una primera multa de diez a quinientos días de salario; una segunda multa de quinientos a mil días de salario y, finalmente, la sanción máxima sería la separación del cargo y la inhabilitación por uno a diez años, para ocupar cualquier empleo, cargo o comisión públicos, seguidas de la consignación ante el Juez de Distrito para ser juzgado por desobediencia.

7. Establecer que las multas serán pagadas del patrimonio del servidor público sancionado y prohibir que se apliquen a ellas recursos públicos. (Germán Eduardo Baltazar Robles, Tomo I, páginas 48, 49, 50, 51, 52, 53, 54, 55, 56, 57, 58, 59, 60, 61, 62, 78 y 79)

Concomitentemente con lo anterior, es preciso conceder al quejoso un recurso o medio de defensa contra la determinación del Juez de desechar de plano el incidente de suspensión solicitado, la cual por economía procesal deberá determinarse en el auto que admite la demanda, como en el supuesto previsto en la ley para el caso de la procedencia de la suspensión oficiosa, prevista en el artículo 123 de la Ley de Amparo; para tal efecto se propone adicionar el artículo 95, fracción XI, de la Ley de Amparo, con el objeto de que el agraviado cuente con un recurso pronto y expedito que solucione la ilegalidad cometida.

Reforma planteada.

1. Sin formar incidente en el mismo auto en donde se admita la demanda de amparo desechar de plano el incidente de suspensión cuando éste sea notoriamente improcedente.

2. Conceder al quejoso un medio de impugnación contra dicha determinación, a saber el recurso de queja contenido en el artículo 95, fracción XI de la Ley de Amparo. (Martín Ángel Rubio Padilla, Tomo I, páginas 188 y 189)

Por idénticas razones a las que expongo en el punto anterior, considero necesario se adicione la fracción Xl del artículo 95 de la Ley de Amparo, para quedar así:  "El recurso de queja es procedente : ... Xl. Contra las resoluciones de un juez de Distrito o del superior del Tribunal responsable, en su caso, en que concedan o nieguen la suspensión provisional, aun cuando sólo se reclame el monto de la garantía fijada”

En la inteligencia que sobre el tema que comento igualmente existe la jurisprudencia 527 del tomo VI del Apéndice 1917-1995, de La voz "SUSPENSIÓN PROVISIONAL. EL RECURSO DE QUEJA ES PROCEDENTE CONTRA LA DETERMINACIÓN QUE ESTABLECE LOS REQUISITOS PARA QUE SURTA EFECTOS". (Jorge Figueroa Cacho, Tomo I, página 407)

Artículo 95. El recurso de queja es procedente:

I.- Contra las autoridades responsables, en los casos a que se refiere el artículo 107, fracción VII, de la Constitución Federal, por exceso o defecto en la ejecución del auto en que se haya concedido al quejoso la  suspensión  provisional  o  definitiva  del  acto reclamado;

II.- Contra las mismas autoridades, por falta de cumplimiento del auto en que se haya concedido al quejoso su libertad bajo caución conforme al artículo 136 de esta ley; 

III.
Contra las mismas autoridades, por exceso o defecto en la ejecución de la sentencia dictada en los casos a que se refiere el artículo 107, fracciones VII y IX, de la Constitución Federal, en que se haya concedido al quejoso el amparo;

IV.
Contra las resoluciones definitivas que se dicten en el incidente de reclamación de daños y perjuicios a que se refiere el artículo 129 de esta ley, siempre que el importe de aquéllas exceda de treinta días de salario;

V.
Contra actos de las autoridades responsables,  en los casos de la competencia de los Tribunales Colegiados de Circuito, en amparo directo, por exceso o defecto en la ejecución de la sentencia en que se haya concedido el amparo al quejoso;

ADICIÓN DE UN ARTÍCULO 95 bis

Artículo 95 bis. Cuando el Tribunal advierta que en lugar de la queja procede  un diverso medio de impugnación, de oficio adoptará las medidas pertinentes para tramitar el que legalmente corresponda.  (Sergio Pallares y Lara, Tomo I, páginas 512 y 513)

Art. 95 bis.- Las salas unitarias de los tribunales colegiados de circuito sólo conocerá del recurso de queja interpuesto conforme a las fracciones I y IX del artículo 95, cuando hayan dictado la sentencia cuya ejecución excesiva
o  defectuosa se impugne. (Juan Manuel Arredondo Elías, Tomo I, página 680)

En  nuestro  país,  el juicio  de  amparo constituye la institución jurídica protectora de las garantías individuales de los gobernados frente al poder público, y es el medio por el cual es factible combatir la inconstitucionalidad de cualquier acto que emita una autoridad con independencia de su rango o jerarquía.

Por su importancia debe ser accesible a todo gobernado, por lo cual los mecanismos para lograr su eficacia deben  ser  lo  suficientemente  precisos  y definidos de manera que no se presten a confusiones y permitan que el gobernado pueda lograr el objetivo que se  propuso  al  haber acudido ante  los  órganos jurisdiccionales para solicitar la protección de la Justicia Federal, desde luego sin apartarse de los aspectos técnicos que deben ser siempre observados en toda gestión ante un tribunal, porque siendo el derecho una ciencia, debe contener una metodología para su aplicación, y así se ha conceptuado en razón a la actividad  intelectual  que  tiene  por  objeto  el conocimiento racional y sistemático de los fenómenos jurídicos. Sin embargo, no debe olvidarse que si el juicio de amparo tiene como objetivo el garantizar un estado de derecho justo, las normas que lo regulan deben tener una vigencia real que más allá de formulismos, permitan que se cumpla cabalmente su finalidad cuando se demande la protección de la justicia federal.

Si bien se parte de la base de que los juzgadores tienen el propósito de sujetarse al estricto cumplimiento de sus deberes de impartición de justicia, también lo es que cuando quienes resienten la aplicación  de  la  ley  y  se  estiman  afectados indebidamente por una decisión,  deben  tener la posibilidad de solicitar la reparación de los agravios que sostengan haber resentido por las decisiones de las autoridades jurisdiccionales, por lo que es preciso contar con medios para tal efecto, los cuales debe establecer el legislador como recursos, ello a fin de que el gobernado tenga el máximo de seguridad de la certeza de los fallos de los órganos impartidores de justicia, pues en todo proceso existe un principio general de impugnación, o sea, que las partes tengan los medios para combatir las resoluciones de los tribunales cuando éstas no resultan apegadas a derecho. 

Esto es, por recurso debe entenderse el medio de impugnación que se interpone contra una resolución judicial pronunciada en un proceso va iniciado, generalmente ante un juez o tribunal de mayor jerarquía y de manera excepcional ante el mismo juzgador, con el objeto de que dicha resolución sea revocada, modificada o anulada. 

La existencia de recursos viene a constituir una de las garantías más importantes dentro de un sistema jurídico para lograr la plena legalidad de las determinaciones judiciales, pues la sociedad  reclama  un sistema de justicia que permita de manera plena y eficaz el ejercicio de las garantías que establecen las leyes, apoyado en la garantía que establece el artículo 17 de la Constitución Federal. 

Tratándose del amparo indirecto el legislador ha establecido como recursos procedentes, los de revisión, queja y reclamación, conforme al artículo 82 de la Ley de Amparo.

Para efectos de esta ponencia me permito citar como punto de referencia el axioma que establece: “EADEM RATIO EADEN DISPOSITIO", el cual consiste en que cuando existan situaciones similares derivadas de una misma razón generadora, debe aplicarse una misma disposición para tomar la resolución correspondiente.

Las hipótesis de procedencia del recurso de revisión  en  materia  de  amparo,  se  encuentran establecidas en el artículo 83 de la Ley de Amparo, y en cuanto al tema de este trabajo es de mencionarse que en la fracción I de ese precepto, se dispone lo siguiente: 

“Procede el recurso de revisión: I - Contra las resoluciones de los jueces de Distrito o del superior del Tribunal responsable, en su caso, que deseche o tenga por no interpuesta una demanda de amparo.”

El conocimiento de ese recurso corresponde a los Tribunales Colegiados de Circuito de acuerdo a lo dispuesto por la fracción  del articulo 85 de la misma Ley, el cual debe ser interpuesto por conducto del juez de Distrito o de la autoridad que conozca del juicio de amparo conforme a la primera parte del primer párrafo del artículo 86 del mismo ordenamiento legal, y deberá hacerse en el término de diez días, contados desde el siguiente al en que surta sus efectos la notificación de la resolución recurrida, como se previene en la segunda parte de ese párrafo del mismo artículo 86.

El desechamiento de una demanda de amparo indirecto obedece a que exista una causa  notoria de  improcedencia, de acuerdo  con   el   artículo 145 de la  Ley  de  Amparo,  el cual señala lo siguiente:

El juez de Distrito, examinará ante todo, el escrito de demanda;  y  si  encontrare motivo manifiesto  e  indudable de improcedencia, la desechará de plano, sin suspender el acto reclamado;

En  tanto  que  la  determinación de tener por no interpuesta una demanda de amparo indirecto, es consecuencia fundamentalmente de que en la misma, a pesar de la prevención que se formule al quejoso, no hubiere llenado los requisitos que señala el artículo 116 de la Ley de Amparo, no hubiere hecho las aclaraciones razón, de manera que si no se establece la posibilidad de combatir el desechamiento parcial de una demanda con el recurso de revisión, el medio idóneo es el de queja conforme  a la jurisprudencia número  439 derivada de  la  Contradicción  de  Tesis  26/90, publicada en la página 292 y siguiente del Tomo VI, Materia Común, del Apéndice al Semanario Judicial de la Federación l9l7-l995, cuyo texto es el siguiente: 

QUEJA, PROCEDE ESTE RECURSO CONTRA RESOLUCIONES QUE DESECHAN PARCIALMENTE UNA DEMANDA DE GARANTIAS.  De conformidad con lo dispuesto en el artículo 95, fracción VI, de la Ley de Amparo, procede el recurso de queja contra las resoluciones que dicten los jueces de Distrito o el superior del Tribunal a quien se impute la violación, durante la tramitación del juicio de amparo o del incidente de suspensión, que no admitan expresamente el recurso de revisión conforme al artículo 83 y que, por su naturaleza trascendental y grave, puedan causar daño o perjuicio a alguna de las partes, no reparable en la sentencia definitiva. Ahora bien, en los casos en que el juez de Distrito admite sólo en parte una demanda de amparo y la desecha en cuanto a ciertos quejosos o autoridades responsables, el recurso que la parte quejosa debe interponer en contra del desechamiento parcial de esa demanda es el de queja, dado que se trata de una resolución emitida durante la tramitación del juicio de amparo que no admite el recurso de revisión, puesto que una correcta interpretación de la fracción I del artículo 83 de la Ley citada, permite concluir que dicho recurso procede únicamente contra las resoluciones que desechan la demanda de amparo en su totalidad y las que dan por concluido el juicio de garantías. A esa conclusión se llega, tomando en cuenta, además, que todos los casos en que procede el recurso de revisión, se refieren a resoluciones que dan por terminado el juicio de amparo o el incidente de suspensión, de lo que se deriva, si se atiende al sistema de tramitación de los recursos de queja y de revisión, dados los términos en que se encuentran redactados los artículos 83, 89, 95, 98 y 99 de la Ley de Amparo, que el recurso que se interponga contra las resoluciones emitidas durante la tramitación del juicio de amparo o del incidente de suspensión fuera rápido y sencillo, dejando abierta la opción de suspender el procedimiento en determinados casos, como dispone el artículo 101. Esto no sucede con el recurso de revisión cuya substanciación es más compleja y, por lo mismo, implica mayor dilación. Como en el supuesto de que se trata, se debe seguir actuando dentro del expediente, por cuanto se refiere a la parte de la demanda que fue admitida, y toda vez que el recurso de revisión no prevé la suspensión del procedimiento de este caso, el recurso procedente debe ser el de queja.

También  suele  suceder que  el  quejoso presente una demanda de amparo en la que solicite la suspensión de oficio de los actos reclamados, en los casos previstos por el artículo 17, en relación con el 123, ambos de la Ley de Amparo, y el juez declare su incompetencia  legal  para  conocer  de  la  misma omitiendo proveer sobre la suspensión de oficio solicitada, a pesar de que en observancia a lo dispuesto por el articulo 54 de la referida ley, debe pronunciarse respecto de la suspensión sin perjuicio que, desde un principio sostenga la incompetencia de plano para conocer del juicio. Sobre el particular la entonces Segunda Sala de la H. Suprema Corte de Justicia de la Nación en la Jurisprudencia 5/90, ha sustentado criterio en el sentido de que es procedente el recurso de queja en términos de la fracción VI del artículo 95 de la Ley de Amparo en contra de una resolución de incompetencia que omita proveer respecto de la suspensión de oficio, tesis la cual aparece publicada en la página 71 de la Gaceta  número 35  de la Octava Epoca del Semanario Judicial   de la Federación, correspondiente al mes de noviembre de mil novecientos noventa,  con  el  siguiente  texto:

QUEJA, RECURSO DE. ES PROCEDENTE EN CONTRA DE UNA RESOLUCION DE INCOMPETENCIA QUE OMITA PROVEER RESPECTO DE LA SUSPENSION DE OFICIO.  Cuando en una resolución el juez de Distrito se declara incompetente, sin proveer respecto de la suspensión de oficio, los efectos de ese acto irregular equivalen a una negativa y esa resolución es recurrible mediante el recurso de queja, en términos del artículo 95, fracción VI, de la Ley de Amparo, pues se trata de una resolución irregular que tiene un claro efecto positivo e influencia dentro del proceso.” 

Habiéndose tomado como premisa fundamental la de que cuando se combate una resolución de incompetencia que hubiese omitido proveer sobre la suspensión de oficio solicitada, se estaba cuestionando una resolución irregular, teniendo la misma un claro efecto positivo e influencia dentro del proceso, equivalente a una negativa de la suspensión.

Se   estima   conveniente   referir   lo correspondiente al recurso idóneo contra la negativa o concesión de la suspensión de oficio de los actos reclamados, pues en la legislación vigente no se encuentra establecida de manera precisa el medio de impugnación que procede en esos supuestos ya que en ninguna de las hipótesis de los artículos 83 y 95 de la Ley de Amparo relativas a los recursos de revisión y de queja, respectivamente, se señalan, pues a virtud de la iniciativa presidencial de quince de noviembre de mil novecientos ochenta y cinco, se estableció el inciso b) de la fracción II del articulo 83 de la Ley de Amparo para determinar  la  procedencia del recurso de revisión contra las resoluciones de los jueces de Distrito o del Superior del tribunal responsable, en su caso, en las cuales concedieran o  negaran la suspensión de oficio; pero ahora esa disposición ,ya no aparece en vigor. Sin embargo, del párrafo tercero del articulo 89 de la Ley de Amparo cuyo texto es el siguiente: 

"Tratándose  del  auto en que se haya concedido o negado la suspensión de plano, interpuesta la revisión, sólo  deberá  remitirse  al  Tribunal  Colegiado  de Circuito copia certificada del escrito  de  demanda, del    auto recurrido, de sus notificaciones y del escrito u oficio en que se haya   interpuesto  el recurso de revisión, con expresión de la fecha y hora del recibo.”,

De lo que se infiere la procedencia del recurso de revisión contra tales determinaciones, por ello al margen de lo cuestionable sobre la instauración de recursos por analogía, lo cierto es que buscando un medio de reparación, es factible ubicarlo dentro de la hipótesis que señala el inciso a) de la fracción II del artículo 83 de la Ley de Amparo que establece la procedencia de la revisión contra las resoluciones que nieguen o concedan la suspensión definitiva de los actos reclamados; lo anterior sólo para los efectos de señalar todos los supuestos que abarcan la propuesta que se contiene en este estudio.

En suma, de lo anterior se puede establecer que contra las resoluciones que desechen o tengan por no interpuesta una demanda de amparo indirecto procede el recurso de revisión; contra el desechamiento parcial de una demanda de amparo indirecto procede el recurso de queja; contra el acuerdo en que se hubiere declarado la incompetencia legal para conocer de una demanda de amparo indirecto omitiendo proveer sobre la suspensión de oficio de los actos reclamados procede el recurso de queja; contra los autos que admitan demandas notoriamente improcedentes procede el recurso de queja, y; contra el acuerdo que niega o concede la suspensión de oficio de los actos reclamados procede el recurso de revisión.

Lo anterior permite formular el siguiente planteamiento: primero, la necesidad de establecer la procedencia de un recurso de la misma naturaleza contra los proveídos del juez de Distrito o el superior del Tribunal responsable que desechen o que tengan por no interpuesta una demanda de amparo indirecto, contra los que la desechan parcialmente contra los que declaren la incompetencia de plano para conocer de una demanda en cuanto omitieron proveer respecto a la suspensión de oficio de los actos reclamados, contra los acuerdos que nieguen o concedan a suspensión de plano de los actos reclamados, y contra los acuerdos que las admitan cuando alguna de las partes estime que era notoriamente improcedente, y; segundo, definido lo anterior, señalar el mecanismo  eficaz para que  el Tribunal  Colegiado de Circuito, a quien corresponde conocer del recurso, por razón de jerarquía, resuelva con la prontitud el medio de defensa interpuesto en esos supuestos.

Para sustentar la propuesta a fin de definir lo anterior, es conveniente mencionar que en la iniciativa del Presidente de la República de fecha dieciocho de noviembre de mil novecientos noventa y tres para modificar diversas disposiciones de la Ley de Amparo, entre ellas las relativas al recurso de queja, propuso la adición del artículo 95 de la Ley de Amparo, con la fracción XI, para establecer la procedencia de ese recurso contra las resoluciones de los jueces de Distrito o del superior del Tribunal responsable en su caso, que concedan o nieguen la suspensión provisional de los actos reclamados.  Se expuso como razones para ello, que debido, por una parte, al enorme recargo de labores de los jueces de Distrito, y, por otra parte, al plazo tan breve en el cual deban resolver sobre la medida de urgencia regulado por el artículo 130 de la Ley de Amparo, resultaba necesario que las partes tengan la posibilidad de acudir ante los Tribunales Colegiados para que éstos puedan corregir los errores en que incurran los juzgados de primer grado. 

Así, estimo que la solución al planteamiento formulado es lo siguiente:

a). - En primer término, partiendo del principio de seguridad jurídica de los gobernados, que se establezca la procedencia de un solo recurso en contra de los acuerdos que desechen en su integridad o en parte una demanda de amparo indirecto, la tengan por no interpuesta, declaren la incompetencia de plano sin proveer sobre la suspensión de oficio de los actos reclamados, nieguen o concedan la suspensión de oficio de los actos reclamados, así como contra los acuerdos que las admitan y que alguna de las partes considere que era notoriamente improcedente, pues si se está tratando en todos esos supuestos de lo referente al proveído inicial que debe recaer a la promoción de una demanda de amparo, tendría mayor seguridad jurídica el quejoso o el inconforme contra el proveído relativo, al disponer de un solo medio de reparación, que debe ser el de queja y no una diversidad de recursos con tramitaciones diferentes; y 

b).- Que tal hipótesis de procedencia del recurso de queja se ubique dentro del supuesto que ha establecido de manera sumarísima el legislador en la fracción XI del artículo 95 de la Ley de Amparo, primero porque suele suceder en la práctica que una demanda es desechada  total  o  parcialmente  por notoria improcedencia o tenida por no interpuesta, y el quejoso hubiera solicitado la suspensión provisional del acto reclamado correspondiente, y no será hasta que se tramite y resuelve el recurso de revisión, y en caso de que se determine que indebidamente fue desechada total o parcialmente la demanda o tenida por no interpuesta, cuando la autoridad en caso de que la admita, provea sobre la suspensión provisional del acto reclamado, para lo cual transcurrió un período en el cual bien pudo ejecutarse el   acto  reclamado de manera irreparable para el quejoso; o que el órgano jurisdiccional se haya declarado incompetente de plano para  conocer de la misma sin proveer sobre la suspensión de oficio de los actos reclamados, pues no será hasta que se avoque al conocimiento la autoridad a quien se declinó la competencia o se resuelva el conflicto correspondiente, cuando se subsane la omisión, ya que tratándose de competencia los particulares no pueden tener  participación  porque  es  un  aspecto  que corresponde sólo a los órganos jurísdiccionales, como se advierte de la jurisprudencia 35/97 del Pleno de la Suprema Corte  de Justicia de la Nación, cuyo título es el siguiente: "INCOMPETENCIA POR DECLINATORIA DICTADA EN LA  AUDIENCIA CONSTITUCIONAL, NO ES RECURRIBLE EN REVISIÓN", y segundo, porque partiendo de las mismas razones que se invocaron en la exposición de motivos de la iniciativa presidencial para instituir la hipótesis de la fracción Xl del artículo 95 de la Ley de Amparo, se establezca el mismo mecanismo que ha resultado lo suficientemente ágil y que es el contenido en el último párrafo del articulo 99 de la misma Ley, que permite que a la brevedad un Tribunal Colegiado ante la inconformidad de alguna de las partes cuando se dé alguno de los referidos supuestos pueda corregir las irregularidades en que hubiere incurrido la autoridad que conoció de la demanda de amparo, pues también suele suceder que al haberse admitido una demanda notoriamente improcedente y concedido la suspensión provisional de los actos reclamados, ésta surta sus efectos de manera ilegal en perjuicio de la parte tercera perjudicada o de la sociedad.

Por último, es de advertirse que si en la jurisprudencia 10/92 de la entonces Segunda Sala de la H. Suprema Corte de Justicia de la Nación publicada en la página 346 del Tomo VI, Materia Común, del Apéndice al Semanario Judicial  de la Federación 1917-1995, con  el siguiente texto:

SUSPENSIÓN PROVISIONAL. EL RECURSO DE QUEJA ES PROCEDENTE CONTRA LA DETERMINACIÓN QUE ESTABLECE LOS REQUISITOS PARA QUE SURTA EFECTOS.  El artículo 95, fracción XI, de la Ley de Amparo, que establece la procedencia del recurso de queja en contra de las resoluciones pronunciadas por los jueces de Distrito en las que concedan la suspensión provisional, debe entenderse en el sentido de que comprende a los acuerdos que tengan relación con esa medida cautelar, por lo que también abarca las condiciones que se fijen al quejoso para que aquélla surta efectos, toda vez que tales premisas no pueden desvincularse la una de la otra, pues su coexistencia se da al formar parte del mismo acto en que se concede la suspensión de los actos reclamados; por tanto, es procedente el recurso de queja cuando sólo se impugnen las condiciones fijadas para que la suspensión surta sus efectos.

Se ha establecido la procedencia del recurso de queja en términos del articulo 95, fracción XI, de la Ley de Amparo, contra la determinación que establece los requisitos para que surta efectos la suspensión provisional de los actos reclamados, pues en efecto si la existencia de esa hipótesis obedeció a la necesidad de que el quejoso cuente con un medio de defensa contra las resoluciones que concedan la suspensión provisional de los actos reclamados, entonces los requisitos de efectividad de la medida cautelar forman parte del proveído concesorio y quien esté inconforme con los mismos debe tener a su alcance ese medio de impugnación para cuestionarlos; entonces es conveniente por razones de seguridad jurídica de las partes en el juicio, que ese supuesto se fije en la Ley de la Materia.

Lo anterior constituye un medio para lograr una mejor eficacia en la impartición de la justicia, por la unidad en la existencia de recursos y rapidez en la solución de los mismos, a fin de lograr ese estado de derecho que la sociedad demanda al tener a su alcance una eficiente solución a los problemas jurídicos que resultan en la tramitación de los juicios de amparo, cuya institución constituye la protección y salvaguarda de los derechos de los gobernados frente al poder público a efecto de evitar la afectación de manera arbitraria de sus garantías individuales y que se corrijan oportunamente las decisiones incorrectas de los órganos a quienes se encomienda el trámite y solución de los juicios de amparo indirectos.

Por tanto, se propone por una parte derogar la fracción 1 del artículo 83 de la Ley de Amparo, y por otra adicionar la fracción XI del artículo 95 de la Ley de Amparo, para quedar en los términos siguientes:

ART. 95.- El recurso de queja es procedente:

...XI.- Contra las resoluciones de un juez de Distrito o del superior del Tribunal responsable, en su caso, en que admitan o desechen total o parcialmente una demanda de amparo o la tengan por no interpuesta; en aquéllas que concedan o nieguen la suspensión provisional o de oficio de los actos reclamados, y en caso de que decreten esa medida cuando se impugnen las condiciones fijadas para que surta sus efectos, y cuando la autoridad a quien corresponda conocer de la demanda de amparo se declare incompetente de plano para conocer de la misma sin proveer sobre la suspensión de oficio de los actos reclamados. (Arturo Hernández Torres, Tomo II, páginas 731 a 744)

El recurso de queja es un cajón de sastre, por cuanto que procede contra gran diversidad de hipótesis, algunas de las cuales no deben tramitarse como queja, sino como incidente, pues su lugar esta dentro del capítulo de ejecución de las sentencias, en este caso están las fracciones II, III, IV y IX, que  se refieren al cumplimiento o ejecución de los autos de suspensión, de libertad y a las sentencias dictadas por los jueces de Distrito y por los Colegiados. 

La fracción I establece el recurso de queja contra la admisión de demandas improcedentes y como dije, el auto que desecha la demanda también debe ser recurrible en queja, ya que ambos acuerdos:  admitir o rechazar la demanda, de hecho implican el mismo esfuerzo, se refieren al mismo objeto, por lo que la lógica dice que el acuerdo que niega la admisión de la demanda debe ser reclamado en el recurso de queja, como se dijo arriba; en este caso repito, debiera ser, como lo es la hipótesis de  la fracción XI, una queja de 24 horas, por lo que si por una parte deben suprimirse del artículo 95, las fracciones II, III, IV y IX, deberá agregarse una fracción XII, para comprender a los autos en que se niega la admisión de la demanda, cuya resolución debe hacerse en 48 horas, siguiendo en este caso el tramite a que se refiere la fracción XI mencionada. 

Las demás fracciones deben redactarse mejor para que tengan más claridad y sean mejor comprendidas, por ejemplo en  la VIII su redacción podría ser la siguiente: “Contra los acuerdos que dicten las autoridades responsables en el juicio de amparo directo, en la suspensión: la nieguen, o la concedan;  fijen fianzas excesivas o deficientes y cualesquiera otras resoluciones en esta materia”.   Las fracciones II, III, IV y IX deben cambiar de ubicación, como ya dije, lo mismo debe hacerse del artículo 96 y de las fracciones I y III del 97.

Los artículos 98 a 102, 97, fracciones I y IV deben recibir una mejor ordenación para evitar dificultades de interpretación. (Jesús A. Arroyo Moreno, Tomo II, páginas 1081 a 1083)

Artículo 95, sugiero se agregue una fracción que diga:

“Contra las resoluciones en que los Jueces de Distrito o los Magistrados del Tribunal Colegiado impusieran alguna multa al litigantes o a su abogado”.

“La Queja contra la resolución de Juez de Distrito será resuelta por el Tribunal Colegiado de Circuito correspondiente y de la Queja que se interponga contra resolución de éste, conocerá la Sala de la misma materia de la Suprema Corte de Justicia”.

En esta forma no quedará el sancionado en estado de indefensión y a través del recurso podrá demostrar la buena fe con la que procedió y no ser acreedor a la multa impuesta. (Félix Galindo D. B., Tomo II, páginas  1369 y 1370)
Texto con modificación
Artículo 95. El recurso de queja es procedente:

XI Contra las resoluciones de un juez de Distrito o del superior del tribunal responsable, en su caso, en que se deseche demandas de amparo notoriamente improcedentes, o las tengan por no interpuesta, o admitan demandas notoriamente improcedentes o aquellas que concedan o nieguen la suspensión provisional o la de oficio. (María Simona Ramos Ruvalcaba, Tomo II, páginas 1425 y 1426)

Este medio de impugnación está regulado de los artículos 95 a 102 de la Ley de Amparo, los que en términos generales tienen una redacción compleja, poco clara y en algunos casos contradictoria; además de que varios sus supuestos de procedencia no corresponden a un recurso sino a un incidente de ejecución de sentencia.

a) En efecto las fracciones II, III, IV, VIII y IX del artículo 95 citado establecen la procedencia del recurso de queja en tratándose de defectos en la ejecución de la sentencia o de la suspensión, por haber cumplido de más o por haber cumplido de menos. Es un error remediar por medio de un recurso lo que es objeto de un procedimiento incidental, como lo es el cabal cumplimiento de la sentencia o de la suspensión. Además hay que recordar que el recurso es un medio de defensa para impugnar un acto emitido por el juez durante el procedimiento; sin embargo en la queja de las fracciones citadas, equivocadamente con el recurso se busca impugnar el acto de una de las partes en el proceso de amparo.

Por tal motivo considero que debe ser objeto del incidente de ejecución de sentencias, no sólo el incumplimiento absoluto de la sentencia de amparo, de la suspensión o la repetición del acto reclamado, sino también el defecto en que incurra la responsable al cumplir una suspensión o una sentencia.

b) Independientemente de lo expuesto, las fracciones anteriormente citadas tienen diversos errores y contradicciones. Concretamente las fracciones II y III del artículo 95 de la Ley de Amparo, pueden ser reducidas a una sola fracción, ya que el supuesto de ambas es el cumplimiento defectuoso del auto de suspensión, ya que la libertad provisional a que se refiere la última de las fracciones citadas no es más que la suspensión contra actos privativos de la libertad.

c) Otro error que contiene el artículo 95 se encuentra en la fracción IV, la que establece la procedencia del recurso de queja por exceso o defecto en el cumplimiento de la sentencia dictada en el amparo directo o en el indirecto. En efecto la fracción IX del artículo 95 citado señala expresamente la procedencia del recurso de queja por exceso o defecto en el cumplimiento de la sentencia de amparo directo; luego entonces atendiendo al principio general de derecho que la regla específica prevalece sobre la general,  se llega a la conclusión de que la fracción aplicable para la queja a que se ha hecho referencia, no es la IV, sino la IX.

Por otro lado hay que aclarar que nada obstaculizaría que ambas quejas fueran reguladas por la misma fracción del artículo 95, en el entendido de que la única diferencia sería la autoridad ante quién debería interponerse y tramitarse el recurso, pero ello se remediaría estableciendo simplemente en el artículo 98 o en el 99 de la Ley de Amparo que la queja por exceso o defecto en el cumplimiento de una sentencia de amparo indirecto o directo, deberá interponerse ante la autoridad que resolvió el amparo.

Por, lo que hace a la tramitación de ambas quejas, si bien la del amparo indirecto esta regulada en el segundo párrafo del artículo 98 de la Ley de Amparo, la de la fracción IX lo está, en el tercer párrafo del artículo 99 de la ley en cita, y la única diferencia entre ambos párrafos radica en que en el amparo indirecto la queja se resuelve en tres días y en el directo en diez días, lo cual es irrelevante,  pues se podría señalar un mismo término para ambas quejas.

d) En los supuestos de las fracciones V, VII, VIII y IX del artículo 95 de la Ley de Amparo, relativos a la procedencia del recurso en contra de: las resoluciones dictadas en las quejas por exceso o defecto en el cumplimiento del auto de suspensión o de la sentencia de amparo en el juicio indirecto de garantías, las  dictadas en el incidente de reparación de daños, los acuerdos de las responsables en materia de suspensión en el amparo directo y los defectos incurridos por la responsable en el cumplimiento de las sentencias dictadas en los amparos directos; en todas esas hipótesis de acuerdo a lo dispuesto en el segundo párrafo del 99 de la Ley de Amparo, la queja debe presentarse ante el tribunal que conoció o debió conocer del recurso de revisión.

En este orden de ideas, si la queja se interpone con base en las fracciones VIII y IX del artículo 95 de la Ley de Amparo, o se trata de un amparo indirecto en el que se plantearon problemas de constitucionalidad, la queja necesariamente la deberá conocer el Pleno o las Salas de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, lo cual es erróneo máxime que desde hace varios años existe la idea de quitarle competencia a ese alto tribunal con el objeto de que sólo se aboque a problemas de constitucionalidad, y no pierda el tiempo en cuestiones de legalidad o incidentales al juicio de amparo. Además nada impediría que la queja la conociera el Tribunal Colegiado, (que de hecho es lo que sucede), y en todo caso si el quejoso no esté de acuerdo con la resolución que en su caso dictaré el tribunal colegiado, se podría pensar que el expediente se mandará a la Corte para los efectos de la fracción XVI del artículo 107 constitucional, pues finalmente el cumplimiento defectuoso es un incumplimiento.

Por otro lado esta queja en tratándose de amparo directo, sólo procedería si en la demanda se hubieren planteado problemas de constitucionalidad, o en la sentencia se hubiere dado la interpretación directa de un precepto constitucional, pues sólo en esos casos procedería el recurso de revisión ante las Salas o ante el Pleno de la H. Corte, por lo que de no darse el supuesto referido, la queja sería improcedente de acuerdo a lo dispuesto en el artículo 99 citado, por lo que pienso que debe corregirse esta situación.

e) En relación a la queja en contra de las resoluciones dictadas por los jueces de distrito en el incidente de cumplimiento sustituto de la sentencia de amparo, prevista en la fracción X del artículo 95 tantas veces invocado, hay que aclarar que el cumplimiento sustituto también procede en el amparo directo, ya que el último párrafo del artículo 106 relativo a la ejecución de sentencias en amparo directo remite a lo dispuesto en el artículo 105, que se refiere al cumplimiento de las sentencias en amparo indirecto, y en el último párrafo se prevé el cumplimiento sustituto de las sentencias.

En este orden de ideas habría que indicar que la queja citada también procedería en contra de las resoluciones dictadas en el incidente de cumplimiento sustituto de las sentencias de amparo directo, máxime que así se desprende del segundo párrafo de la fracción XVI del artículo 107 constitucional. (Jorge Antonio Galindo Monroy, Tomo III, páginas 1647 a 1651)

XI.-   Contra resoluciones de un Juez de Distrito que conceda o niegue la suspensión provisional. (David Ancira Martínez, Tomo III, página 1919)

Existen diferentes interpretaciones y resoluciones contradictorias que se presentan respecto del término para interponer el recurso de queja a que se refiere la fracción XI del artículo 95 de la Ley de Amparo, toda vez que por una parte la fracción IV del artículo 97 del mismo ordenamiento señala que el término para su interposiciòn será de 24 horas siguientes a la fecha en que surta sus efectos la notificación de la resolución recurrida, mientras que el último párrafo del artículo 99 establece que la queja deberá interponerse ante el Juez de Distrito dentro del término de 24 horas contadas a partir del día siguiente a la fecha en que para la parte recurrente surta efectos la notificación que conceda o niegue la suspensión provisional, por lo que en esta última hipótesis el plazo se amplia. Por tanto se sugiere realizar la modificación correspondiente, dada la diferencia de momentos en que surten efectos las notificaciones a las partes.

Lo anterior es así, ya que no obstante que se establece igual término para las partes, se origina una inequidad procesal en perjuicio de las autoridades responsables, precisamente por la forma en que para ellas surten efectos las notificaciones, por lo que resulta más adecuada y equitativa la redacción que contiene el último párrafo del artículo 99 antes invocado. (Olga Hernández Espíndola, Tomo III, páginas 2066 y 2067)

JUSTIFICACIÓN. Ante la diversidad de medios de impugnación que se pueden presentar en la sustanciación del incidente de suspensión, principalmente en la suspensión provisional, consideramos que en contra del otorgamiento o negativa de la suspensión provisional, no debería existir ningún medio de impugnación (queja), ya que la tramitación de éste sólo dilata la sustanciación del procedimiento.

La fracción que se examina debería de ser suprimida en el entendido de que en la mayoría de los casos, por no decir todos, la suspensión definitiva es resuelta con anterioridad a la resolución del recurso de queja que se pudiera interponer o a que se engrose la sentencia. (Luis Orlando Hernández, Tomo III, páginas 2102 y 2103)
ARTÍCULO 95. El recurso de queja es procedente:

I. Contra los autos dictados por los Jueces de Distrito, o el magistrado del Tribunal Unitario de Circuito o por el superior del tribunal a quien se impute la violación reclamada, en que admitan demandas notoriamente improcedentes, o cuando desechen o tengan por no interpuesta una demanda o la ampliación de la misma.

II. Contra las autoridades responsables, *(se suprime) por exceso o defecto en la ejecución del auto en que se haya concedido al quejoso la suspensión provisional o definitiva del acto reclamado;

III. Contra las mismas autoridades, por falta de cumplimiento del auto en que se haya concedido al quejoso su libertad bajo caución conforme al artículo 136 de esta ley;

IV. Contra las mismas autoridades, por exceso o defecto en la ejecución de la sentencia dictada en los *(se suprime) amparos indirectos en que se haya concedido al quejoso  la protección Federal;

V. Contra las resoluciones que dicten los Jueces de Distrito, el tribunal que conozca o haya conocido del juicio conforme al artículo 37, el Tribunal Unitario de Circuito ,o los Tribunales Colegiados de Circuito en los casos *(se suprime) que decidan sobre la inconstitucionalidad de una ley o establezcan la interpretación directa de un  precepto de la Constitución, respecto de las quejas interpuestas ante ellos conforme al artículo 98 de ésta ley, es decir,  la fracción en comento se refiere al recurso de queja  de queja. 

VI. Contra las resoluciones que dicten los Jueces de Distrito, o el superior del tribunal a quien se impute la violación en los casos a que se refiere el artículo 37 de esta ley, durante la tramitación del juicio de amparo o del incidente de suspensión, que no admitan expresamente el recurso de revisión conforme al artículo 83 y que, por su naturaleza trascendental y grave, puedan causar daño o perjuicio a alguna de las partes, no reparable en la sentencia definitiva; o contra las que se dicten después de fallado el juicio en primera instancia, cuando no sean reparables por las mismas autoridades o por la Suprema Corte de Justicia con arreglo a la ley;

VII. Contra las resoluciones definitivas que se dicten en el incidente de reclamación de daños y perjuicios a que se refiere el artículo 129 de esta ley, siempre que el importe de aquéllas exceda de treinta días de salario;

VIII. Contra las autoridades responsables, con relación a los juicios de amparo de la competencia de los Tribunales Colegiados de Circuito, en amparo directo, cuando no provean sobre la suspensión dentro del término legal o concedan o nieguen ésta; cuando rehusen la admisión de fianzas o contrafianzas; cuando admitan las que no reúnan los requisitos legales o que puedan resultar insuficientes; cuando nieguen al quejoso su libertad caucional en el caso a que se refiere el artículo 172 de esta ley, o cuando las resoluciones que dicten las autoridades sobre la misma materia, causen daños o perjuicios notorios a alguno de los interesados;

IX. Contra actos de las autoridades responsables, en los casos de la competencia de los Tribunales Colegiados de Circuito, en amparo directo, por exceso o defecto en la ejecución de la sentencia en que se haya concedido el amparo al quejoso;

X. Contra las resoluciones que pronuncien los Jueces de Distrito *(se suprime) cuando el quejoso solicite se de por cumplida la ejecutoria mediante el pago de daños y perjuicios que éste haya sufrido. 

XI. Contra las resoluciones de un Juez de Distrito  o del magistrado del Tribunal Unitario de Circuito, o del superior del tribunal responsable, en su caso, en que concedan o nieguen la suspensión provisional. (Oscar Barrera Garza, Tomo III, páginas 2205 a 2207)
II.- Por otro lado, se considera conveniente adicionar una fracción al artículo 95 contemplado en el Libro Primero, Título Primero, Capítulo XI, De los recursos, de la Ley de Amparo, ya que no se menciona la procedencia del recurso de queja en contra de aquellos autos que impongan a cualquiera de la partes una sanción, como resultado de la aplicación de alguno de los medios de apremio que la Ley considera. En este sentido, resulta de tal importancia debido a que podrían presentarse  situaciones dudosas respecto de la procedencia o improcedencia del recurso de queja en contra de los autos que contemplen las mencionadas sanciones. Por lo tanto, se sugiere la siguiente redacción:

Artículo 95.- El recurso de queja es procedente:

... Fracción XII.- En contra de los autos dictados por los Jueces de Distrito en donde se hagan efectivas la medidas de apremio previstas en la Ley. (Alma Araiza Hernández, Tomo IV, páginas 2299 y 2300).

Artículo 95.- …

Fracción II.- Contra las autoridades responsables, en los casos a que se refiere el artículo 107, fracción VII de la Constitución Federal, por exceso o defecto en la ejecución del auto en que se haya decretado la suspensión de plano, o concedido al quejoso la suspensión provisional o definitiva del acto reclamado.

…

Fracción IV Bis.- Contra el Juez de Distrito, por exceso en la ejecución de la sentencia. (Jerónimo Eulogio Quiroz Gutiérrez, Tomo V, página 43)

De ahí que deba reformarse el artículo 95 fracción VI, adicionando una última parte, para quedar como sigue:

“Art. 95.- ....

VI.- ... 

Se exceptúan de lo anterior, aquellos acuerdos que desechen pruebas, ya sea en el cuaderno principal o en el incidente de suspensión del acto reclamado.“

También deberá adicionarse una última parte a la fracción IV del Artículo 83, para quedar como sigue:

“ ...  Al recurrirse tales sentencias, deberán, en su caso, impugnarse los acuerdos pronunciados en la citada audiencia y aquellos que hayan desechado pruebas durante la tramitación del procedimiento”. (Gustavo Aquiles Gasca, Tomo V, página 242)

Se considera importante reformar este precepto jurídico a efecto de hacer más viable la procedencia y presentación de la queja, estableciéndose en un mismo numeral el término, ante quién y contra qué se promueve.

Asimismo, se estima conveniente establecer la adhesión a los recursos de queja y reclamación, previstos respectivamente en los artículos 95 y 103 de la Ley de Amparo, a fin de que siguiendo el mismo criterio de la revisión adhesiva, se otorgue oportunidad a la parte que obtuvo resolución favorable a sus intereses, la posibilidad de formular agravios que permitan robustecer el criterio recurrido, cuya adhesión seguirá la suerte procesal del recurso, con lo que se estaría observando cabalmente el principio de equidad procesal y salvaguardando los derechos de las partes.

Reforma

ARTICULO 95.-El recurso de queja es procedente:

I.- Contra los autos dictados por los Jueces de Distrito o por el superior del tribunal a quien se impute la violación reclamada, en que admitan demandas notoriamente improcedentes:

Se interpondrá dentro de los cinco días siguientes al en que surta sus efectos la notificación de la resolución recurrida; por escrito directamente ante el Tribunal Colegiado de Circuito que corresponda, acompañando una copia para cada una de las autoridades contra quienes se promueva.

Dada entrada al recurso, se requerirá a la autoridad contra la que se haya interpuesto para que rinda informe con justificación sobre la materia de la queja, dentro del término de tres días. Transcurrido éste, con informe o sin él, se dará vista al Ministerio Público por igual término, y dentro de los tres días siguientes se dictará la resolución que proceda.

Tratándose del término para que el Tribunal colegiado de Circuito dicte la resolución que corresponda, el cual será de diez días.

II.- Contra las autoridades responsables, en los casos a que se refiere el artículo 107, fracción VII de la Constitución Federal, por exceso o defecto len la ejecución del auto en que se haya concedido al quejoso la suspensión provisional o definitiva del acto reclamado;

Podrá interponerse el recurso de queja en el presente caso, en cualquier tiempo, mientras se falle el juicio de amparo en lo principal, por resolución firme.

La queja deberá interponerse por escrito ante el Juez de Distrito o autoridad que conozca o haya conocido del juicio de amparo en los términos del artículo 37, o ante el Tribunal Colegiado de Circuito si se trata del caso de la fracción IX del artículo 107 de la Constitución Federal, precisamente por escrito, acompañando una copia para cada una de las autoridades responsables contra quienes se promueva y para cada una de las partes en el mismo juicio de amparo. 

Dada entrada al recurso, se requerirá a la autoridad contra la que se haya interpuesto para que rinda informe con justificación sobre la materia de la queja, dentro del término de tres días. Transcurrido, éste con informe o sin él , se dará vista al Ministerio Público por igual término, y dentro de los tres días siguientes se dictará la resolución que proceda.

Tratándose de Tribunal Colegiado de Circuito el término será de diez días para que dicte la resolución que corresponda.

III.- Contra las mismas autoridades, por falta de cumplimiento del autor en que se haya concedido al quejoso su libertad bajo caución conforme al artículo 136 de esta ley;

Podrá interponerse en cualquier tiempo, mientras se falle el juicio de amparo en lo principal, por resolución firme, la queja deberá interponerse ante el juez de Distrito o autoridad que conozca o haya conocido del juicio de amparo en los términos del artículo 37, o ante el Tribunal Colegiado de Circuito si se trata del caso de la fracción IX del artículo 107 de la Constitución Federal, precisamente por escrito acompañando una copia para cada una de las autoridades responsables contra quienes se promueva y para cada una de las partes en el mismo juicio de amparo.

Dada entrada al recurso, se requerirá a la autoridad contra la que se haya interpuesto para que rinda informe con justificación sobre la materia de la queja, dentro del término de tres días. Transcurrido éste, con informe o sin él, se dará vista al Ministerio Público por igual término, y dentro de los tres días siguientes se dictará la resolución que proceda.

Tratándose de Tribunal Colegiado de Circuito el término será de diez días para que dicte la resolución que corresponda.

IV.- Contra las mismas autoridades, por exceso o defecto en la ejecución de la sentencia dictada en los casos a que se refiere el artículo 107, fracción VII y IX, de la Constitución Federal, en que se haya concedido al quejoso el amparo;

Podrá interponerse dentro de un año, contando desde el día siguiente al en que se notifique  al quejoso el auto en que se haya mandado cumplir la sentencia, o al en que la persona extraña a quien afecte su ejecución tenga conocimiento de ésta; salvo que se trate de actos que importen peligro de privación de la vida, ataques a la libertad personal, deportación, destierro a de alguno de los prohibidos por el artículo 22 de la Constitución, en que la queja podrá interponerse en cualquier tiempo. La queja deberá interponerse en cualquier tiempo. La queja deberá interponerse ante el juez de Distrito o autoridad que conozca o haya conocido del juicio de amparo en los términos del artículo 37, o ante el Tribunal Colegiado de Circuito si se trata del caso de la fracción IX del artículo 107 de la Constitución Federal, precisamente por escrito, acompañando una copia para cada una de las autoridades responsables contra quienes se promueva y para cada una de las partes en el mismo juicio de amparo.

Dada entrada al recurso, se requerirá a la autoridad contra la que se haya interpuesto para que rinda informe con justificación sobre la materia de la queja, dentro del término de tres días. Transcurrido éste, con informe o sin él, se dará vista al ministerio Público por igual término, y dentro de los tres días siguientes se dictará la resolución que proceda.

Tratándose de Tribunal Colegiado de Circuito el término será de diez días siguientes se dictará la resolución que proceda.

V.- Contra las resoluciones que dicten los Jueces de Distrito, el Tribunal que conozca o haya conocido del juicio conforme al artículo 378, o los Tribunales Colegiados de Circuito en los casos a que se refiere la fracción IX del artículo 107 de la Constitución }Federal, respecto de las quejas interpuestas ante ellos conforme al artículo 98;

El término para la interposición del recurso de queja será dentro de los cinco días siguientes al en que surta sus efectos la notificación de la resolución recurrida; el recurso de queja se interpondrá por escrito, directamente ante el tribunal que conoció o debió conocer de la revisión, acompañando una copio para cada una de las autoridades contra quienes se promueva y para cada una de las partes en el juicio.

Dada entrada al recurso, se requerirá a la autoridad contra la que se haya interpuesto para que rinda informe con justificación sobre la materia de la queja, dentro del término de tres días. Transcurrido éste, con informe o sin él, se dará vista al Ministerio Público por igual término, y dentro de los tres días siguientes se dictará la resolución que proceda.

Tratándose de Tribunal Colegiado de Circuito el término será de diez días para que dicte la resolución que corresponda.

VI.- Contra las resoluciones que dicten los jueces de Distrito, o el Superior del Tribunal a quien se impute la violación en los casos a que se refiere el artículo 37 de esta ley, durante la tramitación del juicio de amparo o del incidente de suspensión, que no admitan expresamente el recurso de revisión conforme al artículo 83 y que, por su naturaleza trascendental y grave, puedan causar daño o perjuicio a alguna de las partes, no reparable en la sentencia definitiva; o contra las que se dicten después de fallado el juicio en primera instancia, cuando no sean reparables por las mismas autoridades o por la Suprema Corte de Justicia con arreglo a la ley.

El término para la interposición del recurso de queja será dentro de los cinco días siguientes al en que surta sus efectos notificación de la resolución recurrida, el recurso de queja se interpondrá por escrito directamente ante  el Tribuna Colegiado de Circuito que corresponda, acompañando una copia para cada una de las autoridades contra quienes se promueva, y para cada una de las partes en el juicio.

Dada entrada al recurso, se requerirá a la autoridad contra la que se haya interpuesto para que rinda informe con justificación sobre la materia de la queja, dentro del término de tres días. Transcurrido éste, con informe o sin él, se dará vista al Ministerio Público por igual término, y dentro de los tres días siguientes se dictará la resolución que proceda.

Tratándose de Tribunal Colegiado de Circuito el término será de diez días para que dicta la resolución que corresponda.

La interposición del recurso de queja en el presente caso suspende el procedimiento en el juicio de amparo, en los términos del artículo 53, siempre que la resolución que se dicte en la queja deba influir en la sentencia, o cuando de resolverse el juicio en lo principal el recurrente en el acto de la audiencia, si obtuviere resolución favorable en la queja.

VII.- Contra las resoluciones definitivas que se dicten en el incidente de reclamación de daños y perjuicios a que se refiere el artículo 129 de esta ley, siempre que el importe de aquéllas exceda de treinta días de salario.

El término para la interposición del recurso de queja será dentro de los cinco días siguientes al en que surta sus efectos la notificación de la resolución recurrida, el recurso de queja se interpondrá por escrito, directamente ante el tribunal que conoció o debió conocer de la revisión, acompañando una copia para cada una de las autoridades contra quienes se promueva y para cada una de las partes en le juicio.

Dada entrada al recurso, se requerirá a la autoridad contra la que se haya interpuesto para que rinda informe con justificación sobre la materia de la queja, dentro del término de tres días. Transcurrido éste, con informe o sin él, se dará vista al Ministerio Público por igual término, y dentro de los tres días siguientes se dictará la resolución que proceda.

Tratándose de tribunal Colegiado de Circuito el término será de diez días para que dicte la resolución que corresponda.

VIII.- Contra las autoridades responsables, con relación a los juicios de amparo de la competencia de los Tribunales Colegiados de Circuito, en amparo directo, cuando no provean sobre la suspensión dentro del término legal o concedan o nieguen ésta; cuando rehusen la admisión de fianzas o contrafianzas; cuando admitan las que no reúnan los requisitos legales o que puedan resultar insuficientes; cuando nieguen al quejoso su libertad caucional en el caso a que se refiere el artículo 172 de esta ley, o cuando las resoluciones que dicten las autoridades sobre la misma materia, causen daños o perjuicios notorios a alguno de los interesados;

El término para la interposición del recurso de queja será dentro de los cinco días siguientes al en que surta sus efectos la notificación de la resolución recurrida; el recurso de queja se interpondrá por escrito, directamente ante el tribunal que conoció  o debió conocer de la revisión, acompañando una copia para cada una de las autoridades contra quienes se promueva y para cada una de las partes en el juicio.

Dada entrada al recurso, se requerirá a la autoridad contra la que se haya interpuesto para que rinda informe con justificación sobre la materia de la queja, dentro del término de tres días. Transcurrido éste, con informe o sin él, se dará vista al Ministerio Público por igual término, y dentro de los tres días siguientes se dictará la resolución que preceda.

Tratándose de Tribunal Colegiado de Circuito el término será de diez días para que dicte la resolución que corresponda.

IX.- Contra actos de las autoridades responsables, en los casos de la competencia de los Tribunales Colegiados de Circuito, en amparo directo, por exceso o defecto en la ejecución de la sentencia en que se haya concedido el amparo al quejoso;

El recurso de queja podrá interponerse dentro de un año, contando desde el día siguiente al en que se notifique al quejoso el auto en que se haya mandado cumplir la sentencia, o la en que la persona extraña a quien afecte su ejecución tenga conocimiento de ésta; salvo que se trate de actos que importen peligro de privación de la vida, ataques a la libertad personal, deportación, destierro a de alguno de los prohibidos por el artículo 22 de la Constitución, en que la queja podrá interponerse en cualquier tiempo.

El recurso de queja se interpondrá por escrito, directamente ante el tribunal que conoció o debió conocer de la revisión, acompañando una copia para cada una de las autoridades contra quienes se promueva y para cada un de las partes en el juicio. 

Dada entrada al recurso, se requerirá a la autoridad contra la que se haya interpuesto para que rinda informe con justificación sobre la materia de la queja, dentro del término de tres días. Transcurrido éste, con informe o sin él, se dará vista al Ministerio Público por igual término, y dentro de los tres días siguientes se dictará la resolución que proceda.

Tratándose de Tribunal Colegiado de Circuito el término será de diez días para que dicte la resolución que corresponda. 

X.- Contra las resoluciones que pronuncien los Jueces de Distrito en el caso previsto en la parte final del artículo 105 de este ordenamiento.

El término para la interposición del recurso de queja será dentro de los cinco días siguientes al en que surta sus efectos la notificación de la resolución recurrida;

El recurso de queja se interpondrá por escrito  directamente ante el Tribunal Colegiado de Circuito que corresponda, acompañando una copia para cada una de las autoridades contra quienes se promueva, y para cada una de las partes en el juicio.

Dada entrada al recurso, se requerirá a la autoridad contra la que se haya interpuesto para que rinda informe con justificación sobre la materia de la queja, dentro del término de tres días. Transcurrido éste, con informe o sin él, se dará vista al Ministerio Público por igual término, y dentro de los tres días siguientes se dictará la resolución que proceda. 

Tratándose de Tribunal de Circuito el término será de diez días para que dicte la resolución que corresponda.

XI.- Contra las resoluciones de un juez de Distrito o del superior del Tribunal responsable, en su caso , en que concedan o nieguen la suspensión provisional.

El término para la interposición del recurso de queja será dentro de las veinticuatro horas siguientes a la en que surtas sus efectos la notificación de la resolución recurrida.

La queja deberá interponerse ante el juez de Distrito  dentro del término de veinticuatro horas contadas a partir del día siguiente a la fecha en que para la parte recurrente surta efectos la notificación que conceda o niegue la suspensión provisional, acompañando una copia para cada una de las autoridades responsables contra quienes se promueva y para cada una de las partes en el mismo juicio de amparo. Los Jueces de Distrito o el superior del tribunal remitirán de inmediato los escritos en los que se formule la queja al Tribunal que deba conocer de ella, con las constancias pertinentes. Dentro de las cuarenta y ocho horas siguientes el Tribunal Colegiado de Circuito que corresponda resolverá de plano lo que proceda.

En los casos a que se refiere este artículo, con excepción de las fracciones II, III y IV, la contraparte del recurrente puede adherirse a la queja interpuesta, dentro del término establecido para la presentación del recurso, contado a partir de la fecha en que se le notifique la admisión del recurso, expresando los agravios correspondientes; en este caso, la adhesión al recurso sigue la suerte procesal de éste. (Juan José Paullada Figueroa, Tomo V, páginas 259 a 270)
Artículo 96. Cuando se trate de exceso o defecto en la ejecución del auto de suspensión o de la sentencia en que se haya concedido el amparo al quejoso, la queja podrá ser interpuesta por cualesquiera de las partes en el juicio o por cualquiera persona que justifique legalmente que le agravia la ejecución o cumplimiento de dichas resoluciones. En los demás casos a que se refiere el artículo anterior, sólo podrá interponer la queja cualesquiera de las partes; salvo los expresados en la fracción VII del propio artículo, en los cuales únicamente podrán interponer el recurso de queja las partes interesadas en el incidente de reclamación de daños y perjuicios, y la parte que haya propuesto la fianza o contrafianza.

PROPUESTAS

ARTÍCULO 96. Cuando se trate de exceso o defecto en la ejecución del auto de suspensión o de la sentencia en que se haya concedido el amparo al quejoso, la queja podrá ser interpuesta por cualesquiera de las partes en el juicio o por cualquiera persona que justifique legalmente que le agravia la ejecución o cumplimiento de dichas resoluciones. En los demás casos a que se refiere el artículo anterior, sólo podrá interponer la queja cualesquiera de las partes; salvo los expresados en la fracción VII del propio artículo, en los cuales únicamente podrán interponer el recurso de queja las partes interesadas en el incidente de reclamación de daños y perjuicios, y la parte que haya propuesto la garantía o contragarantía. (Oscar Barrera Garza, Tomo III, página 2207)
Artículo 97.  Los términos para la interposición del recurso de queja serán los siguientes:

I.  En los casos de las fracciones II y III del artículo 95 de esta ley podrá interponerse en cualquier tiempo, mientras se falle el juicio de amparo en lo principal, por resolución firme;

PROPUESTAS

Los términos para la interposición del recurso de queja serán los siguientes: 

I.-    En los casos de la fracción II, del artículo 95 de esta Ley, podrá interponerse en cualquier tiempo, mientras no se falle el juicio de amparo en lo principal, por resolución firme. (David Ancira Martínez, Tomo III, página 1920)

II.  En los casos de las fracciones I, V, VI, VII, VIII y X del mismo artículo, dentro de los cinco días siguientes al en que surta sus efectos la notificación de la resolución recurrida;

PROPUESTAS

II.-      En los casos de las fracciones I, III, V, VI, VII, VIII Y IX del artículo 95 de esta Ley, podrá interponerse dentro de los cinco días siguientes al en que surta sus efectos la notificación de la resolución recurrida. (David Ancira Martínez, Tomo III, página 1920)

III.  En los casos de las fracciones IV y IX del propio artículo 95, podrá interponerse dentro de un año, contando desde el día siguiente al en que se notifique al quejoso el auto en que se haya mandado cumplir la sentencia, o al en que la persona extraña a quien afecte su ejecución tenga conocimiento de ésta; salvo que se trate de actos que importen peligro de privación de la vida, ataques a la libertad personal, deportación, destierro a (sic) de alguno de los prohibidos por el artículo 22 de la Constitución, en que la queja podrá interponerse en cualquier tiempo.

PROPUESTAS

Nuevamente está presente el interés superior de preservar la norma constitucional, por lo que debe quedar viva la posibilidad de pedir el cabal cumplimiento del fallo protector. (Fidencio Ramírez y Fidel Herrera Beltrán , Tomo II, página 1153)
IV.  En el caso de la fracción XI del referido artículo 95, dentro de las veinticuatro horas siguientes a la en que surta sus efectos la notificación de la resolución recurrida.

PROPUESTAS

Artículo 97. Los términos para la interposición del recurso de queja serán los siguientes:

I. En los casos de las fracciones I y II del artículo 95 de esta ley podrá interponerse en cualquier tiempo, mientras se falle el juicio de amparo en lo principal, por resolución firme;

II. En los casos de la fracción IV del mismo artículo, dentro de los cinco días siguientes al en que surta sus efectos la notificación de la resolución recurrida;

III.
En los casos de las fracciones III y V del propio artículo 95, podrá interponerse dentro de un año, contando desde el día siguiente al en que se notifique al quejoso el auto en que se haya mandado cumplir la sentencia, o al en que la persona extraña a quien afecte su ejecución tenga conocimiento de ésta; salvo que se trate de actos que importen peligro de privación de la vida, ataques a la libertad personal, deportación, destierro o de alguno de los prohibidos por el artículo 22 de la Constitución, en que la queja podrá interponerse en cualquier tiempo. (Sergio Pallares y Lara, Tomo I, páginas 514 y 515)

Mi propuesta consiste en que la actual redacción  de la primera parte del último párrafo del artículo 99 de la Ley de Amparo, se corrija y no vaya a incluirse tal como ahora está en el artículo equivalente de una nueva ley de la materia.

Lo anterior lo propongo no solamente porque existe una deficiente técnica en la redacción actual de dicho precepto legal, dado que en los tres primeros párrafos del mencionado artículo 99 de la Ley de Amparo, lo que se regula es ante quién debe interponerse el recurso de queja en los diversos supuestos que prevé el artículo 95 de la citada ley, y no dentro de qué término debe hacerse dicha interposición, en virtud de que tal cuestión está expresamente regulada en el artículo 97 de la propia ley; sino además porque en la primera parte del último párrafo del artículo 99, aunado a la falta de técnica de incluir el término para la interposición del recurso de queja previsto en la fracción XI del artículo 95, que ya se encuentra expresamente señalado en el artículo 97, fracción IV, que es el precepto ad hoc para ello, el término que indebidamente en él se incluye no coincide con el señalado en la fracción IV del artículo 97.

En efecto,  mientras que en este último se dispone:

 “Art. 97.- Los términos para la interposición del recurso de queja, serán los siguientes: ...IV.- En el caso de la fracción XI del referido artículo 95 dentro de las veinticuatro horas siguientes a la en que surta sus efectos la notificación de la resolución recurrida”; 

En cambio en la primera parte del último párrafo del artículo 99 se establece:

 “...En el caso de la fracción XI, la queja deberá interponerse ante el Juez de Distrito, dentro del término de veinticuatro horas contadas a partir del día siguiente a la fecha en que para la parte recurrente surta efectos la notificación que conceda o niegue la suspensión provisional, acompañando las copias que se señalan en el artículo anterior. ...”;

Esto es, el artículo 97, fracción IV, claramente señala el término de veinticuatro horas siguientes a la en que surta efectos la notificación correspondiente, y de manera discrepante en la primera parte del último párrafo del artículo 99 se alude a un término de veinticuatro horas pero no contadas a partir de la en que surta sus efectos la notificación, sino a partir del día siguiente a la fecha en que surta efectos tal notificación, lo que constituye una antinomia que genera inseguridad jurídica para la parte recurrente, puesto que a ciencia cierta no sabrá cuál de esos dos términos deberá atender, con el riesgo de que si opta por el segundo, que es más amplio, si el Tribunal Colegiado considera que el que debe regir es el previsto en el artículo que específicamente regula los términos en esa materia, que es el 97, fracción IV, se podría desechar por extemporáneo el recurso de queja así interpuesto.

La antinomia antes destacada tiene fácil solución, suprimiendo la parte relativa al término de interposición que indebidamente se incluyó en el precepto que nos ocupa.

c) Por ello propongo que la redacción de la primera parte del último párrafo del actual artículo 99 de la Ley de Amparo, o su equivalente en la nueva ley de la materia, quede como sigue:

 “... En el caso de la fracción XI, la queja deberá interponerse ante el Juez de Distrito, acompañando las copias que se señalan en el artículo anterior. ...”. (Jorge Higuera Corona, Tomo II, páginas 880 a 882)

Derogar el término de “24 horas” para que en su lugar diga:

CINCO DÍAS.

Motivos.

Lo brevísimo del término frecuentemente hace nugatorio el ejercicio del derecho de interponer la queja. (Fidencio Ramírez y Fidel Herrera Beltrán , Tomo II, páginas  1153 y 1154)

ARTÍCULO 97. Los términos para la interposición del recurso de queja serán los siguientes:

I. En los casos de las fracciones II y III del artículo 95 de esta ley podrá interponerse en cualquier tiempo, mientras se falle el juicio de amparo en lo principal, por resolución firme;

II. En los casos de las fracciones I, V, VI, VII, VIII y X del mismo artículo, dentro de los cinco días siguientes al en que surta sus efectos la notificación de la resolución recurrida;

III. En los casos de las fracciones IV y IX del propio artículo 95, podrá interponerse dentro de un año, contando desde el día siguiente al en que se notifique al quejoso el auto en que se haya mandado cumplir la sentencia, o al en que la persona extraña a quien afecte su ejecución tenga conocimiento de ésta; salvo que se trate de actos que importen peligro de privación de la vida, ataques a la libertad personal, deportación, destierro a (sic) de alguno de los prohibidos por el artículo 22 de la Constitución, en que la queja podrá interponerse en cualquier tiempo; y

IV. En el caso de la fracción XI del referido artículo 95, dentro de las veinticuatro horas siguientes a la en que surta sus efectos la notificación de la resolución recurrida. (Oscar Barrera Garza, Tomo III, páginas 2207 y 2208)

El Artículo 97 fracción V de la Ley de Amparo, no contempla el término para la interposición del recurso de queja a que se refiere la primera parte del Artículo 96 del propio ordenamiento legal antes citado, lo que se traduce en una laguna jurídica que provoca el estado de indefensión de la parte a la que le agravie la ejecución o cumplimiento en exceso o defecto del auto de suspensión o sentencia respectiva.

Por lo tanto, se sugiere adicionar al precepto en comento una fracción que establezca lo siguiente:

“Art. 97 

...

Fracción V.- En el caso de la primera parte del artículo 96, dentro de los cinco días siguientes al de la notificación del auto que ordene tal ejecución.” (Eduardo Veraza Martínez-Cairo, Tomo IV, páginas 2361 y 2362).

De igual forma se llevan a cabo practicas consuetudinarias  en tratándose de la queja contra resoluciones de las comprendidas en el artículo 97 de la Ley de Amparo en relación con su artículo 101 de la misma ley de amparo, que refiere que la interposición del recurso de queja suspende el procedimiento en el juicio de amparo, que remite la fracción VI del artículo 95 del mismo dispositivo, sin duda, que causa perjuicio en tratándose de la parte obrera al no contemplar caso concreto a la subsistencia y con efectos laborales. Ya que por practica los Tribunales de amparo la queja la resuelven conjuntamente con el amparo directo correspondiente luego entonces se hace necesario contemplar de manera específica en tratándose de conflictos laborales apreciaciones a casos concretos y en conciencia sin menoscabo de la importancia de la ley de amparo.

En concreto en nuestra opinión, se hace necesario un capítulo que establezca forma, elementos, términos y conceptos procesales, dentro de la ley de amparo, pero necesariamente con un punto de vista labora. Sin duda y dada la premura ya que sus atentos oficios los recibimos físicamente el día 3 de enero del año 2000 y las propuestas son antes del 15 de Enero del mismo año pido a ustedes disculpas por lo breve de los comentarios expuestos. (José Luis Villa Terrazas, Tomo V, páginas 303 y 304)
Artículo 98.  En los casos a que se refieren las fracciones II, III y IV del artículo 95, la queja deberá interponerse ante el juez de Distrito o autoridad que conozca o haya conocido del juicio de amparo en los términos del artículo 37, o ante el Tribunal Colegiado de Circuito si se trata del caso de la fracción IX del artículo 107 de la Constitución Federal, precisamente por escrito, acompañando una copia para cada una de las autoridades responsables contra quienes se promueva y para cada una de las partes en el mismo juicio de amparo.

PROPUESTAS

En los casos a que se refieren las fracciones II y IV del artículo   95,  la queja deberá interponerse ante el Juez de Distrito Tribunal Colegiado de Circuito si se trata del caso de la fracción IX del artículo 107 de la Constitución, por escrito, acompañando una copia para cada una de las autoridades responsables contra quien se promueva y para cada una de las partes en el juicio. (David Ancira Martínez, Tomo III, página 1920)

Dada entrada al recurso, se requerirá a la autoridad contra la que se haya interpuesto para que rinda informe con justificación sobre la materia de la queja, dentro del término de tres días. Transcurrido éste, con informe o sin él, se dará vista al Ministerio Público por igual término, y dentro de los tres días siguientes se dictará la resolución que proceda.

PROPUESTAS

Ajustar el texto a la reforma propuesta para el artículo 95, con lo que las fracciones relativas son la I, II y III; suprimiendo al final la referencia a la exhibición de copias.

Artículo 98. En los casos a que se refieren las fracciones I, II y III del artículo 95, la queja deberá interponerse ante el Juez de Distrito o autoridad que conozca o haya conocido del juicio de amparo en los términos del artículo 37, o ante el Tribunal Colegiado de Circuito si se trata del caso de la fracción IX del artículo 107 de la Constitución Federal, precisamente por escrito.

Dada entrada al recurso, se requerirá a la autoridad contra la que se haya interpuesto para que rinda informe con justificación sobre la materia de la queja, dentro del término de tres días. Transcurrido éste, con informe o sin él, se dará vista al Ministerio Público por igual término, y dentro de los tres días siguientes se dictará la resolución que proceda. (Sergio Pallares y Lara, Tomo I, página 516)

COMENTARIO: Al igual que durante la tramitación del juicio de amparo directo, el término concedido a las autoridades responsables a fin de rindan sus informes con justificación, resultan insuficientes.

Tres días para la radicación e integración del expediente de queja, llevar a cabo el emplazamiento a los terceros perjudicados y rendir sus informes justificados, no es congruente con la realidad que vive hoy en día los tribunales de nuestro país.  Por ello, debe tomarse en cuenta que durante la tramitación del dichos recursos, es necesario ampliar razonadamente el término, de manera tal que tanto el órgano revisor como el revisado, actúen en forma equilibrada. (José Francisco Becerril Mendoza, Tomo III, página 2048)

ARTÍCULO 98. En los casos a que se refieren las fracciones II, III y IV del artículo 95, la queja deberá interponerse ante el Juez de Distrito o ante el magistrado del Tribunal  Unitario de Circuito  o autoridad que conozca o haya conocido del juicio de amparo en los términos del artículo 37, o ante el Tribunal Colegiado de Circuito si se trata del caso de la 

*(se suprime), interpretación directa de un precepto de la constitución, o decidan sobre la inconstitucionalidad de una ley, precisamente por escrito, acompañando una copia para cada una de las autoridades responsables contra quienes se promueva y para cada una de las partes en el mismo juicio de amparo.

Dada entrada al recurso, se requerirá a la autoridad contra la que se haya interpuesto para que rinda informe con justificación sobre la materia de la queja, dentro del término de tres días. Transcurrido éste, con informe o sin él, se dará vista al Ministerio Público por igual término, y dentro de los tres días siguientes se dictará la resolución que proceda. (Oscar Barrera Garza, Tomo III, páginas 2208 y 2209)

Artículo 99.  En los casos de las fracciones I, VI y X del artículo 95, el recurso de queja se interpondrá por escrito directamente ante el tribunal colegiado de Circuito que corresponda, acompañando una copia para cada una de las autoridades contra quienes se promueva.

PROPUESTAS

En los casos de las fracciones I, III, VI y X del artículo 95, el recurso de queja se interpondrá por escrito directamente  ante el Tribunal Colegiado de Circuito que corresponda, acompañando una copia para las autoridades contra quienes se promueva. (David Ancira Martínez, Tomo III, página 1921)
En los casos de las fracciones V, VII, VIII y IX del mismo artículo 95, el recurso de queja se interpondrá por escrito, directamente ante el tribunal que conoció o debió conocer de la revisión, acompañando una copia para cada una de las autoridades contra quienes se promueva y para cada una de las partes en el juicio.

La tramitación y resolución de la queja en los casos previstos en las fracciones I a X, se sujetará a lo dispuesto en el párrafo segundo del artículo anterior, con la sola salvedad del término para que el Tribunal Colegiado de Circuito dicte la resolución que corresponda, que será de diez días.

En el caso de la fracción XI, la queja deberá interponerse ante el juez de Distrito, dentro del término de veinticuatro horas contadas a partir del día siguiente a la fecha en que para la parte recurrente surta efectos la notificación que conceda o niegue la suspensión provisional, acompañando las copias que se señalan en el artículo anterior. Los jueces de Distrito o el superior del tribunal remitirán de inmediato los escritos en los que se formule la queja al Tribunal que deba conocer de ella, con las constancias pertinentes. Dentro de las cuarenta y ocho horas siguientes el Tribunal Colegiado de Circuito que corresponda resolverá de plano lo que proceda.

PROPUESTAS

En los casos del recurso de queja a que se refieren los tres primeros párrafos del artículo 99 de la ley de amparo, se señala  un término de 10 días para que el tribunal colegiado de circuito  dicte la resolución que corresponda, plazo que al igual que los anteriores  es demasiado breve, por la cantidad de asuntos que se manejan y por consiguiente, propongo que se amplíe al doble, o sea 20 días. (Ma. De los Angeles Eduwiges Chavira Martínez, Tomo I, páginas 454 y 455)
Al respecto, se nos ha presentado el problema de que cuando resolvemos las quejas previstas en la fracción XI del artículo 95  de la Ley de Amparo, no es posible  listarlas con esa anticipación, y lo hacemos el día antes de su resolución atendiendo a la brevedad del plazo a que se refiere el último párrafo del artículo 99 de la misma ley, que nos da 48 horas para resolver, contadas a partir de la fecha en que se recibe el asunto.

Por consiguiente, tal vez tenga que hacerse una excepción en el artículo 34 de la Ley Orgánica del Poder Judicial Federal. 

Además,  en relación al tema de la Queja de que he venido haciendo mención de la fracción XI del artículo 95 de la Ley de Amparo, también sugiero se amplíe el plazo de 48 horas para resolverla, cuando menos a 24 horas más, ya que en el breve lapso que se otorga, no hay mucho tiempo para la debida reflexión del asunto.(Ma. De los Angeles Eduwiges Chavira Martínez, Tomo I, página 456)

Ajustar la redacción a la reforma propuesta al artículo 83, con lo que sólo quedarían comprendidos en la queja los casos previstos en la nueva redacción con las fracciones I a V.

Artículo 99. En los casos de las fracciones IV y V del mismo artículo 95, el recurso de queja se interpondrá por escrito, directamente ante el tribunal que conoció o debió conocer de la revisión.

La tramitación y resolución de la queja en los casos previstos en las fracciones I a V, se sujetará a lo dispuesto en el párrafo segundo del artículo anterior, con la sola salvedad del término para que el Tribunal Colegiado  de  Circuito  dicte  la  resolución  que corresponda, que será de diez días.(Sergio Pallares y Lara, Tomo I, páginas 517 y 518)

a) Mi propuesta consiste en que la actual redacción  de la primera parte del último párrafo del artículo 99 de la Ley de Amparo, se corrija y no vaya a incluirse tal como ahora está en el artículo equivalente de una nueva ley de la materia.

b) Lo anterior lo propongo no solamente porque existe una deficiente técnica en la redacción actual de dicho precepto legal, dado que en los tres primeros párrafos del mencionado artículo 99 de la Ley de Amparo, lo que se regula es ante quién debe interponerse el recurso de queja en los diversos supuestos que prevé el artículo 95 de la citada ley, y no dentro de qué término debe hacerse dicha interposición, en virtud de que tal cuestión está expresamente regulada en el artículo 97 de la propia ley; sino además porque en la primera parte del último párrafo del artículo 99, aunado a la falta de técnica de incluir el término para la interposición del recurso de queja previsto en la fracción XI del artículo 95, que ya se encuentra expresamente señalado en el artículo 97, fracción IV, que es el precepto ad hoc para ello, el término que indebidamente en él se incluye no coincide con el señalado en la fracción IV del artículo 97.

En efecto,  mientras que en este último se dispone:

 “Art. 97.- Los términos para la interposición del recurso de queja, serán los siguientes: ...IV.- En el caso de la fracción XI del referido artículo 95 dentro de las veinticuatro horas siguientes a la en que surta sus efectos la notificación de la resolución recurrida”; 

En cambio en la primera parte del último párrafo del artículo 99 se establece:

 “...En el caso de la fracción XI, la queja deberá interponerse ante el Juez de Distrito, dentro del término de veinticuatro horas contadas a partir del día siguiente a la fecha en que para la parte recurrente surta efectos la notificación que conceda o niegue la suspensión provisional, acompañando las copias que se señalan en el artículo anterior. ...”;

Esto es, el artículo 97, fracción IV, claramente señala el término de veinticuatro horas siguientes a la en que surta efectos la notificación correspondiente, y de manera discrepante en la primera parte del último párrafo del artículo 99 se alude a un término de veinticuatro horas pero no contadas a partir de la en que surta sus efectos la notificación, sino a partir del día siguiente a la fecha en que surta efectos tal notificación, lo que constituye una antinomia que genera inseguridad jurídica para la parte recurrente, puesto que a ciencia cierta no sabrá cuál de esos dos términos deberá atender, con el riesgo de que si opta por el segundo, que es más amplio, si el Tribunal Colegiado considera que el que debe regir es el previsto en el artículo que específicamente regula los términos en esa materia, que es el 97, fracción IV, se podría desechar por extemporáneo el recurso de queja así interpuesto.

La antinomia antes destacada tiene fácil solución, suprimiendo la parte relativa al término de interposición que indebidamente se incluyó en el precepto que nos ocupa.

c) Por ello propongo que la redacción de la primera parte del último párrafo del actual artículo 99 de la Ley de Amparo, o su equivalente en la nueva ley de la materia, quede como sigue:

 “... En el caso de la fracción XI, la queja deberá interponerse ante el Juez de Distrito, acompañando las copias que se señalan en el artículo anterior. ...”. (Jorge Higuera Corona, Tomo II, páginas 880 a 882)

Enmienda.

Suprimir “24 horas” para que diga así:

CINCO DÍAS.

Motivos.

Los mismos expresados respecto de la fracción IV del artículo 97. (Fidencio Ramírez y Fidel Herrera Beltrán , Tomo II, página 1154)

La propuesta de adición pretende hacer expedito el trámite del recurso de revisión del art. 95, fracción VI de la Ley de Amparo.

Texto con modificación

ARTICULO 99.- En los casos de las fracciones I y X del artículo 95, el recurso de queja se interpondrá por escrito directamente ante el tribunal colegiado de Circuito que corresponda, acompañando una copia para cada una de las autoridades contra quienes se promueva.


En los casos de las fracciones V, VII, VIII y IX del mismo artículo 95, el recurso de queja se interpondrá por escrito, directamente ante el tribunal que conoció o debió conocer de la revisión, acompañando una copia para cada una de las autoridades contra quienes se promueva y para cada una de las partes en el juicio.


 En los casos de la fracción VI del mismo artículo 95, el recurso de queja se interpondrá por escrito ante el juez de Distrito que dictó el auto combatido, debiendo acompañar una copia para cada una de las partes en el juicio, debiendo remitirse al Tribunal Colegiado que corresponda con el informe respectivo.


La tramitación y resolución de la queja en los casos previstos en las fracciones I a X, se sujetará a lo dispuesto en el párrafo segundo del artículo anterior, con la sola salvedad del término para que el Tribunal Colegiado de Circuito dicte la resolución que corresponda, que será de diez días.


En el caso de la fracción XI, la queja deberá interponerse ante el juez de Distrito, dentro del término de veinticuatro horas contadas a partir del día siguiente a la fecha en que para la parte recurrente surta efectos la notificación que conceda o niegue la suspensión provisional, acompañando las copias que se señalan en el artículo anterior. Los jueces de Distrito o el superior del tribunal remitirán de inmediato los escritos en los que se formule la queja al Tribunal que deba conocer de ella, con las constancias pertinentes. Dentro de las cuarenta y ocho horas siguientes el Tribunal Colegiado de Circuito que corresponda resolverá de plano lo que proceda. (María Simona Ramos Ruvalcaba, Tomo II, páginas 1427 a 1431)

ARTÍCULO 99. En los casos de las fracciones I, VI y X del artículo 95, el recurso de queja se interpondrá por escrito directamente ante el Tribunal Colegiado de Circuito que corresponda, acompañando una copia para cada una de las autoridades contra quienes se promueva.

En los casos de las fracciones V, VII, VIII y IX del mismo artículo 95, el recurso de queja se interpondrá por escrito, directamente ante el tribunal que conoció o debió conocer de la revisión, acompañando una copia para cada una de las autoridades contra quienes se promueva y para cada una de las partes en el juicio.

La tramitación y resolución de la queja en los casos previstos en las fracciones I a X, se sujetará a lo dispuesto en el párrafo segundo del artículo anterior, con la sola salvedad del término para que el Tribunal Colegiado de Circuito dicte la resolución que corresponda, que será de quince días hábiles.

En el caso de la fracción XI, la queja deberá interponerse ante el Juez de Distrito, dentro del término de veinticuatro horas contadas a partir del día siguiente a la fecha en que para la parte recurrente surta efectos la notificación que conceda o niegue la suspensión provisional, acompañando las copias que se señalan en el artículo anterior. Los Jueces de Distrito o el superior del tribunal remitirán de inmediato los escritos en los que se formule la queja al tribunal que deba conocer de ella, con las constancias pertinentes. Dentro de las cuarenta y ocho horas siguientes el Tribunal Colegiado de Circuito que corresponda resolverá de plano lo que proceda. (Oscar Barrera Garza, Tomo III, página 2209)

Para el efecto de que quede debidamente regulada la interposición del recurso de queja a que se refiere la primera parte del artículo 96, por cuanto a qué Tribunal de Alzada deberá conocer del mismo, se considera conveniente que sea el Tribunal Colegiado que falló, en su caso, el recurso, así como también es indispensable la suspensión del procedimiento de ejecución, en aras de evitar perjuicios de carácter irreparable al recurrente, por lo que se sugiere hacer una adición al segundo párrafo del Artículo 99 de la Ley de Amparo y agregarle un párrafo más con la siguiente redacción:

“Art. 99

...

En los casos de las fracciones V, VII, VIII y IX del mismo artículo 95, así como de la primera parte del artículo 96, el recurso de queja se interpondrá por escrito... ”

“En el caso de la primera parte del artículo 96, tratándose de sentencia, la interposición del recurso de queja suspende el procedimiento de ejecución.” (Eduardo Veraza Martínez-Cairo, Tomo IV, páginas 2362 y 2363).

Artículo 99.- En los casos de las fracciones I, IV BIS, VI y X del artículo 95, el recurso de queja se interpondrá por escrito directamente ante el Tribunal Colegiado de Distrito que corresponda, acompañando una copia para cada una de las autoridades contra quienes se promueva. 

Los párrafos segundo, tercero y cuarto, igual. (Jerónimo Eulogio Quiroz Gutiérrez, Tomo V, página 44)
Artículo 100. La falta o deficiencia de los informes en los casos a que se refieren los dos artículos anteriores, establece la presunción de ser ciertos los hechos respectivos, y hará incurrir a las autoridades omisas en una multa de tres a treinta días de salario, que impondrá de plano la autoridad que conozca de la queja en la misma resolución que dicte sobre ella.

PROPUESTAS

Enmienda

Mixto texto hasta donde dice: “…a que se refieren los dos artículos anteriores,…” DEROGANDO LA FRASE: “…establece la presunción de ser ciertos los hechos respectivos…”, para poner en su lugar:

DETERMINA QUE ES FUNDADA LA QUEJA… y hará…Se propone también adicionar un párrafo final en los siguientes términos:

LOS INFORMES DE REFERENCIA INCLUIRÁN EL AUTO RECURRIDO, CONSTANCIA DE SU NOTIFICACIÓN Y LAS PRUEBAS QUE SIRVIERON DE BASE PARA RESOLVER, SIN PERJUICIO DE ACOMPAÑAR OTRAS CONSTANCIAS.

Motivos.

Ante la inexistencia de la posibilidad para el recurrente, de aportar pruebas y dada la naturaleza del recurso, es obligatorio que la autoridad autora de la resolución recurrida, justifique sus actos, para que la queja se resuelva en estricta observancia de lo dispuesto en el primer párrafo del artículo 16 Constitucional.

La falta de informes es un desacato que debe traducirse en una consecuencia jurídica equivalente a su gravedad, sin que se pueda considerar adecuada la simple presunción de ser ciertos los hechos respectivos, lo adecuado es que la queja se considere fundada en este caso, porque en rigor procesal, es una aceptación de la violación de la ley por parte del autor de la resolución combatida. (Fidencio Ramírez y Fidel Herrera Beltrán, Tomo II, páginas 1154 a 1156)

ARTÍCULO 100. La falta o deficiencia de los informes en los casos a que se refieren los dos artículos anteriores, establece la presunción de ser ciertos los hechos respectivos, y hará incurrir a las autoridades omisas en una multa de tres a treinta días de salario, que impondrá de plano la autoridad que conozca de la queja en la misma resolución que dicte sobre ella. (Oscar Barrera Garza, Tomo III, páginas 2209 y 2210)
� SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE LA NACION, La Suprema Corte de Justicia, sus Leyes y sus Hombres, México, 1984. Salvo que otra cosa se indique, los textos de las leyes de amparo anteriores a la vigente se tomaron de esta obra y se confrontaron con los Diarios de Debates y obras publicadas al respecto.


� Idem. Cfr. LOZANO, José María, Tratado de los Derechos del Hombre. Estudio del Derecho Constitucional Patrio en lo relativo a los derechos del hombre conforme a la Constitución de 1857 y a la Ley Orgánica del Amparo de Garantías de 20 de enero de 1869, México, 1876, (Reimpresión facsimilar por Editorial Porrúa, 1972).


� Obsérvese que esta disposición es el antecedente directo del artículo 95, fracción VI, de la Ley de Amparo actual.


� Obsérvese que se conserva el esquema de revisión oficiosa, con plenitud de jurisdicción de la Suprema Corte.


� Ley Orgánica Constitucional sobre el Recurso de Amparo, promulgada el 20 de enero de 1869.


� Esta fracción también establece la revisión contra las resoluciones que decretan el sobreseimiento del juicio, que no son interlocutorias y que por lo mismo no deberían considerarse en esta fracción.


� Artículos 97 a 99 de la Ley de Amparo.


� De acuerdo con el artículo 29, fracción I, de la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación, el juicio de amparo indirecto contra actos de un Tribunal Unitario debe tramitarse ante el Tribunal Unitario más cercano.


� Sentencias de amparo directo que admiten revisión por decidir sobre la constitucionalidad de leyes, tratados y reglamentos, así como sobre la interpretación directa de un precepto constitucional.


� El texto actual dice: “[…] que por su naturaleza trascendental y grave, puedan causar daño o perjuicio a alguna de las partes, no reparable en la sentencia definitiva […]”, pero al no definirse qué se considera trascendental y grave, consideramos mejor la redacción propuesta para establecer coherencia con la disposición relativa a las violaciones al procedimiento prevista para el amparo directo, por la semejanza del problema.


� El texto actual agrega: “[…] cuando no sean reparables por las mismas autoridades o por la Suprema Corte de Justicia con arreglo a la ley […]” pero como no existe ningún otro recurso en materia de amparo, no puede darse ese caso.


� Previsión de la revisión adhesiva.


� Un penoso ejemplo del criterio que denuncio y que motiva mi propuesta de reforma, es el caso de la revisión adhesiva planteada por el suscrito ante el Cuarto Tribunal Colegiado de Circuito en Materia Penal, en el expediente 400/99 y en el recurso de reclamación que al efecto interpuse y en el que inopinadamente el Tribunal Pleno sostuvo tan absurdo criterio. 


� Enciclopedia Jurídica Omeba, Tomo XXIV, Buenos Aires, Driskill, 1981, p. 143.


� SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE LA NACION, Tribunal Pleno, Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Tomo IV, julio de 1996, p. 100.


� Poder Judicial de la Federación, México, IUS 7, 1997, CD-ROM.


� Poder Judicial de la Federación, México, IUS 7, 1997, CD-ROM.


� Poder Judicial de la Federación, México, IUS 7, 1997, CD-ROM.


� Artículo 95, fracción V, de la Ley de Amparo.


� Esta fracción también establece la revisión contra las resoluciones que decretan el sobreseimiento del juicio, que no son interlocutorias y que por lo mismo no deberían considerarse en esta fracción.


� Artículos 97 a 99 de la Ley de Amparo.
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